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Miradas iniciales a los matices  
de las Indicaciones Geográficas  
y las Denominaciones de Origen:  
breve introdución

Laura Elena Martínez Salvador

La valorización de los recursos territoriales a través de sellos, como las Indi-
caciones Geográficas (ig) y las Denominaciones de Origen (do), implica un 
proceso de reconocimiento, protección, conservación e, incluso, de repro-
ducción de los elementos tangibles e intangibles que dotan a ciertos bienes 
—en este caso alimentarios— de una serie de características específicas vin-
culadas con los lugares de origen. Estos distintivos, que hacen referencia a 
su procedencia, es decir, al “origen geográfico concreto”, forman parte de los 
signos de protección industrial bajo los cuales los productos obtienen deter-
minada reputación (wipo, 2021: 4).

Aun cuando ambas figuras —ig y do— comparten elementos esenciales, 
no son lo mismo. Las Indicaciones Geográficas se refieren a:

[…] el reconocimiento de una zona geográfica que sirva para designar un produc- 
to como originario de la misma […]. Una referencia que indique un producto como 
originario de la misma […]. Una combinación del nombre de un producto y una 
zona geográfica. Siempre y cuando determinada calidad, características o repu-
tación del producto se atribuyan al origen geográfico de alguno de los siguientes 
aspectos: materias primas, procesos de producción o factores naturales y cultu-
rales (dof, 2020: Art. 265).
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Mientras que las denominaciones de origen, en ocasiones consideradas como 
una modalidad de las ig de protección sui generis a la calidad —que contem-
pla acepciones como Denominaciones de Origen Controladas (doc) o De-
nominaciones de Origen Protegidas (dop) (wipo, 2021)—, se definen como:

	 […] el producto vinculado a una zona geográfica de la cual éste es origina-
rio, siempre y cuando su calidad, características o reputación se deban exclusiva  
o esencialmente al origen geográfico de las materias primas, los procesos de pro-
ducción, así como los factores naturales y culturales que inciden en el mismo 
(dof, 2020: Art 264).

Como puede apreciarse, tanto la indicación geográfica como la denominación 
de origen requieren de un vínculo con el territorio de procedencia. Sin embar- 
go, la do implica una correspondencia más estrecha con el lugar de origen que la  
ig, toda vez que, para el otorgamiento de esa distinción, las materias primas 
en su totalidad, así como las etapas de producción y procesamiento del bien, 
deben realizarse en el mismo territorio reconocido; en cambio, en el caso de  
las ig, es suficiente con que alguna de las etapas (o incluso la procedencia de las  
materias primas o técnicas de procesamiento) se desarrollen en el lugar del 
cual se desprende el nombre o distintivo para su otorgamiento. De este modo, 
este reconocimiento es más flexible.

A pesar de estas diferencias, las ig y las do protegen una serie de pro-
ductos cuya notoriedad descansa profundamente en los simbolismos y los 
inmateriales otorgados a los alimentos, de tal forma que el consumidor pue-
de buscar relacionarse no sólo con el producto final, sino también con la ex-
periencia que se puede desprender con su consumo. Dicho de otra forma, la 
denominación de origen de un producto puede abonar a que el consumidor 
se acerque y viva el territorio a través de los alimentos.

Por otra parte, y en sentido normativo, las indicaciones geográficas y las 
denominaciones de origen pueden contribuir al desarrollo sostenible de los 
territorios a través de una serie de acciones de distinta índole: en primer lu-
gar, en el ámbito social y cultural, las ig y do pueden impulsar un sentido 
de identidad en las comunidades (Vandecandelaere et al., 2010), así como 
la protección y conservación de técnicas, instrumentos, recetas o prácticas 
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tradicionales propios. En segundo lugar, en cuanto al ámbito económico, el 
reconocimiento de las ig y las do otorga prestigio (Barragán López y Linck, 
2015), el cual puede traducirse en una mayor inserción de los productos loca-
les en mercados especializados, locales o globales, así como en el incremento 
de los ingresos obtenidos por la venta de estos bienes con un valor agrega-
do, producto de la —en ocasiones cuestionada— capitalización de las iden-
tidades. Por último, y de igual forma, estos distintivos podrían contribuir a 
la conservación ambiental de los sistemas agroalimentarios; ya que, para la 
continuidad de la actividad productiva (Pérez Akaki, 2018), son necesarias 
tanto la conservación de los recursos locales como las condiciones edafológi-
cas que inciden en las características organolépticas de los bienes producidos.

Sin embargo, la instauración de cualquier forma de valorización territo-
rial, sea ig o do, no puede considerarse una condición única y satisfactoria 
para el desarrollo de los territorios, ya que la gestión de estos distintivos se 
puede implementar de formas disímiles; es decir, a pesar de que, en teoría, 
su implementación lleva aparejados resultados positivos en algunos terri-
torios (Török et al., 2020), la evidencia también muestra que en otros casos 
estos resultados pueden ser neutrales o incluso perjudiciales (Bowen, 2015). 
Ante estas discrepancias en el desempeño, la funcionalidad de las ig y las do 
puede y debe ser cuestionada.

Con esto en mente, es necesario reflexionar críticamente sobre estos dis-
tintivos, especialmente, a la postre de la “fiebre de la valorización”, es decir, 
el alza en el registro y aprobación de estas figuras, como sucede en la Unión 
Europea, donde, según las bases de datos de la eAmbrosia, se localizaron 727 
registros de ig y do desde 2012 hasta la fecha (eAmbrosia, 2023).1 En el caso 
de algunos países como México, en los últimos años, se han otorgado más de 
seis denominaciones de origen y cuatro indicaciones geográficas:2 Arroz del 
estado de Morelos (2012), Cacao Grijalva (2016), Chile Yahualica (2018), Rai-

1   Se considera solamente a las categorías ig y do registradas y aprobadas para las subcategorías 
de vinos (57, desde 2017), productos agrícolas y alimenticios (639, desde 2012), y bebidas espirituosas 
(31, desde 2012), con datos de “fecha de registro” (eAmbrosia, 2023).

2   Actualmente, y como podrá apreciarse en varios capítulos de este libro, México cuenta con 
18 denominaciones de origen otorgadas a alimentos, destilados y artesanías.
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cilla (2019), y Café Pluma (2020). En cuanto a las ig, sólo una ha sido otorga-
da a un producto agroalimentario procesado: Cajeta de Celaya (2022).3

A la luz de este tema, surgió el interés de conformar un espacio de discu- 
sión y análisis multidisciplinario en torno a la importancia que tienen los bie-
nes agroalimentarios protegidos con distintivos en el desarrollo de los terri- 
torios —como las indicaciones geográficas y las denominaciones de origen—. 
En 2021, con aprobación del Consejo Interno del Instituto de Investigacio-
nes Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México (iis unam), se 
creó el Seminario Institucional “Gobernanza y protección institucional del 
patrimonio alimentario para el desarrollo territorial”, el cual, por un lado, 
busca dilucidar los matices y los entramados complejos que se entretejen 
alrededor de valorizaciones del patrimonio alimentario con vínculo al ori-
gen; y, por otro lado, se propone reflexionar sobre las articulaciones entre 
actores, instituciones y procesos de gobernanza que se gestan alrededor de 
los reconocimientos a las calidades únicas, además de analizar sus efectos 
en los territorios.

El seminario, en las ediciones de 2021 y 2022, formó parte del Progra-
ma de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación Tecnológica (papiit 
ia300121). Asimismo, fue parte del proyecto “Gobernanza territorial en los 
procesos de protección institucional para el desarrollo de los sistemas agro-
alimentarios localizados en América Latina”, del iis.

Las y los autores de los trabajos presentados en esta obra participa- 
ron como ponentes y panelistas del seminario durante 2021 y 2022; presen-
taron sus investigaciones y compartieron marcos teóricos, metodologías y 
resultados. De estas discusiones, se desprenden los capítulos del libro. Por 
lo tanto, y ante la necesidad de ampliar la difusión y divulgación del cono-
cimiento generado en el seminario, además de seguir contribuyendo al dis-
cernimiento teórico-empírico acerca de los sellos de calidad y sus diferentes 

3   El resto de las indicaciones geográficas han sido otorgadas a artesanías, como productos 
elaborados con seda, tapetes y alebrijes de madera (se e impi, 2022).
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aristas, la propuesta de este libro coordinado fue concebida a mediados de 
2022, y en 2023 se revisaron4 las propuestas de capítulos recibidas.

En consideración de lo anterior, el objetivo principal de este libro es refle- 
xionar sobre la manera como se han configurado las indicaciones geográfi- 
cas y las denominaciones de origen en los territorios de procedencia, así 
como la forma en la que su implementación como instrumentos de valo-
rización territorial ha generado ciertas contradicciones —“claroscuros” o 
“matices”—. Lo anterior ha sido posible a partir de las premisas gnoseoló-
gicas compartidas entre las disciplinas de los estudios territoriales, si bien 
desde una mirada multisituada y multidisciplinaria, convergente en lo teó-
rico y epistemológico. Asimismo, se busca analizar, bajo la lupa unificadora 
de las ig y las do, los efectos de estos distintivos en territorios disímiles geo-
gráfica, económica y socioculturalmente: por un lado, la región europea, de 
donde proviene el sello de origen mismo y donde se localizan los territorios 
pioneros en la designación de productos con base en su “lugar de produc-
ción o fabricación” (Tortorelli, 2010: 208); y por otro lado, la región latinoa-
mericana, particularmente Argentina y México, donde la implementación 
de estos sellos es reciente. Ambos constituyen espacios de profundo interés 
para esta reflexión.

Los capítulos reunidos en este libro coordinado no sólo recuperan revisio-
nes documentales y literarias profundas, sino que aterrizan las cavilaciones a 
casos concretos y geográficamente localizados. Los casos seleccionados per-
miten observar la esencia del constructo de los sellos de ig y do, toda vez que 
están espacial, geográfica, natural y socialmente anclados; es decir, son “in-
disociables” de su contexto y de su entorno. Los trabajos que conforman esta 
obra parten de un enfoque de análisis territorializado, ya que consideramos 
que no es posible reflexionar sobre los sellos de calidad de origen, como las 
ig y las do, sin vincularlos a su contexto, las heterogeneidades territoriales 
o una realidad específica; es decir, son análisis de casos específicos que per-
miten analizar el fenómeno en una bidireccionalidad deductiva e inductiva.

4   Se extiende un agradecimiento especial a Daniel de Jesús por su valioso apoyo en las prime-
ras revisiones de los textos recibidos.
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Estructura del libro

Los seis trabajos que integran esta obra buscan recuperar una mirada trans-
versal del fenómeno multiterritorial de las indicaciones geográficas y las 
denominaciones de origen; en ellos, se destacan los matices y contrastes (cla-
roscuros) existentes; además, reflexionan críticamente sobre la efectividad 
de estas iniciativas en los territorios a partir de los resultados obtenidos, o 
incluso de aquellos ausentes.

El libro está organizado temáticamente en dos partes. La primera, Clari-
dades y oportunidades en las Indicaciones Geográficas y Denominaciones de 
Origen, pretende mostrar una visión general de estos distintivos, pone sobre 
la mesa algunas consideraciones sobre sus orígenes, destaca casos históri-
camente conocidos a nivel global, así como institucionalidades y generali-
dades alrededor de éstos. Las y los autores de esta primera parte mantienen 
una mirada alentadora sobre los preceptos de las indicaciones de proceden-
cia, aunque sin dejar de lado la visión crítica.

Marcela Molina apertura esta sección con su capítulo “Indicaciones de 
Origen Geográficas para el desarrollo sostenible”, en el que realiza una revi-
sión normativa e institucional y nos lleva de la mano por los regímenes jurí-
dicos constituidos alrededor de estos signos, tales como el Convenio de París, 
el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Rela-
cionados con el Comercio (adpic) y otras regulaciones internacionales que 
han servido de guía para las legislaciones regionales o nacionales. La autora 
cuestiona el papel de las ig y do en el cumplimiento de los Objetivos de De-
sarrollo Sostenible (ods) a partir de múltiples experiencias en Europa y en 
América Latina (como el caso de la región de Mendoza, famosa por su tradi-
ción vitivinícola); enfatiza en el impulso hacia el turismo agroalimentario, la 
conformación de corredores gastronómicos, la conservación de los paisajes 
agrícolas, la protección de estos espacios desde la patrimonialización cultu-
ral, el papel de la innovación para la adaptación a los cambios económicos 
y ambientales (sin menoscabo de la tradicionalidad de las do), así como el 
papel del gobierno en la promoción de las ig y las do. Molina concluye que 
los signos distintivos como los estudiados contribuyen a la sostenibilidad y 
a los objetivos planteados por los ods, ya que promueven el desarrollo rural, 



15

Introducción

las economías locales basadas en el turismo, la conservación de recursos lo-
cales y el uso de prácticas agrícolas ecológicamente amigables: “las ig y do 
facilitan la protección de las áreas productivas, sus paisajes y su patrimonio 
cultural […] y estimulan la participación de los agricultores locales” (p. 59).

En el segundo capítulo denominado “Procesos de patrimonialización y 
neoliberalización agroalimentaria en Europa: Denominaciones de Origen y 
jamón curado en España”, Víctor del Arco Fernández realiza un análisis de 
las do, a las que considera “figuras marcarias como dispositivos neolibera-
les y biopolíticos activados sobre el hecho alimentario” (p. 66). Discurre so-
bre la evolución del modelo europeo de protección a los distintivos de origen 
a partir de la muy necesaria protección industrial que se hizo ante la depre-
dación y apropiación indebida de la reputación de origen en Francia, duran-
te el siglo xvii, como sucedió con los quesos y vinos. A partir de un análisis 
documental y un estudio de caso con técnicas etnográficas, el autor realiza 
una revisión histórica sobre los antecedentes de las indicaciones de proce-
dencia, profundiza en el caso del jamón curado de cerdo y las vicisitudes que 
se presentan ante su categorización como producto diferenciado, así como su 
contraparte de producto genérico. Se destaca su importancia turística, histó- 
rica, económica, social y gastronómica como uno de los primeros alimen- 
tos en obtener la do y la ig en territorio español, con lo que se consolidó la 
identidad alimenticia construida alrededor del arraigo territorial. Asimismo, 
se detalla cómo este alimento ha representado parte del patrimonio históri-
co de la región desde la Edad Media, de forma tal que alrededor de la do de 
jamón curado se ha construido un andamiaje relacional de gran importan-
cia, así como una agroindustria alimentaria pujante, aunque en constante 
desencuentro y desavenencias con los jamones “genéricos”. Del Arco desta-
ca que las iniciativas de ig y do no sólo han transformado la cadena y estruc-
tura productiva del jamón, sino que también ha impulsado un cambio en los 
productores mismos, quienes se asumen como empresarios, alineados a la 
modernización y a la institucionalización de un sello, incluso a la burocra-
cia que viene aparejada.

Frédéric Duhart nos lleva, en el tercer capítulo, al territorio francés con su 
capítulo “Construir la protección de un monumento alimentario gestionan-
do su complejidad. Un ejemplo francés: la igp Pato para foie-gras del Sudoes-
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te”, desde una mirada reflexiva y a partir de su experiencia con los estudios 
de este caso. Al igual que en los primeros capítulos, Duhart nos introduce 
en las generalidades de las indicaciones geográficas (e Indicaciones Geográ-
ficas Protegidas, igp) y las denominaciones de origen, recupera otros casos 
igualmente simbólicos de la tradición europea de protección a la calidad de 
origen, así como algunas menciones representativas de América Latina, con 
lo que muestra los alcances geográficos y la permeabilidad de estos sellos en 
los sistemas agroalimentarios de otras latitudes. Enfatiza en la protección ju-
rídica de la que estos distintivos han sido objeto, la cual ha posicionado a la 
diversidad agroalimentaria local en la mirada del consumidor, a veces global, 
que busca productos diferenciados en la actualidad; aunque éstos ya desde 
antes formaban parte del patrimonio y de los “monumentos alimentarios” en 
los territorios de procedencia (p. 93). A partir de su caso de estudio principal, 
examina el potencial de figuras como la igp, en detrimento de una do, para 
la valorización económica del vínculo de origen; posiciona a la igp como un 
instrumento más eficaz para el caso del pato del Sudoeste de Francia, debido 
a las condiciones socioespaciales de la producción, las discusiones alrede-
dor de los límites geográficos y como respuesta a la complejidad administra-
tiva con la que se ha “construido un territorio sudoeste”. Asimismo, Duhart 
también muestra la importancia de una gobernanza adecuada —basada en 
fundamentos de confianza, acción colectiva, colaboración e inclusión de ac-
tores locales— en la conformación y éxito de una igp.

Estos tres primeros capítulos nos conducen a una revisión general de los 
aspectos jurídicos-institucionales que han dotado de esencia a las ig y las do, 
resaltando los elementos primarios alrededor de los cuales se ha construi-
do la marca de reputación otorgada a bienes principalmente alimentarios. 
De igual forma, trabajos como el propuesto por Del Arco nos permiten com-
prender los orígenes, como menciona el autor, “legislativo, etimológico y nor-
mativo” (p.68) que dieron paso, por un lado, a los primeros sellos distintivos 
reconocidos institucionalmente, desde el siglo xvi hasta la época moderna, 
y por el otro, a la estructura institucional actual conformada por la Unión Eu-
ropea, región que cuenta con una amplia tradición económica, política, so-
cial y cultural alrededor de la institucionalización de estos signos distintivos.
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Asimismo, los trabajos de esta primera parte coinciden en que, a pesar de 
las complejidades presentadas a lo largo de las gestiones de las ig y do a ni-
vel regional —en los casos estudiados—, existe la tendencia de un balance 
positivo en relación con los efectos y derramas que se generan en el territo-
rio. Incluso algunos casos, como el que comparte Duhart, muestran la efica-
cia de las ig cuando existen estructuras de gobernanza capaces de “unir sin 
uniformizar” (p. 121), que apelan a la acción colectiva, a la simetría de la in-
formación y a la territorialización del beneficio a partir de la inclusión.

Las reflexiones que conforman esta primera parte y su contraste con las 
experiencias en América Latina establecen los elementos introductorios para 
la siguiente sección, ya que dejan entrever la relevancia que tienen algu-
nos ejemplos —como los mexicanos— en el panorama global en torno a las 
indicaciones geográficas (ig) y las denominaciones de origen (do), a la vez  
que nos permiten divisar su interrelación en torno a las indicaciones de 
procedencia.

En este sentido, cabe mencionar que Molina recupera la importancia del an-
damiaje institucional necesario para impulsar las ig y las do; lo cual se relacio- 
na, si bien no de forma explícita, sí con los posibles efectos que la ausencia de  
un andamiaje institucional puede tener en el éxito o fracaso de estos sellos, 
así como con las problemáticas institucionales que en el sistema de protec-
ción a la calidad de origen se perciben en países como México, donde la fal-
ta de articulaciones institucionales pueden generar desaprovechamiento de 
estas figuras, como lo profundizan más adelante Jessica Mariela Tolentino 
Martínez y Marie-Christine Renard.

Por otra parte, Del Arco también recupera los casos latinoamericanos para 
plantear que la réplica de los modelos de protección institucional de la ig y 
do, eminentemente europeos, en países como México, Argentina y Chile (en-
tre otros), ejemplifica cómo con estos sellos se busca mayor desarrollo econó-
mico a partir del aprovechamiento de los recursos locales. Por último, Duhart 
destaca la relevancia económica que tiene la agroindustria del pato para foie-
gras en Francia y la contrasta con la representatividad productiva y econó-
mica que tienen el tequila y el mezcal sobre la industria mexicana del agave, 
como será abordado puntualmente por David Rodolfo Domínguez Arista.



18

Laura Elena Martínez Salvador

En la segunda parte del libro, “Entre luces y opacidades: los retos en las 
denominaciones de origen en México”, se profundiza sobre los efectos de 
las do en el país,5 a través del análisis de una de las denominaciones de ori-
gen más famosas del mundo fuera de la Unión Europea: la do Tequila (ompi, 
2008), la cual constituye un referente recurrente en este segundo bloque.

Las autoras y los autores de esta sección son expertos conocedores de las 
do en México, así como de sus marcos institucionales, normativos y de gober- 
nanza; reconocidos entre ellos por sus valiosas aportaciones a estos temas. 
Esto se confirma en la medida en que las investigaciones de unos son reto-
madas y citadas en las investigaciones de otros. Esta colegialidad del cono-
cimiento se fortaleció con sus participaciones en el Seminario Institucional  
mencionado, de donde se derivaron reflexiones conjuntas.

El cuarto capítulo, con el que inicia la segunda parte del libro, escrito por 
Jessica Mariela Tolentino Martínez y Marie-Christine Renard, profundiza 
en las “Denominaciones de origen en México: perspectivas y retos”. De for-
ma puntual y asertiva, presentan una crítica a la funcionalidad de la do en 
el país a partir de una revisión documental y de la realización de “entrevis-
tas con diversos actores involucrados en trabajo de campo en las distintas zo-
nas productoras como Morelos, Puebla, Tabasco, Oaxaca y Chiapas” (p. 132). 
Estos territorios concentran múltiples denominaciones de origen promo-
vidas por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (impi). Así pues, 
las autoras proporcionan un panorama general de las do a nivel nacional y 
nos introducen a las grandes problemáticas derivadas de su naturaleza ad-
ministrativa, legal y técnica; destacan los marcos normativos que la definen, 
las vicisitudes legales por las que se atraviesa en el proceso de obtención del 
sello y su aprovechamiento, así como las simetrías que se desprenden de su 

5   Las reflexiones sobre las do en México son mayores que aquellas alrededor de las ig, toda 
vez que la primera es la figura de uso más extendido en América Latina, especialmente en territo-
rio nacional. Se destaca que si bien la normativa mexicana consideraba a las ig como una forma de 
protección a la calidad de origen, no fue sino hasta 2020, con la modificación a la Ley de la Propie-
dad Industrial, publicada por primera vez en 1991 (hoy Ley Federal de la Protección a la Propiedad 
Industrial), donde se explicita y se clarifican los límites y alcances de las ig, dando así un paso más 
hacia la operacionalización e implementación de estas figuras más flexibles de indicaciones de pro-
cedencia en el país.
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gestión. Martínez y Renard se cuestionan sobre los retos y desafíos de estas 
iniciativas que, al mismo tiempo, presentan una paradoja: buscar posicio-
nar “productos locales para mercados globales” (p. 131); además, analizan el 
fracaso de las do en México mediante casos emblemáticos como el tequila, 
el mezcal y el café. Con base en sus observaciones, las autoras se preguntan 
si vale la pena seguir apostando por las denominaciones de origen, incluso 
cuando este tipo de signos han mostrado un desempeño bastante limitado. 
Sin embargo, también consideran que las do “tienen el potencial de ser una 
herramienta efectiva para proteger y promover la calidad y la reputación de 
los productos originarios de ciertas regiones en México” (p. 147); pero para 
que esto sea posible, se requiere del fortalecimiento de los marcos legales y 
normativos correspondientes, de un equilibrio entre la innovación y la au-
tenticidad, así como entre el proteccionismo y la apertura global de los pro-
ductos locales.

En el capítulo siguiente, “Denominaciones de Origen, cadenas de comer-
cialización y desarrollo territorial. El caso del café de México”, Pablo Pérez 
Akaki penetra en los entramados alrededor de las do del café mexicano; in-
daga en los motivos por los cuales estos sellos producen resultados tan di-
símiles entre un país y otro y si, realmente, suponen el fortalecimiento y el 
desarrollo de los territorios. Para responder a estos cuestionamientos, el au-
tor recurre a información documental cuantitativa y cualitativa, presenta las 
principales diferencias entre las indicaciones geográficas y las denomina-
ciones de origen y recupera algunas experiencias actuales de do en el país. 
Posteriormente, el autor detalla el proceso normativo, administrativo y or-
ganizacional que han atravesado las do de café nacional en los últimos años, 
específicamente las de Café Veracruz, Café Chiapas y Café Pluma, del esta-
do de Oaxaca, desde un marco analítico de las cadenas de valor. A partir de  
esto, destaca las principales transformaciones económicas de la industria 
del café en el país, así como la manera en la que el grano se ha posicionado, 
fuera de las do, como bienes estratégicos para las regiones tradicionalmente 
cafetaleras y para el sector mismo. Pérez Akaki compara estas experiencias 
con otras iniciativas, como la del Café Blue Mountain (de Jamaica) y el Café 
de Colombia, para profundizar en las aristas que dan lugar a resultados dis-
tintos ante figuras similares. En este sentido, propone como respuesta inicial 
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a este outcome la presencia o ausencia de instituciones públicas, así como de 
su articulación con una política cafetalera nacional. Asimismo, señala que el 
uso de signos de procedencia alternativos, como las marcas de certificación 
—distintivos que también son mencionados en el capítulo de Marcela Moli-
na—, pueden favorecer la valorización de otros cafés, como el de Jamaica o 
de algunos colombianos, los cuales, a través de la indicación geográfica, han 
logrado impulsar la industria cafetera sin las exigencias limitantes de las do.

El sexto capítulo cierra la segunda parte. David Rodolfo Domínguez Aris-
ta, con “El mezcal en el Estado de México. Análisis de la ampliación de la 
Denominación de Origen”, discierne en torno a la ampliación de los terri-
torios en la Denominación de Origen Mezcal (dom). A través de la revisión 
documental, un estudio de caso, visitas de campo y la aplicación de técnicas 
cualitativas de investigación (como entrevistas y participación en espacios 
colectivos), el autor señala algunas generalidades de las do —con lo que abo-
na a lo previamente mencionado por Tolentino y Renard, así como por Pérez 
Akaki— para analizar el mezcal. Reflexiona sobre las recientes controversias 
ante la ampliación de los territorios de la dom hacia el Estado de México,  
lo cual ha generado cuestionamientos debido a que se ha dado bajo una 
aparente, y cuestionable, lógica de mercantilización. Domínguez Arista dis-
curre sobre uno de los elementos que mayor debate ha generado: la exclu-
sión por delimitación geográfica de los territorios protegidos por la do. Así, 
nos muestra el camino recorrido por la denominación de origen del mezcal  
y sus ampliaciones, una de las más importantes del país; profundiza sobre 
las implicaciones de la inclusión del Estado de México a esta do y las dispu-
tas con los estados ancestralmente agaveros. Sin embargo, el autor expone 
que, contrario a lo que se puede asumir, en el Estado de México existe una 
amplia tradición mezcalera, lo que pone de manifiesto “lo arbitrario que re-
sultan las divisiones político-administrativas [de la do]” (p. 193). Lo anterior 
confirma la necesidad de estudiar detenidamente los efectos de estos signos, 
especialmente para una do que, como el mezcal, muestra una incesante ló-
gica de ampliación, con lo que pone en riesgo, como mencionan Tolentino y 
Renard, la calidad del producto, inherente a su elaboración “predominante-
mente artesanal” (p. 136).
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La segunda parte del libro muestra la dimensión con más opacidad —y 
quizá más desalentadora— de las denominaciones de origen en México. Los 
casos emblemáticos estudiados (como el café, el mezcal y el tequila) permiten 
vislumbrar el papel que tienen las instituciones públicas y las estructuras de 
gobernanzas conformadas alrededor de las do. Asimismo, se aprecia el con-
trol que ejercen los grandes consorcios agroindustriales sobre las cadenas 
de valor agroalimentarias, lo que pone sobre la mesa algunas preocupacio-
nes adicionales: la apropiación indebida de la identidad y el acaparamiento 
de los recursos. Los capítulos que conforman esta segunda parte advierten 
también que la participación de la estructura de gobierno se ha limitado, en 
ocasiones, a la solicitud inicial de las do, y se ha desdibujado durante el poste-
rior acompañamiento, seguimiento y fortalecimiento de estas figuras; la falta 
de apoyo ha generado que algunas queden en el olvido o en la depredación.

Resulta interesante contrastar los capítulos de ambas partes de la obra, ya 
que, a pesar de que el común denominador entre éstos es el reconocimiento 
a la calidad de origen, los casos mexicanos analizados demuestran que los 
efectos de las do no son iguales para todos los territorios, que éstos pueden 
ser neutrales —como el desconocimiento de la figura, el desaprovechamien-
to de la declaratoria o la desarticulación de las cadenas— o hasta negativos 
—traducidos en la desposesión o desterritorialización de los beneficios, la 
depredación ambiental por sistemas de producción agrícola intensivo, la con-
centración de poder o la capitalización de la identidad—; mientras que los 
primeros tres capítulos sugieren que las ig y las do han registrado resulta-
dos más apegados a la esencia misma del distintivo, como favorecer la valo-
rización social, económica y cultural de recursos locales identitarios.
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***

En suma, los trabajos presentados en este libro coordinado pretenden ofrecer 
miradas multisituadas de fenómenos que se desprenden de la implementa-
ción de una misma figura —las indicaciones geográficas y las denominacio-
nes de origen—, las cuales poseen características semejantes y se preservan 
a pesar, incluso, de la heterogeneidad de marcos normativos internaciona-
les y nacionales, pero que responden de forma diferenciada en el territorio; 
en parte debido a las disimilitudes encontradas en el entramado institucio-
nal y social en el que se desarrollan, así como por la estructura de gobernan-
za que direcciona la cadena de valor agroalimentaria.

Si bien no ha sido posible cubrir todas las aristas y complejidades alre- 
dedor de las ig y las do en este libro coordinado, a través de sus capítulos pode- 
mos introducirnos a las indicaciones de procedencia desde una mirada deduc- 
tiva e inductiva, la cual se aprecia en todos los trabajos que conforman esta 
obra, pues parten de las generalidades hacia las particularidades de los estu-
dios, y vuelven a la vista ampliada para reflexionar con más elementos sobre 
las ig y las do. Asimismo, este libro también permite aproximarse al tema 
desde una perspectiva que, si bien es crítica, no deja de ser objetiva; que ofre-
ce, desde los mencionados matices y claroscuros, un amplio panorama del 
tema que abarca tanto los fenómenos sociales como los ambientales, pasan-
do por los económicos y culturales.

Esperamos que este libro despierte el interés de las y los lectores, que les 
permita adentrarse al tema; que sirva como herramienta para profundizar en 
las discusiones alrededor de las cualidades y calidades de origen; y que permi-
ta recorrer, junto con las y los autores de este libro, los territorios explorados.

Es importante destacar que esta obra no habría sido posible sin el com-
promiso de las personas que aquí participan, que acompañaron y nutrieron 
todas y cada una de las sesiones del seminario institucional desde 2021, no 
sólo con sus investigaciones y los debates entre colegas; sino también con 
cada una de las revisiones a los trabajos.

Asimismo, se agradece profundamente al Instituto de Investigaciones 
Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México, a través del pro-
yecto institucional “Gobernanza territorial en los procesos de protección ins-
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titucional para el desarrollo de los sistemas agroalimentarios localizados en 
América Latina”, por su apoyo para la realización del seminario y de la pre-
sente obra. Agradezco también a quienes integran el departamento de cóm-
puto y difusión del iis, sin quienes la logística y operación de este seminario, 
como espacio de intercambio de conocimiento virtual, no hubiese sido po-
sible. De igual forma, nuestro agradecimiento al Departamento de Publica-
ciones y al Comité Editorial de Libros por su valioso apoyo en la recepción y 
producción editorial de esta obra.
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Indicaciones de origen geográficas 
para el desarrollo sostenible

Marcela Molina

Introducción

La reflexión que constituye este capítulo es resultado de la disertación sobre 
“Indicaciones Geográficas en América Latina. Debates, retos y perspectivas 
para el desarrollo territorial”, presentada en el seminario Gobernanza y Pro-
tección Institucional del Patrimonio Alimentario para el Desarrollo Territorial  
(iis-unam) (Red sial-México) el 30 de marzo de 2022. En ese espacio acadé- 
mico, tuvimos la oportunidad de plantear el tema de las indicaciones geográ-
ficas (ig) y las denominaciones de origen (do) desde un enfoque interdisci-
plinario e interamericano. Asimismo, se plantearon interrogantes y debates 
acerca de la efectiva contribución de las indicaciones de origen geográfico a 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods 2030), a la preservación ambien-
tal y cultural, al turismo sostenible; asimismo, acerca del valor de este signo 
distintivo y las posibilidades de innovación capaces de superar la antinomia 
“prácticas culturales versus innovación”.

Muchos autores han señalado su utilidad y sus ventajas para el desarro-
llo rural. En los párrafos siguientes, nos referiremos a su valor para los ods 
en sus dimensiones económica, ambiental, social; y profundizaremos en el 
aspecto institucional.

En particular, analizaremos las ig y las do en el ordenamiento jurídico ar-
gentino para conocer no sólo el régimen jurídico vigente, su interpretación y 
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el criterio seguido por la autoridad estatal, sino también las funciones y atri-
buciones de dicha autoridad. Desde el punto de vista metodológico, utiliza-
remos el modelo cualitativo-interpretativo y descriptivo.

En el análisis hermenéutico, partiremos del estudio e interpretación de 
fuentes formales (tratados, leyes, reglamentos, actos administrativos) y ma-
teriales —primarias y secundarias—; culminaremos con el análisis de un 
caso: nombre geográfico, Mendoza (ig Mendoza de vinos); ig Aceite de Oli-
va Virgen de Mendoza y marca provincia homónima.

Este trabajo se desarrolla en tres partes. La primera referida a la importan-
cia de las dos e igs para el desarrollo sostenible. Segunda parte: analizamos 
el régimen jurídico y la faceta institucional de las do e ig, detallando aspec-
tos operativos, organizacionales, institucionales y la necesidad de transpa-
rencia y eficacia en el marco de los ods 2030. Tercera parte: el estudio del 
nombre geográfico Mendoza.

Aclaramos que en este trabajo utilizamos “la expresión indicaciones de 
origen geográfico como término genérico que comprende las tres categorías: 
Indicación Geográfica (ig), Indicación de Procedencia (ip) y Denominación 
de Origen (do) (Molina, 2020b: 5-6), según recomendaciones del Comité Per-
manente de la ompi”, en documento SCT 8/5 (wipo, 2002a).

ODS de la Agenda 2030: el fomento  
de una producción y consumo sostenible

La noción de desarrollo sostenible ha sido incorporada a tratados y declaracio-
nes de la Organización de las Naciones Unidas (onu), como la Declaración de 
Estocolmo de 1972 (onu, 1992b), la Declaración de Río de 1992 (onu, 1992a) y 
la del Milenio, en el año 2000 (onu, 2000). Comprende las dimensiones eco-
nómico, social y ambiental; procura un equilibrio para permitir que:

[…] se utilicen y exploten racionalmente los bienes y recursos necesarios para 
satisfacer las necesidades que permitan vivir con dignidad y, a su vez, garantizar 
que, en el futuro, las personas de las siguientes generaciones cuenten con recursos 
necesarios para satisfacer las necesidades de su tiempo (Hernández, 2017: 144).
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A estas dimensiones, debemos agregar la institucional. La Resolución Nº70/1 
(onu, 2015) aprobó la Agenda 2030 que contiene 17 objetivos y metas, entre  
ellos:

	• Aumento de la productividad agrícola, facilitando a los agricultores el 
acceso a los recursos, insumos, conocimientos, servicios financieros, 
mercados y oportunidades.

	• Promoción del turismo sostenible que valorice la cultura y los produc-
tos locales (objetivo 8.9), y la salvaguarda del patrimonio cultural (ob-
jetivo 11.4).

	• Fomento del consumo y producción sostenibles (objetivo 12).
	• Conservación y uso sostenible de los ecosistemas (objetivo 15.1).
	• Aumento de exportaciones (objetivo 17.11).
	• Organización de instituciones eficaces y transparentes (objetivo 16).

En relación con el objetivo 12, es relevante la diferenciación de los productos 
con calidad específica, particularmente los productos orgánicos y aquellos con  
tipicidad derivada del origen geográfico. En ese sentido, los signos distinti-
vos pueden usarse para identificar productos sostenibles, proveyendo infor-
mación útil al consumidor para un consumo sustentable.

Los signos distintivos y las innovaciones en los procesos y en el producto 
son bienes intangibles y pueden adquirir un gran valor económico. Por ello, 
deben estar protegidos dentro del régimen de propiedad intelectual e indus-
trial para la prevención, defensa contra usos indebidos y competencia desleal.

La propiedad intelectual es el reconocimiento jurídico de un derecho 
exclusivo y temporal a los autores de una creación. Ha sido definida “[…] 
como un conjunto de derechos temporales, exclusivos y excluyentes desti-
nados principalmente a impedir falsificaciones o copias no autorizadas de 
las creaciones —materiales o inmateriales— del intelecto humano” (Schmitz 
Vaccaro, 2009: 345). Esta exclusividad es resguardada legalmente como in-
centivo para la inversión, investigación, innovación y desarrollo de nuevas 
tecnologías.
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Más allá de los debates en torno a la naturaleza jurídica de la propiedad 
intelectual y su nivel de protección, actualmente ésta es un pilar para el lo-
gro de algunos ods (objetivos 8, 11 y 12).

En los próximos párrafos, nos referiremos a la importancia de los signos 
distintivos para la Agenda 2030, en particular a las ig y las do.

El desarrollo sostenible y los signos distintivos

Durante un largo tiempo, el posicionamiento de una empresa en el merca-
do estaba determinado por el precio del producto y volumen de producción. 
Las estrategias publicitarias se centraban en el placer y el deseo, incentivan-
do frecuentemente un consumo irreflexivo.

En los últimos años, han surgido nuevas estrategias de competi- 
tividad y publicidad dirigidas al consumidor crítico e interesado en una vida 
saludable y en la preservación ambiental. Hacia ese fin, se orienta la diferen-
ciación por los atributos de valor específico del producto, ya sea su sosteni-
bilidad ambiental, social o su origen geográfico.

Todos los signos distintivos cumplen las siguientes funciones reguladas 
por ley: distintiva, publicitaria, protección del consumidor y expectativa de 
calidad homogénea.

Ahora bien, las regulaciones legales de las ig y las do tienen aspectos que 
fortalecen su rol como signo distintivo para el consumo sostenible, ya que brin- 
dan información al consumidor y permiten la trazabilidad. Tienen un siste-
ma de certificaciones de productos otorgadas por organismos especializa-
dos e imparciales, quienes corroboran la veracidad de las características del 
producto. En particular, la do puede ser útil para la preservación de las tra-
diciones (Montero, 2016: 42).

Los autores coinciden en que las do y las ig son signos muy útiles para 
el crecimiento económico (Schiavonne, 2006: 1369; Esquivel, 2014; Molina, 
2020a: 379), el desarrollo rural (Montero, 2016: 42; Pastorino, 2005: 171; Ca-
rrau, 2008: 17), el ordenamiento territorial y para la preservación de ecosis-
temas aptos para la producción de calidad, lo que evita la extensión de áreas 
urbanas sobre esas áreas de producción.
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Los beneficios y ventajas de estos distintivos impactan favorablemente 
en el cumplimiento de los ods.

En la dimensión ambiental, fomentan la preservación de los ecosistemas 
aptos para la agricultura y elaboración de los productos; así como la salva-
guarda del patrimonio natural y cultural. En lo social, estimulan el arraigo 
de agricultores y productores, una mejora en sus ingresos y, a largo plazo, 
en su nivel de vida. Las ig y las do contribuyen a incrementar los beneficios 
económicos para las comunidades anfitrionas, pues amplían las oportuni-
dades de empleo e ingresos para la población local. Todo ello incide positi-
vamente en otras actividades económicas, como el turismo.

Además, estos signos de calidad específica se usan en estrategias moder-
nas de competitividad y abren posibilidades a la comercialización en el mer-
cado nacional e internacional, con lo que contribuyen al cumplimiento del 
objetivo 17 de la Agenda 2030.

IG, DO y sus paisajes para el turismo sostenible

El área de producción de las do y las ig y sus paisajes pueden aprovecharse 
para el cumplimiento de los objetivos 8 y 11 de la Agenda 2023.

En efecto, el paisaje del área de producción puede ser declarado patri-
monio cultural, quedando sometido a un régimen especial. Además, pue- 
de sujetarse a un régimen especial de turismo sostenible en torno a la fama de  
estos sellos.

En los últimos veinte años, se han protegido paisajes de do en el marco 
de la Convención sobre Patrimonio Mundial de 1972. De ese modo, la pro-
tección del patrimonio cultural se complementa con la protección de la do 
o ig (propiedad intelectual). En el derecho comparado hay numerosos paisa-
jes agrícolas, especialmente vitivinícolas (viñedos e instalaciones de elabora-
ción), incorporados a la Lista del Patrimonio Mundial a cargo de la unesco. 
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Seguidamente, mencionamos aquellos paisajes que corresponden a áreas de 
producción de vinos u otro producto agrícola con do o ig.1

La declaración como bien cultural implica el sometimiento a un régimen 
de prohibiciones y limitaciones administrativas que deben respetar los titu-
lares dominiales, también las empresas productoras y agricultores, las em-
presas de turismo e, incluso, el turista.

Debe tenerse en cuenta que la incorporación de un paisaje a la Lista del 
Patrimonio Mundial de la unesco impone restricciones al mismo gobier-
no del país en el que aquel está emplazado, así como graves consecuencias 
por su incumplimiento. Por ejemplo, el paisaje del Valle de Elba (Alemania) 
(2004) se dejó sin efecto en 2009 porque las autoridades aprobaron la cons-
trucción de un puente moderno sobre el río.

No nos detendremos en la legislación protectora de paisajes y prácticas 
culturales, la cual ha sido analizada en otros trabajos (Molina, 2018), pero sí 
resaltamos que su protección legal favorece el turismo sostenible, como ana-
lizaremos en el apartado siguiente.

1   No he incluido en la tabla el centro histórico de Oporto (1996) porque no incluye el paisaje 
vitivinícola que está incluido en el paisaje de viñedos del Alto Duero; tampoco la Llanura de Stari 
Grad (2008), que corresponde a Dalmacia (Croacia), donde se registró la do Dalmacia, porque no tuve 
acceso a la documentación. No incluí otros paisajes agrícolas porque no cuento con datos sobre el 
reconocimiento de una do o ig (arrozales de Filipinas —1995—; paisaje cultural de Bali: el sistema 
subak Indonesia —2012—; paisaje cultural de Maymand y de Hawraman/Uramanat, ambos en Irán; 
paisaje cultural de los arrozales de Honghe, China, 2013; paisaje cultural de Battir, Palestina, 2014).
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Tabla 1
Paisajes de la do declarados Patrimonio Cultural Mundial

Paisaje cultural Año Denominación de Origen País

Jurisdicción de 
Saint-Emilion 
(1999)

1999 Área de producción del vino con 
Denominación de Origen Protegida 
(dop) Saint-Emilion

Francia

Valle de Viñales 1999 Paisaje cultural del tabaco (que 
incluye el lugar histórico del área de 
producción de la do Habano)

Cuba

Paisaje de Wachau 2000 Área geográfica de la do homónima Austria

Valle del Loira, 
entre Sully-sur-
Loire (2000)

2000 84 mil hectáreas, que comprenden áreas 
de producción de más de ochenta do

Francia

Paisaje agrícola 
del sur de Öland, 
Suecia (2000)

2000 Zona de producción de los frijoles con 
do Bruna bönor från Öland (registrado 
en la Unión Europea en 2010)

Suecia

Región vitícola del 
Alto Duero

2001 Áreas de producción de los vinos con 
doc Duero y doc Porto (Oporto)

Portugal

Paisaje cultural 
histórico de la 
región de Tokay

2002 Área vitivinícola productora de vinos 
con do

Hungría

Valle del curso 
medio del Alto Rin

2002 Paisaje cultural de castillos, pueblos y 
viñedos, de 65 kilómetros a lo largo del 
Rin. Comprende parte de la comarca 
vitivinícola de Rheinhessen de los 
vinos con Qualitätswein bestimmter 
Anbaugebiete (qba) Bingen, Nierstein, 
Rheinhessen, Wonnegau

Alemania

Paisaje vitícola 
de la Isla del Pico 
(2004)

2004 Lugar de elaboración del “Queijo Pico” 
(dop)

Portugal

Valle del Elba, en 
Dresdey

2004 
(cancelado 

en 2009)

Zona de producción dentro del área de 
Sajonia

Alemania

Agaves e 
instalaciones 
industriales del 
tequila

2006 do Tequila México



34

Marcela Molina

Viñedos de Lavaux, 
Suiza (2007)

2007 Área renombrada de producción 
de vinos con Apelación de Origen 
Protegida (aop)

Suiza

Paisaje 
agropastoral de 
Causses y Cévennes

2011 Área geográfica de producción de las 
aop Roquefort (área de Causses) y 
queso aop Pélardon (zona de Cévennes)

Francia

Paisaje cultural del 
café de Colombia

2011 Comprende área de producción do 
Colombia

Colombia

El Paisaje Cultural 
de la Serra de 
Tramuntana

2011 Área de producción del Vino con do 
Tramuntana

España

Paisaje vitícola 
del Piamonte 
(Langhe-Roero y 
Monferrato)

2014 Donde se elaboran más de cuarenta y 
cuatro productos con do

Italia

Viñedos, casas 
y bodegas de 
Champaña

2015 Incluye área de producción de vinos 
con do Champagne

Francia

Pagos de viñedos 
de Borgoña

2015 Comprende 13 mil hectáreas de 
producción de vinos con indicaciones 
de origen geográfico (zona en la que se 
han registrado 84 do y subcategorías)

Francia

Vides del prosecco 
de Conegliano y 
Valdobbiadene

2019 Colinas de vides del prosecco de 
Conegliano y Valdobbiadene. Paisaje de 
viñedos en los que se produce el vino 
“prosecco” (doc).

Italia

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos de la unesco (2024).

IG, DO y turismo sostenible

Los paisajes de la denominación de origen y de la indicación geográfica pue-
den ser un factor de atracción del turismo sostenible, ya sea el enoturismo o 
el turismo cultural. Pensemos en los paisajes de agave de la do Tequila, los 
viñedos de la do Champagne, etcétera.

De ese modo, estos signos distintivos contribuyen al cumplimiento de 
distintos objetivos de la Agenda 2030, entre ellos: facilitan el turismo soste-
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nible, promueven la cultura y los productos locales, y colaboran con la sal-
vaguarda del patrimonio cultural y natural.

Por ello, la Organización de la Propiedad Intelectual (ompi) promueve la 
vinculación de estos signos con el turismo para “crear una identidad distin-
tiva en el mercado […], promover la cultura y el patrimonio nacional o para 
generar un flujo adicional de ingresos” (wipo, s/f: párr. 2) (por ejemplo, la 
marca del Festival de Jazz de Montreux). Además, ha promovido la aplica-
ción de la propiedad intelectual a las tradiciones culinarias en torno al turis-
mo cultural y gastronómico (wipo, 2018).

Las áreas de producción de las do, sus paisajes, sus prácticas culturales 
y su gastronomía han sido ensambladas a través de distintas estrategias por 
instituciones públicas y privadas en el derecho comparado.

Por ejemplo, Francia promociona ocho rutas del vino: Champagne, Borgo-
ña, Valle del Loira, Burdeos, Córcega, Alsacia, Provenza y Occitania (Explore 
France, s/f). Las primeras cuatro tienen paisajes vitivinícolas incorporados 
a la lista del Patrimonio Cultural de la Humanidad.

En Italia (Italia.it, s/f), las rutas del vino que se promocionan son: la del Alto  
Adigio, del Municipio de Brisighella; la del Sangiovese, de la zona de Mon- 
forte d’Alba; la del Barolo, de la zona de San Gimignano; la de Vernaccia; la de  
Bevagna y Montefalco; la ruta del Sagrantino, del área de Borghetto sul Min-
ci, y la del Vino Bardolino doc.

También, destacan algunas de las veintiocho rutas del vino de España 
(Turespaña, s/f), como la ruta La Garnacha-Campo de Borja, Ruta del Vino y 
el Brandy del Marco de Jerez, Ruta del Vino de Montilla, Ruta del Vino de Ri-
bera del Duero, Ruta del Vino de Rioja, Ruta del Vino de Rueda (Rodríguez, 
2010). Además, hay rutas alimentarias y de especias organizadas en torno a 
los paisajes culturales del área de producción de una do o ig.

En América Latina, el enoturismo ha sido un factor relevante para el de-
sarrollo regional, como aquellos que se “han generado en la región vitivi- 
nícola de Vale dos Vinhedos, Rio Grande do Sul, Brasil, caracterizado por re-
des colaborativas de las empresas vitivinícolas, dependencias gubernamen-
tales, así como asociaciones de productores” (García-Rodea et al., 2022: 39) 
para el desarrollo turístico de esa zona.
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La ruta del vino en Argentina vincula productores e industrias, restau-
rantes, bares y afines; sitios históricos y culturales, alojamientos; empresas 
de turismo y servicios que corresponden a la zona de producción.

Las provincias han implementado estrategias de promoción turística de 
los paisajes y degustación in situ de los productos, como las rutas gastronómi-
cas, las alimentarias o de una bebida dentro del marco de las leyes de fomen-
to al turismo. Esto es, itinerarios que permiten conocer el proceso productivo 
y disfrutar la cocina y las bebidas regionales.

Aclaramos que las rutas del vino no mencionan expresamente las indi-
caciones geográficas de Mendoza, Maipú, Tupungato, Gualtallary, Paraje Al-
tamira, San Carlos o Perdriel; ni las denominaciones de origen de los vinos 
Luján de Cuyo o San Rafael; pero mencionan las áreas de producción y sus 
paisajes como aspectos relevantes de atracción turística.

Podemos observar, en general, un proceso de gobernanza en la promo-
ción del turismo, pero el fomento estatal ha sido un factor fundamental. En 
efecto, la Ley N°25.997 declaró de interés nacional al turismo. La finalidad 
de esta norma era estimular la actividad turística a través de medios econó-
micos (exenciones y diferimientos impositivos) y jurídicos. El mismo crite-
rio siguió la Provincia de Mendoza. La Ley N°8.845 declaró al turismo como 
industria de interés provincial, creó un fondo de promoción turística y au-
torizó al gobierno provincial a otorgar estímulos económicos para fomentar 
programas turísticos.

Dentro de ese marco normativo, se han desplegado diversas acciones con-
sensuadas entre los distintos sectores a favor del desarrollo turístico, el me-
joramiento de la infraestructura y de los servicios, así como la publicidad.

Valor agregado al producto con ig o do

Los autores señalan que las indicaciones geográficas y las denominaciones 
de origen generan un valor agregado al producto. Estos productos tienen ca-
racterísticas particulares que pueden identificarse y comunicarse a través del 
signo (Schiavone, 2006).

Nos preguntamos si las ig y do generan valor agregado por el mero regis-
tro y, en todo caso, qué factores inciden en ese valor añadido.
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La ig y la do son signos distintivos que tienen un valor económico que 
proviene de sus tres funciones: identificatoria, publicitaria y garantía de cali-
dad específica. La función identificatoria y publicitaria permiten desarrollar 
estrategias de reconocimiento y fidelización del consumidor. Ese renombre 
y prestigio debe ser protegido mediante el registro.

El registro de los signos distintivos confiere derechos y acciones legales 
para su defensa frente a usos indebidos, fraudulentos y desleales por terce-
ros. El titular del signo puede oponerse al uso no autorizado, también puede 
denunciarlo ante la autoridad administrativa y reclamar daños.

Por otro lado, el registro de una ig y do de un producto confiere una ga-
rantía de calidad específica certificada por la autoridad administrativa. Por 
tanto, este signo distintivo no se limita a generar una expectativa de calidad 
homogénea como las marcas comerciales, sino que comunica una calidad es- 
pecífica certificada.

IG, DO e innovación

En el mercado actual es indispensable la innovación para la competitividad. 
¿Puede haber innovación en los productos con denominación de origen don-
de las prácticas culturales inmemoriales son relevantes para su reconoci-
miento y renombre? ¿Puede haber innovación en las indicaciones geográficas 
cuyo reconocimiento exige acreditar la influencia del factor ambiental en la 
tipicidad del producto?

Para responder esas preguntas, partimos del concepto de innovación y 
luego analizamos las condiciones de posibilidad para la innovación en las 
do y en las ig.

El Manual de Oslo distingue las actividades de innovación (proceso inno-
vativo) y la innovación (resultado). Las primeras incluyen aquellas de índole 
comercial financiera y de desarrollo llevadas a cabo por una empresa con el  
objetivo de generar una mejora, novedad o adelanto. Por su parte, la inno-
vación “es un producto y/o proceso nuevo o mejorado, que se diferencia de 
los productos y/o procesos previos”, con el objetivo de generar valor (oecd, 
2018: 246-247). Esta innovación incluye:
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	• Investigación y desarrollo experimental (i+d)
	• Diseño y otras actividades creativas
	• Marketing y desarrollo de la imagen valor de la marca
	• Atención atractiva y original para el consumidor
	• Desarrollo de software y bases de datos

Las innovaciones pueden enfocarse en la oferta del producto, la mercadotec-
nia, la presentación, el diseño, el etiquetado o en la gestión y la reducción de 
costos. La innovación no implica que deban suprimirse productos tradicio-
nales ni prácticas inmemoriales. En Europa, el oporto, jerez o champagne no 
han perdido valor con el transcurso del tiempo; tampoco las do ancestrales 
menguaron su valor, como el pisco, el tequila o el singani.

Por otro lado, no hay una antinomia “innovación versus ig y do”. Puede 
haber innovación dentro de los productos con ig y do. Dentro de éstos, hay 
mejoras y cambios para adaptarlos a nuevos nichos de mercado, nuevos en-
vases, tapas o cierres, o nuevas presentaciones.

Un ejemplo de innovación se puede observar en la do Champagne. La bo-
tella de este renombrado espumante no es solamente un envase de transpor-
te, sino el recipiente donde el vino realiza su segunda fermentación, proceso 
en el que el dióxido de carbono ejerce una enorme presión. Por lo que su for-
ma, material, tamaño y cierre es importante no sólo para el proceso fermen-
tativo, sino para mantener sus propiedades características y calidad. En 1728 
se utilizó cerámica o madera, y en 1735 se comenzó a usar vidrio. También 
ha habido modificaciones en el material y forma de la tapa. Además, pode-
mos agregar los tipos de espumantes que fueron desarrollándose a través de 
los años, como el brut, extra brut, sec, demi sec y rosé (Comité Champagne, s/f).

En España, tomamos el ejemplo de la Denominación de Origen Toro (vino), 
la cual ha sufrido un proceso de innovación en el que han incidido diversos 
agentes, como las bodegas, los viticultores, los centros tecnológicos y las ad-
ministraciones local y regional (Sánchez, 2003).

En los países latinoamericanos, en la do Chile Yahualica de Jalisco (Méxi-
co) hay distintos factores que incidieron en la innovación del aspecto institu-
cional, del capital humano, investigación e infraestructura (Martínez, 2022).
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En definitiva, la innovación no es ajena a las ig y do; su registro protege 
la inversión en procesos innovativos. Ahora bien, esas variantes e innovacio-
nes tienen requerimientos y límites normativos:

Primero, deben ser aprobadas por el órgano de gestión de la ig y la do, y 
contar con el quorum y mayorías necesarias conforme al reglamento interno.

Segundo, la innovación no debe modificar el producto en su esencia, pues 
en tal caso se trataría de un nuevo producto.

Tercero, la publicidad debe respetar las normas de etiquetado, las de leal-
tad comercial y las de protección al consumidor.

Cuarto, la publicidad y comercialización a través de nuevos canales, como 
Internet, torna conveniente la creación y registro de un nombre de dominio. 
Los organismos internacionales —como la Organización Internacional del 
Vino (oiv)—,2 desde hace unos años, han solicitado un tratamiento especial 
a la denuncia de un gran número de nombres de dominio de Internet con-
sistentes en toponímicos de do tradicionales de Estados miembros de la oiv.

Régimen jurídico de las indicaciones de origen geográfico

El uso de nombres geográficos para designar el origen de los productos se re- 
monta a la antigüedad, según algunos autores (Uhlen, s/f: 3-10); otros lo remon- 
tan a la Edad Media (Espinosa, 1996; García, 2017). Sin embargo, recién se 
aprobó el régimen legal cuando proliferaron usos indebidos y desleales. Las 
primeras leyes sobre do se aprobaron en Francia3 a principios del siglo xx.

2   La Fédération des Syndicats de Producteurs de Chateauneuf du Pape afirma que hay “nombres 
de dominios correspondientes a do y a ig de productos vitivinícolas y variedades de vinos, sin que 
exista relación alguna entre los titulares de los nombres de dominio y los titulares de los derechos 
sobre estos signos distintivos”, esto en el Anexo I del documento SCT 10/6 (wipo, 2003), Décima se-
sión, Ginebra 28/04 a 02/05/03.

3   En Francia, las primeras normas se remontan a principios del siglo xx. La Ley del 1 de enero 
de 1905 implementó el sistema de delimitación estatal del territorio de las do: Champagne (1908), 
Cognac (1909), Banyuls (1910), Bordeaux (1911) y Clairette de Die (1919) (Pastorino, 2005: 184-190). 
Se ha dicho que, en la legislación francesa, la primera protección de las do se encuentra en la Ley 
del 28 de julio de 1824, que estableció prohibiciones para el nombre comercial e indicaciones de 
procedencia (Montero, 2016: 21).
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En los distintos países, las indicaciones de origen geográfico están prote-
gidas por diversos sistemas legales; por ejemplo, sistema marcario, compe-
tencia desleal, régimen sui generis (Molina, 2017). En el derecho internacional, 
el Convenio de París de 1883 (revisión de La Haya de 1925) previó la protec-
ción de la do, y el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio (adpic) (1994) incorporó la ig.

Lo cierto es que el régimen jurídico de las indicaciones de origen geo-
gráfico involucra aspectos sustanciales (derechos, deberes y prohibiciones), 
formales (procedimentales y registrales), operativos (organizacionales e insti-
tucionales que incluyen su fiscalización), instrumentales (acciones judiciales 
y extrajudiciales de defensa de su prestigio, sobre todo frente al uso indebi-
do) y comerciales (normas de competencia desleal, etiquetado, protección 
del consumidor, canales de publicidad, etcétera).

Desde el punto de vista organizacional e institucional, la Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual (ompi), en el documento sct/9/4 (wipo, 
2002b: 17), menciona dos órganos o entes cuyas funciones y alcances son de-
finidas con un criterio muy amplio y flexible.

a.	 El ente de gestión y certificador, público o privado (en este último caso, 
con autorización estatal), objetivo e imparcial, que tiene a su cargo dic-
tar el reglamento interno, certificar y fiscalizar si el producto cumple 
el reglamento interno. El órgano de gestión de la do, en el derecho 
comparado, es el Consejo Regulador o Consejo de Promoción o Con-
sejo de do. Este ente agrupa a los productores y agricultores, quienes 
la administran y promocionan, velando por su prestigio y asumiendo 
su defensa judicial en caso de uso indebido. En ciertas legislaciones 
foráneas, este ente de gestión es el único legitimado para solicitar su 
reconocimiento; en otras, asume además la función de control y cer-
tificación (Molina, 2016).

b.	 La autoridad estatal con potestad decisoria en el trámite de registro y 
protección, en las oposiciones y conflictos; también autoriza y fisca-
liza al ente de gestión y certificador.
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En particular, en el régimen jurídico sui generis, el Estado tiene funciones 
asignadas como órgano registrador y fiscalizador del desenvolvimiento de 
las indicaciones de origen geográfico. Generalmente, es el órgano de apela-
ción de sanciones a usuarios; asimismo, aplica sanciones a terceros sin de-
recho de uso por ejercer prácticas indebidas.

En las legislaciones donde la do ha sido incorporada al dominio público, 
el órgano de gestión salvaguarda su integridad y defensa. Este aspecto insti-
tucional y normativo puede impulsar y facilitar el desenvolvimiento de las 
ig y las do cuando hay normas flexibles y confieren facultades discreciona-
les a la autoridad administrativa; también, cuando las autoridades estatales 
tienen un criterio amplio y razonable. Sin embargo, también puede obstacu-
lizar y llevar a magros resultados; por ejemplo, cuando las normas se limitan 
a conferir a las autoridades estatales meras facultades regladas con mínimas 
posibilidades de establecer soluciones adecuadas a cada caso. 

A continuación, nos referiremos a la autoridad administrativa con po-
testad decisoria para el reconocimiento, protección y registro de las ig y do, 
así como a funciones registrales, fiscalización y fomento en el ordenamien-
to jurídico argentino.

El aspecto institucional de las indicaciones 
de origen geográfico en Argentina

En Argentina, el régimen legal para las indicaciones de origen fue aprobado 
en la postrimería del siglo xx. La Ley N°25.163 reglamentó las indicaciones 
geográficas para vinos a partir de tres categorías: indicación geográfica (ig), 
indicación de procedencia (ip) y denominación de origen controlada (doc).4 

4   La ig es “el nombre que identifica un producto originario de una región, una localidad o un 
área de producción […] cuando determinada calidad y las características del producto sean atribuibles 
fundamentalmente a su origen geográfico” (Ley 25.163: Art.4). La doc es “el nombre que identifica un 
producto originario de una región, de una localidad o de área de producción […] cuyas cualidades 
o características particulares se deben exclusiva o esencialmente al medio geográfico, abarcando 
los factores naturales y factores humanos” (Ley 25.163: Art. 13). La ip “es el nombre que identifica la 
procedencia de un producto originario de un área geográfica […] en cuanto a límites administrativos 
y/o políticos” (Decreto 57/2004, art.3).
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Mientras que la Ley N°25.380, modificada por la Ley N°25.966, reguló la ig y 
do5 para productos agroalimentarios y excluyó las bebidas de origen vínico.

El marco legal define la ig y do y establece sus requisitos; también regu-
la el procedimiento para su reconocimiento, protección y registro, y detalla 
las atribuciones del Consejo de Promoción (órgano de gestión) y el Conse-
jo de doc (órgano de asesoramiento). Asimismo, designa a la autoridad ad-
ministrativa competente con potestad decisoria en el trámite de registro y 
fiscalización de las tres categorías de las indicaciones de origen geográfico.

Ambas leyes regularon las indicaciones de origen geográfico como cate-
gorías autónomas sui generis y con un régimen jurídico propio, con un fuer-
te sesgo de derecho público; asignaron amplias atribuciones a la autoridad 
administrativa en el trámite de aprobación, registro y en su posterior fisca-
lización, incluso en la difusión y fomento de este sistema jurídico poco co-
nocido en Argentina hasta la fecha de sanción de esas legislaciones (Molina, 
2020a y 2020b).6

En el siguiente apartado, se abordará el aspecto institucional de las indi-
caciones de origen geográfico por su importancia en el régimen sui generis 
acogido en la legislación argentina. En apartados posteriores, se analizará la 
relevancia de este aspecto para el cumplimiento de los ods.

La autoridad de aplicación del régimen do e ig: 
órganos y entes estatales nacionales

La Ley N°25.163 designó como autoridad de aplicación a la ex Secreta- 
ría de Agricultura, Ganadería y Pesca (sagyp), dependiente del Minis-
terio de Agricultura de la Nación (actualmente, Secretaría de Bioeco- 
nomía), y al Instituto Nacional de Vitivinicultura (inv) como órgano técni-
co y administrativo.

El inv es un ente descentralizado sin vinculación jerárquica con la citada 
Secretaría. Es una institución de derecho público, con autarquía técnica, fun-

5   La Ley N°25.380 define la ig y do de productos agrícolas de modo similar a la ig y doc de vinos.
6   La regulación legal de las ig y do, sus vacíos normativos, imprecisiones y vaguedades, ha sido 

analizada desde distintas ópticas en diversos artículos (Molina, 2017; 2020a y 2020b).
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cional y financiera; tiene jurisdicción en todo el territorio de la Nación, con 
capacidad para actuar privada y públicamente, en forma separada de la admi-
nistración central y con competencia en la promoción y el control técnico de 
la producción, la industria y el comercio vitivinícolas, según lo establecen los 
artículos 2 y 3 de la Ley N°14.878. El Poder Ejecutivo Nacional (pen) solamen-
te ejerce un control administrativo de legalidad sobre este ente autónomo.

Una interpretación literal de los artículos 36 y 37 de la Ley N°25.163 hu-
biera llevado a que el inv fuera un mero órgano ejecutor, lo que hubiera au-
mentado la burocracia con idas y vueltas de expedientes administrativos 
entre el órgano central y ese ente descentralizado.

Sin embargo, la ex Secretaría de Agricultura se desenvolvió con criterio 
práctico y aprovechó el carácter técnico del inv. El pen emitió el Decreto re-
glamentario N°57 (2004); en lo demás, el inv asumió la aplicación de la ley 
dictando las normas complementarias; además, organizó el registro de las 
indicaciones geográficas de vinos mediante la Resolución C.39 (2009).

Dentro de este marco normativo y organización administrativa, la máxi-
ma autoridad de ese ente autónomo ha reconocido a las ig, las ip y las doc de 
vinos ordenando su registro. Hasta 2022, se registraron 11 ip, 2 doc de vinos 
y 107 ig de vinos, de los cuales 33 están delimitadas dentro de la Provincia 
de Mendoza. Asimismo, ha ejercido la función de control y potestad sancio-
natoria respecto a los infractores de esa ley.

Por su parte, la Ley N°25.380 asignó exclusivamente funciones a la Secre-
taría de Agricultura (hoy Secretaría de Bioeconomía), la designó autoridad 
de registro de las indicaciones de origen geográficas de productos agro- 
alimentarios. Hasta 2022, se habían registrado nueve ig de productos agroali- 
mentarios y cuatro do.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N°25.163 y el 
artículo 35 de la Ley N°25.380 y modificatoria, este órgano (sabydr, ex sa-
gyp) y este ente descentralizado (inv) tienen amplias funciones y potestades 
administrativas (directivas, reglamentarias, sancionatorias):

1.	 Función registral. La sagyp (actualmente, sabydr) tiene a cargo el 
Registro Nacional de ig y do de productos agroalimentarios. Por su 
parte, el inv organizó y es responsable del Registro Nacional de ip, ig 
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y doc de vinos. En ese carácter, intervienen en los procedimientos 
de reconocimiento y protección de ig y do; delimitan y aprueban las 
áreas geográficas y áreas de producción; expiden los certificados de 
registro; registran modificaciones y/o extinciones de las inscripcio-
nes de las ig y do; anotan autorizaciones de uso concedidas a los aso-
ciados por los Consejos de do; comunican al inpi las do e ig; brindan 
los informes respecto de los nombres y autorizaciones inscritas; soli-
citan el registro de las ip, ig y doc ante organismos internacionales.

2.	 Función administrativa de control. Estos órganos estatales tienen a 
cargo la función de fiscalización de la verificación de las condiciones 
de producción y elaboración del producto y la supervisión de los Con-
sejos de do. Para tal finalidad, realizan tareas de inspección y análisis. 
Además, ejercen la potestad sancionatoria que incluye la investigación 
y aplicación de sanciones administrativas a los infractores.

3.	 La Ley Nº25.380 garantiza la autarquía en el funcionamiento de los 
órganos de gestión de la do e ig de productos agroalimentarios. No 
obstante, prevé un recurso de alzada7 ante la Secretaría de la Nación 
en contra de las decisiones definitivas de la máxima autoridad del ór-
gano de gestión. Asimismo, esta Secretaría es el instrumento estatal 
competente para resolver conflictos entre distintos Consejos de do.

4.	 La Ley N°25.163 confiere al inv la función de fiscalización sobre los 
vinos con doc e ig. Esta atribución es fundamental en el desenvolvi-
miento de la ig de vinos, toda vez que esta norma jurídica no exige la 
conformación de un órgano de gestión para el reconocimiento y pro-
tección de ésta.

5.	 Función administrativa de fomento. Comprende la difusión del régi-
men legal tanto de las denominaciones de origen (doc de vinos) como 

7   El recurso de alzada es un recurso administrativo, esto es, una vía de impugnación de un 
acto administrativo definitivo emitido por la máxima autoridad de un ente descentralizado y entes 
públicos no estatales, que debe interponerse ante el Poder Ejecutivo (pe) a través de la decisión de 
estos recursos administrativos, el pe realiza un control de legalidad sobre la actividad de esos en-
tes. Con respecto a las ig y do reguladas por la Ley N°25.380, el recurso se interpone contra el acto 
emitido por la máxima autoridad del órgano de gestión de la do e ig. Se interpone ante la Secretaría 
de Agricultura (órgano técnico dependiente del pe).
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de las indicaciones geográficas. Incentivan la adhesión de los produc-
tores y fomentan el consumo de productos con indicaciones de origen, 
promueven la celebración de acuerdos bilaterales y/o multilaterales 
para el reconocimiento, la protección y el registro de las ig y do, na-
cionales y extranjeras.

6.	 Es importante destacar que, en una primera etapa, el inv asumió un 
papel activo en el reconocimiento y protección de la ip e ig de vinos, 
invocando las facultades conferidas por la Ley N25.163. Mediante la 
Resolución 23 (1999), el inv aprobó un padrón básico de áreas suscep-
tibles de ser reconocidas como ig o doc, tomando como base los es-
tudios del inta que delimitaban regiones vitivinícolas y definían sus 
características. Poco después, el presidente del inv dictó de oficio la 
Resolución C.32 (2002), donde se reconoce y registra como ig a todas 
las provincias vitivinícolas8 y municipios (Tunuyán, Tupungato, San 
Carlos) incluidos en ese padrón básico. Podemos apreciar que este or-
ganismo ha cumplido un rol fundamental en la difusión y promoción 
del régimen de las indicaciones de origen geográfico de vinos.

7.	 Distinto fue el criterio de la sagyp de la Nación en relación con las ig 
de los demás productos agroalimentarios, que solamente fueron re-
conocidas y registradas a instancia de los productores interesados.

8.	 Función administrativa consultiva. Una mención especial merece el 
órgano consultivo. Las leyes mencionadas han creado un órgano cole-
giado asesor integrado por representantes del sector público y privado.

9.	 El artículo 40 de la Ley N°25.163 creó el Consejo de Denominaciones 
de Origen y el artículo 38 de la Ley N°25.380 creó la Comisión Nacio-
nal Asesora de ig y do de productos agrícolas y alimentarios. Estos 
órganos asesores están integrados por representantes de las provin-
cias (la Ley N°25.163 menciona al pe de las provincias vitivinícolas), 
universidades, entidades públicas y privadas interesadas en el funcio-
namiento del sistema, así como los Consejos de do. La ley les asigna 

8   Este padrón básico incluyó las siguientes provincias: Mendoza, San Juan, Río Negro, La Rioja, 
Salta, Córdoba, Catamarca, Tucumán, Jujuy.
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una función administrativa consultiva, con la que pueden contribuir 
a la delimitación de las áreas geográficas y de producción para las do; 
colaborar en el control de la actuación de los Consejos y usuarios de 
este sistema, y proponer la cancelación de una do o el derecho de uso 
cuando no se cumplan las normas establecidas conforme a esta ley y 
sus reglamentaciones.

10.	Esta conformación intersectorial y su representación pública-privada 
contribuyó a que estos organismos se convirtieran en el espacio insti-
tucional donde se debaten ideas y soluciones.

Las funciones y prerrogativas de la autoridad administrativa confirman la 
naturaleza principalmente pública de este régimen de indicaciones de ori-
gen geográfico, no sólo en el trámite de su reconocimiento y registro, sino 
también en la fiscalización y fomento. Esta es la profunda diferencia de este 
régimen legal respecto a los otros signos distintivos, como las marcas comer-
ciales y marcas colectivas.

Órganos y entes provinciales

Varias provincias han sancionado leyes locales sobre indicaciones de ori-
gen geográfico aplicable a todos los productos agroalimentarios; algunas 
normas son anteriores a la sanción de las Leyes N°25.380. Estas normas han 
asignado funciones a órganos de la administración pública, especialmente 
de fiscalización, aunque unas le confirieron funciones más amplias, como 
el fomento y registro. Pocas leyes locales han creado órganos colegiados con 
funciones consultivas. Dos provincias (San Juan y Mendoza) aprobaron un 
régimen de do local para vinos y bebidas espirituosas de origen vínico an-
tes de la Ley N°25.163.
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Tabla 2
Autoridad estatal de aplicación de leyes provinciales de do e ig

Provincia Ley
Autoridad de 

aplicación Facultades
Órgano 

consultivo

Buenos 
Aires

Ley 13.717 Remite a 
decisión del pe

Promover las ig y do.
Aprobar o rechazar el registro de una ig o do. 
Expedir certificados.
Llevar el registro de ig y do, modificaciones 
y extinción.
Adoptar medidas para el funcionamiento del 
sistema.
Representación ante organismos nacionales 
y locales en lo referente a esta ley.
Inscribir las do provinciales en el Registro 
Nacional.
Coordinar análisis, estudios, inspección de 
productos que soliciten la do o ig.

-----

Chubut Ley IX-42
(antes, Ley 
4.459)

Ministerio de 
la Producción

Asesorar y promover las ig y do.
Aprobar o rechazar el registro de una ig o do. 
Expedir certificados.
Llevar el registro de ig y do, modificaciones 
y extinción.
Fiscalizar la observancia del régimen jurídico.
Brindar informes sobre ig y do.
Llevar un registro de infractores.
Recibir denuncias, investigar y aplicar 
sanciones.
Actuar como instancia de alzada en los 
recursos administrativos contra decisiones 
del Consejo de do.
Comunicar al inpi el registro de ig o do.
Representación ante organismos nacionales 
y locales en este tema.

Consejo 
Provincial 
Asesor
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Provincia Ley
Autoridad de 

aplicación Facultades
Órgano 

consultivo

Jujuy Ley 5.224 Ministerio de 
Producción, 
Comercio y 
Ambiente

Dictaminar sobre las solicitudes.
Extender los certificados de doc
Promover el régimen estatuido por la 
presente.
Inscribir las doc en el Registro Nacional.
Fiscalizar el funcionamiento del sistema. 
Aplicar sanciones.
Coordinar acciones con entes oficiales o 
privados.
Llevar el Registro de Productores que se 
adhieran a la presente norma.

-----

Mendoza Ley 5.999 
(sólo para 
vinos)

Consejo 
Provincial de 
doc (cpdoc)

Coordinar, fiscalizar y promocionar el 
régimen.
Homologar certificados emitidos por los 
Consejos de do.
Potestad decisoria en recursos de alzada en 
contra de decisiones de los Consejos de do.

-----

Ley 7.809 Ministerio de 
Economía

Asesorar sobre el régimen de do.
Fiscalizar el cumplimiento de las condiciones 
de producción, obtención y control 
establecidas en el Reglamento del Consejo 
Provincial.
Registrar las autorizaciones de uso 
concedidas a los asociados por los Consejos 
de do.

Consejo 
Profesional 
Orígenes 
Mendoza 
(cpom)

Misiones Ley VIII-51
(antes, 
4.298)

Ministerio 
del Agro y la 
Producción

Asesorar y promover las ig y do.
Aprobar o rechazar el registro de una ig o do. 
Expedir certificados.
Llevar el registro de ig y do.
Fiscalizar la observancia del régimen jurídico.
Recibir denuncias por infracciones.
Llevar un registro de infractores.
Brindar informes sobre ig y do.
Órgano de alzada en recursos 
administrativos contra decisiones del 
Consejo de do.

Consejo 
Provincial 
Asesor de 
ig y do
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Provincia Ley
Autoridad de 

aplicación Facultades
Órgano 

consultivo

Río Negro Ley 3.296 Consejo 
Provincial de 
la do (ámbito 
del Ministerio 
de Economía, 
Ley 2993)

Asesorar y promover las ig y do.
Aprobar o rechazar el registro de una ig o do. 
Expedir certificados.
Llevar el registro de ig y do.
Fiscalizar la observancia del régimen jurídico.
Brindar informes sobre ig y do.
Recibir denuncias, investigar, aplicar 
sanciones.
Llevar un registro de infractores.
Actuar como instancia de alzada en los 
recursos administrativos contra decisiones 
del Consejo de do.
Ejercer la representación ante organismos 
nacionales y locales en lo referente a esta ley.
Inscribir las do provinciales en el Registro 
Nacional.
Coordinar acciones con entes estatales, 
nacionales o internacionales sobre este tema.
Crear un registro de productores adheridos.

----

San Juan Ley 6.524 
(hoy 
derogada)

Ministerio de 
Economía a 
través de la 
Subsecretaría 
de Industria 
y asuntos 
Vitivinícolas

Fiscalización de la producción y la 
elaboración de los productos con do, con 
potestad sancionatoria.
Velar por el prestigio de la do.
Registro de productores adheridos.
Expedir certificados y obleas.
Fiscalizar declaraciones juradas.

-----

Santa Cruz Ley 2.635 No lo define. 
Lo remite a la 
decisión del pe

Asesorar y promover las ig y do.
Aprobar o rechazar el registro de una ig o do. 
Expedir certificados.
Llevar el registro de ig y do.
Fiscalizar la observancia del régimen jurídico.
Recibir denuncias, investigar y aplicar 
sanciones.
Representación ante organismos nacionales 
y locales sobre este tema.
Inscribir las do provinciales en el Registro 
Nacional.

Consejo 
Provincial 
Asesor de 
do e ip

Fuente: elaboración propia a partir del análisis de leyes locales.
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De este estudio comparativo de las autoridades de aplicación y de las fun-
ciones administrativas asignadas por las leyes provinciales, reflexionamos 
lo siguiente:

Primero, aquellas leyes que han creado órganos colegiados prevén la par-
ticipación de representantes del sector gubernamental, académico y privado 
(agrupaciones de productores). Este aspecto abre la posibilidad a un proce-
so de gobernanza.

Segundo, la Ley N°5.999 de la Provincia de Mendoza es novedosa, toda 
vez que creó un Consejo Provincial de Denominación de Origen Controlada 
(cpdoc) como un ente público integrado por un representante del Ministe-
rio de Economía y un representante de cada uno de los Consejos de doc. El 
Ministerio de Economía solamente interviene en relación con infracciones 
de terceros no inscritos.

En esta norma mendocina, vemos el primer intento de gobernanza en 
nuestro país. El cpdoc no era un mero órgano consultivo, sino que dicha 
ley le asignó amplias funciones administrativas de coordinación, homolo-
gación de certificados extendidos por el Consejo de do, fiscalización y pro-
moción del sistema jurídico de la doc;9 incluso, en los casos de controversia 
entre los Consejos de do, funciona como órgano administrativo de alzada.

Tercero, la existencia de órganos y entes públicos nacionales y provin-
ciales, con competencia en las indicaciones de origen geográfico, generan 
interrogantes en cuanto al deslinde de competencias; además, plantean el 
desafío de su necesaria coordinación en el marco de la forma federal adop-
tada por el Estado argentino.

Conforme el deslinde de atribuciones establecido en la Constitución Na-
cional, la legislación de fondo es competencia del Congreso Nacional; por 

9   Según el artículo 15, el Consejo Profesional Orígenes Mendoza (cpom) tiene las siguientes 
funciones: aprobar su reglamento interno; asistir a los cdo en la tramitación ante la sagpya, el re-
conocimiento de la do para el aceite de oliva virgen extra y gestionar la inscripción en el Registro de 
do; homologar las autorizaciones de uso; controlar la producción, obtención, calidad y uso de los 
productos amparados por la do; promocionar el sistema y velar por el prestigio de la do; homologar  
los emblemas y logotipos; percibir los aranceles y multas; imponer sanciones por infracciones al 
reglamento interno; denunciar las violaciones a la ley; recabar y actualizar datos estadísticos de 
productos con do; promover la firma de acuerdos (Ley N°5.999).
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su parte, la legislación y organización administrativa es competencia de las 
provincias/nación en sus respectivas jurisdicciones. Dentro de ese marco 
normativo, la aprobación de leyes sobre propiedad intelectual (legislación 
de fondo) es competencia del Estado. No obstante, las provincias pueden es-
tablecer programas de fomento de éstas (Molina, 2020a).

Cuarto, debe efectivizarse la colaboración y coordinación entre la jurisdic-
ción nacional y provincial mediante convenios interjurisdiccionales e inter-
provinciales para dar estabilidad, seguridad jurídica y superar mezquindades 
sectoriales e intereses políticos. Asimismo, debe procurarse la colaboración 
y participación de las autoridades municipales por su proximidad e inmedia-
tez con las necesidades de los productores y agricultores locales.

Quinto, algunas normas locales tienen defectos de técnica legislativa, la-
gunas normativas o regulan trámites inconducentes que no tienen en cuenta 
las exigencias de la ley nacional a la que deben ajustarse, conforme el artícu-
lo 31 de la Constitución Nacional.

A manera de ejemplo, mencionamos que una ley provincial asigna fun-
ciones a la autoridad local para gestionar la inscripción de la do provincial 
ante el Registro Nacional. Esta norma ignora que la legislación nacional prevé 
el inicio del trámite a instancia de los productores interesados. La autoridad 
local no podrá presentarse ni gestionar el padrón, ni la autoridad nacional 
estará obligada a registrarla si no cumple con los requisitos legales.

Autoridades municipales

La participación y colaboración de los municipios en la difusión y fomento 
de las indicaciones de origen geográfico es conveniente por su proximidad e 
inmediatez con las necesidades y potencialidades de cada localidad y región.

Algunas leyes provinciales invitaron a los municipios a adherir y promo-
ver el régimen de indicaciones de origen geográfico (Ley N°5.999 para vinos 
de la Provincia de Mendoza; Ley N°5224 para Jujuy; y Ley N°3.296, para de 
Río Negro).

Más allá de la incorporación de esta invitación en las normas locales, va-
rias municipalidades han apoyado la gestación de una ig y do, ya sea aseso-
rando o promoviendo la integración de los productores, su capacitación, e 
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incluso tomando medidas para recuperar y proteger el nombre geográfico 
que había sido registrado por entidades privadas.

Algunas municipalidades han tenido una participación relevante, particu-
larmente en la defensa del uso del nombre geográfico por los productores del 
área geográfica local. Para comprender la importancia de esta participación 
municipal, debemos referirnos sintéticamente a la jurisprudencia argenti-
na sobre nombres geográficos y signos distintivos. Según ésta, “los nombres 
geográficos pueden ser registrados como marcas, a menos que sean deno-
minaciones de origen o de uso común debiéndose tener presente que la re-
gistrabilidad es la regla y la no registrabilidad la excepción” (fallo in re The 
Scotch Whisky Association con García, 2000). Esta corriente jurisprudencial 
considera el nombre geográfico como un elemento débil, aunque admite su 
registro como signo nominativo complejo siempre que tenga un elemento 
diferenciador (Molina, 2017). Algunos fallos judiciales rechazaron el regis-
tro de marcas que daban lugar a confusión en cuanto al origen del produc-
to, o limitaron la protección al signo originariamente registrado (fallo in re 
Ovinto SA con Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otro, 2016).

Como consecuencia de esa jurisprudencia, se habían registrado marcas 
comerciales conformadas por nombres geográficos hasta la entrada en vigor 
de las Leyes N°25.163 y N°25.380, lo que impedía su registro como ig o do.

En este contexto, algunas comunas solicitaron el registro del nombre geo-
gráfico como marca comercial. Esta acción fue una estrategia preventiva y 
defensiva para posibilitar el posterior registro como ig o do. En varios casos, 
se registraron como único titular marcario del nombre geográfico para evi-
tar posteriores registros. En otros casos, coexistieron con otras marcas con-
formadas con el mismo nombre geográfico:

a.	 La municipalidad de Colonia Caroya registró como marca comercial 
un signo distintivo complejo conformado por el nombre geográfico 
homónimo en la clase 29 y 30 del nomenclador desde 1988. Esta mar-
ca fue renovada sucesivamente. Durante varias décadas, este signo 
distintivo había coexistido con otras marcas comerciales conforma-
das por el nombre geográfico en la misma clase, cuya titularidad co-
rrespondía a iniciativas privadas. Lentamente, las empresas dejaron 
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caducar o no renovaron el registro. Actualmente, esta municipalidad 
es la única titular de la marca Colonia Caroya, lo que permitió su re-
gistro como ig (en el año 2014) sin oposiciones ni conflictos judiciales.

b.	 La Municipalidad de Tandil registró la marca con el nombre homó-
nimo como signo distintivo en la clase 29 desde 2002, como medida 
preventiva de protección del nombre geográfico. La ig Salame de Tan-
dil fue registrada por la asociación de productores en 2011, sin opo-
siciones.

c.	 La Municipalidad del Departamento Sarmiento, Provincia de San Juan, 
registró el signo nominativo Media Agua, en la clase 31 (2012), para 
proteger el nombre geográfico. La ig Melón de Media Agua fue recono-
cida en 2014 a solicitud de la asociación de productores, sin oposición.

Sin perjuicio de la importancia del papel activo asumido por algunas mu-
nicipalidades para reservar el nombre geográfico para los productores, in-
sistimos en que se debe profundizar la coordinación de su actividad con las 
autoridades nacionales y provinciales para evitar la superposición de fun-
ciones, procurando la recíproca colaboración.

El estímulo a la producción sostenible 
mediante el fomento de las IG y DO

Dentro del marco constitucional argentino, el Estado debe respetar los de-
rechos fundamentales; entre ellos, la libertad de ejercer toda industria y co-
mercio, aunque puede fomentar la actividad económica hacia los objetivos 
de desarrollo sustentable (objetivo 16), donde las ig y do son un instrumen-
to que contribuye a ese fin.

En Argentina, la actividad de fomento estatal fue determinante en la di-
fusión del régimen de indicaciones de origen geográfico (Molina, 2020a y 
2020b). Primero, por el desconocimiento de éste por parte de los producto-
res y consumidores hasta la fecha de sanción de la Ley N°25.380 y N°25.163. 
Segundo, el régimen de indicaciones de origen geográfico es voluntario para 
los agricultores y elaboradores; por tanto, se debía incentivar su uso por los 
productores a través de diversos estímulos: acceso a nuevos mercados inter-
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nacionales, disminución de los costos de publicidad, y otros beneficios eco-
nómicos y comerciales.

Sin embargo, la adhesión a este régimen jurídico exige esfuerzo y una 
inversión económica en la capacitación sobre prácticas agrícolas sosteni-
bles, gestión comercial, gastos en marketing y publicidad y organización de 
productores.

Por eso, la sagyp ha instrumentado numerosos programas de sellos de 
calidad y añadido de valor al producto, que incluyen aquellos con indicacio-
nes de origen geográfico, estos programas otorgan beneficios económicos 
(exenciones impositivas, asistencia financiera) y jurídicos (capacitación y 
asesoramiento gratuito) (Molina, 2020a). También, se han establecido algu-
nas prioridades en las contrataciones públicas sostenibles.

A estos programas específicos debemos sumar otros que tienen el desa-
rrollo sostenible como objetivo general. De manera ilustrativa, destacamos 
el Programa de Bioeconomía (Resolución Nº190 [2017], Subsecretaría de Bio-
industria de la Nación), cuya finalidad es la eficiencia en el uso de recursos, 
aplicable también a los productos con do e ig.

La descripción precedente demuestra una acción sostenida del gobierno 
nacional para la difusión y fomento de las indicaciones de origen geográfi-
co. No obstante, consideramos necesaria una mayor difusión y capacitación 
del sector productivo, funcionarios públicos y consumidores por las siguien-
tes razones:

Primero, las leyes sobre indicaciones de origen geográfico han sido pu-
blicadas en el boletín oficial, y los programas de fomento fueron difundidos 
por el gobierno nacional en el sitio web oficial, pero notamos que éstos no 
fueron conocidos en todos los niveles de gobierno (provincial, municipal) 
y no llegaron a todos los productores. Lamentablemente, algunas entrevis-
tas con funcionarios municipales permitieron conocer que algunos de ellos 
conocen solamente una legislación, ya sea la Ley N°25.163 (para vinos) o la 
Ley N°25.380 (para otros productos agrícolas), o no conocen su alcance. Ello 
muestra la necesidad de capacitar a agricultores, productores y funcionarios, 
además de ampliar la difusión del régimen jurídico y las medidas de fomento.

Segundo, la publicación en revistas científicas de las investigaciones rea-
lizadas por organismos de ciencia y técnica e instituciones universitarias no 
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es suficiente para que los funcionarios públicos las conozcan. Es indispen-
sable una mayor vinculación de los organismos de ciencia y técnica con los 
sectores productivo y gubernamental.

Tercero, desde el punto de vista institucional, se debe profundizar la fis-
calización estatal en el marco del objetivo 16 de la Agenda 2030. El control 
estatal debe incluir a los destinatarios de las medidas de fomento estatal, ob-
servancia de los requisitos legales, seguimiento de los objetivos del progra-
ma y sus resultados.

Estudio de un caso: nombre geográfico Mendoza

El topónimo Mendoza designa una provincia argentina y su ciudad capital. 
Este nombre geográfico ha sido excesivamente usado como signo distintivo 
de productos, ya sea como marcas comerciales, ig de vinos y de otros bienes 
agrícolas.10 Esta excesiva cantidad de signos distintivos es resultado de la ju-
risprudencia que admite el registro marcario de topónimos como elemento 
simple de un signo complejo.

Además, el gobierno provincial ha creado una marca global (signo pro-
vincia-signo municipio) a instancia del pe provincial. La Ciudad de Mendoza  
también ha creado una marca municipio homónima.

Finalmente, hay numerosos nombres de dominio homónimos y múltiples 
designaciones comerciales con el mismo nombre geográfico. Esta homoni-
mia de signos distintivos, sus diversos usos y leyes aplicables, puede diluir 
su carácter diferenciador y confundir al consumidor. Por eso, el Gobierno de 
la Provincia de Mendoza y municipio homónimo deberían adoptar medidas 
tendientes a recuperar y fortalecer el carácter distintivo de este nombre geo-

10   El nombre geográfico Mendoza ha sido registrado como ig de vinos, mediante Resolución 
C.32 (2002). Además, se ha registrado la ig de aceite de oliva virgen de Mendoza (Resolución 31 [2022], 
sabydr), y como marcas en varias clases del nomenclador, ochocientos noventa y cuatro signos en la 
clase 33 (bebidas y extractos alcohólicos como vinos, sidras, bebidas espirituosas); treinta y nueve en 
la clase 29 (productos alimenticios de origen animal, las verduras, hortalizas y legumbres al natural 
o en conserva); y veinte en la clase 32 (bebidas sin alcohol y cervezas).
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gráfico, de modo similar a la acción desarrollada por las municipalidades de 
Colonia Caroya y Tandil.

Con relación a la ig Mendoza para vinos, propiciamos la reformulación 
del área de producción, pues comprende más de 105 mil kilómetros cuadra-
dos: casi todo el territorio de esta provincia (148 847 km2), excluido Malargüe 
(41 317 km2). Ese territorio comprende áreas que no son propiamente viti-
vinícolas (sector norte de Las Heras y Lavalle, zona noreste de La Paz, zona 
oeste de San Rafael, y muchas otras zonas muy áridas destinadas al pastoreo 
caprino, extracción de algún mineral o ripio o la poda de jarillas).

En rigor, debería delimitarse el área de producción de la vid dentro de los 
cuatro oasis mendocinos (zona norte, sur, este y oeste), que no supera las 160 
mil hectáreas plantadas con vides (es decir, no llega al uno por ciento del to-
tal del territorio provincial).

En este aspecto, debería solicitarse al inv la reformulación de la delimi-
tación territorial de la ig Mendoza vinos, conforme al área real de produc-
ción del vino.

Por su parte, la Provincia, en su calidad de titular del signo global “Men-
doza” (marca provincia y marca municipio), debe avanzar definiendo su ré-
gimen de uso, procurando restituir su capacidad distintiva y uso exclusivo.

Por último, entendemos que el Estado provincial no debe limitarse a la 
difusión del signo distintivo por medios oficiales locales, sino que debe sal-
vaguardar las áreas de producción y los paisajes. El Estado tiene a su disposi-
ción distintos instrumentos jurídicos con esa finalidad, como la Ley N°8.051 
de Mendoza (ordenamiento territorial), la Ley N°6.045 (reservas naturales) y 
las leyes de protección del patrimonio cultural.

Este marco normativo puede utilizarse para la protección del patrimonio 
productivo, los paisajes y prácticas culturales de las do e ig. Se debe profun-
dizar la difusión del patrimonio cultural local, no sólo la Fiesta Nacional de la 
Vendimia y bodegas, sino otros lugares comprendidos dentro de la ig Men-
doza de vinos y la ig aceite de oliva Mendoza.

Finalmente, propugnamos el fomento del turismo sostenible en torno a 
las ig y do (doc para vinos).
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La ig Mendoza y el turismo sostenible

Ya mencionamos que las ig promueven la preservación de sus áreas de pro-
ducción, la protección de sus paisajes y de las prácticas culturales locales. Esto 
significa que los ecosistemas protegidos son aptos para el turismo sostenible.

El enoturismo tiene especial relevancia en la provincia de Mendoza, ya 
que la Organización Mundial del Turismo (omt), miembro de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (onu), eligió a esta provincia en 2017 para el de-
sarrollo del prototipo del turismo del vino del Nuevo Mundo; así como La 
Rioja (España) dio lugar al prototipo del Viejo Mundo del vino entre 2015 y 
2016. En esta región, se ha fomentado no sólo el enoturismo, sino también 
el turismo cultural, el de aventura y el deportivo (trekking, montañismo, an-
dinismo, especialmente en la montaña Aconcagua, mountain bike, rafting).

Principalmente, la Fiesta Nacional de la Vendimia, declarada patrimo-
nio intangible provincial mediante la Ley N°6.973, tiene renombre nacional 
e internacional. En este aspecto, se han instrumentado importantes campa-
ñas de difusión de esta actividad cultural, lo que la ha incorporado a circui-
tos turísticos (caminos del vino, música clásica en las rutas del vino, fiestas 
departamentales).

El fomento del enoturismo (rutas del vino), turismo rural (rutas del aceite) 
y turismo cultural permitirá cumplir con los ods y contribuirá al renombre 
de la ig Mendoza; recíprocamente, la difusión de las ig promueve el enotu-
rismo, turismo rural y cultural.

Todas estas modalidades del turismo contribuyen al desarrollo sosteni-
ble en todas sus dimensiones: social, económica, ambiental e institucional, 
siempre que se desenvuelva en un marco jurídico adecuado y el Estado pro-
vincial cumpla eficientemente la función de control.

El turismo genera nuevas fuentes de trabajo y mejora las oportunidades 
de la población local; además, promueve el compromiso de los lugareños y de  
los turistas en la preservación de los paisajes naturales y del patrimonio pro-
ductivo. En definitiva, permite la integración de distintos sectores de la eco-
nomía y coadyuva a la preservación ambiental.
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La ig Mendoza y preservación del patrimonio cultural y natural

Ya mencionamos que el área de producción de las do e ig puede ser un pai-
saje digno de protección como patrimonio cultural. Esta especial protección 
permite canalizar los esfuerzos hacia un turismo sostenible.

Con relación a la ig Mendoza para vinos, hay innumerables paisajes de 
viñedos y bodegas que podrían ser protegidos como patrimonio cultural. Es 
cierto que la extensa delimitación territorial de esta ig (aproximadamente 
cien mil kilómetros cuadrados, casi todo el territorio de Mendoza) y la hete-
rogeneidad de sus áreas de producción (zonas áridas y oasis; laderas de mon-
taña y valles) dificultan declarar un único paisaje que la represente.

Ya expusimos que es necesario reformular el área de producción. Ade-
más, deberían declararse patrimonio cultural aquellos paisajes vitivinícolas 
típicos de la ig Mendoza, así como los paisajes tradicionales de olivos en el 
este de la provincia, los cuales forman parte del área de producción de la ig 
Aceite de Oliva Virgen Mendoza.

Esta declaración impondrá muchas limitaciones a los titulares dominia-
les, a los empresarios, los comerciantes y a los turistas con la finalidad de sal-
vaguardar ese patrimonio cultural, para evitar el deterioro y uso irracional.

Conclusiones

El Estado argentino se ha adherido a los convenios internacionales sobre de-
sarrollo sostenible. A partir de esos compromisos, la diferenciación de los 
productos con calidad específica ha adquirido relevancia: los productos or-
gánicos, las especialidades tradicionales y aquellos con tipicidad derivada 
del origen geográfico.

En efecto, los objetivos de desarrollo sustentable exigen la modificación 
de los sistemas de producción, de comercialización y publicidad, de tal ma-
nera que incentiven un consumo responsable y no afecten el medioambien-
te. Los signos distintivos permiten identificar y publicitar los productos o 
servicios de una empresa (como las marcas comerciales y marcas colectivas) 
o de un grupo de agricultores o productores (ig y do), especialmente aque-
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llos que contribuyen a la sostenibilidad medioambiental. De ese modo, se 
incentiva una producción comercial sostenible y un consumo responsable.

En este sentido, las ig y do sirven como herramientas para el desarrollo 
rural, el ordenamiento territorial y la preservación de ecosistemas aptos para 
la producción de calidad.

Desde el punto de vista jurídico, los signos distintivos, especialmente las 
do y las ig, promueven las sanas prácticas agrícolas y comerciales; por tan-
to, dan más transparencia al mercado (objetivos 2 y 12, Agenda 2030) y pro-
tegen al consumidor.

Hemos abordado la utilidad de estos signos distintivos para el desarrollo 
sostenible y hemos concluido que los beneficios y ventajas de las ig y do se-
ñalados por los distintos autores son útiles para los ods.

La regulación legal de estos sellos tienen aspectos que fortalecen su rol 
como signo distintivo para el consumo sostenible; por tanto, contribuye al 
objetivo 12 de la Agenda 2030. Estos signos distintivos brindan información 
al consumidor y facilitan la trazabilidad; en particular, tienen un sistema de 
certificaciones de productos otorgadas por organismos especializados e im-
parciales, quienes corroboran la veracidad de las características del produc-
to; es decir, garantizan la conformidad con el reglamento interno.

Además, estos signos de calidad específica permiten el acceso a nuevos 
mercados nacionales e internacionales, con lo que contribuyen al cumpli-
miento del objetivo 17 (meta 11).

También, las ig y do (doc para vinos) facilitan la protección de las áreas 
productivas, sus paisajes y su patrimonio cultural (objetivo 11, meta 4, y obje- 
tivo 15, meta 1), y estimulan la participación de los agricultores locales (ob-
jetivo 2. 3 y 8.3).

El Estado debe garantizar el respeto a la libertad de ejercer toda indus-
tria y comercio dentro del marco constitucional argentino. En ese sentido, 
la función administrativa de fomento permite encauzar la actividad econó-
mica hacia los ods, especialmente la producción sostenible, lo que incluye 
a los productos de calidad específica.

La efectividad de la actividad estatal de fomento exige instituciones efi-
cientes y eficaces que fiscalicen la observancia del sistema jurídico y el des-
tino de fondos, tal como indica el objetivo 16 de la Agenda 2030.
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Nuestro país ha avanzado en la regulación y difusión de la ig y do; no obs-
tante, hay aspectos que deben ser mejorados:

a.	 Debe modificarse la legislación nacional y provincial para corregir los 
defectos normativos, subsanar vaguedades y omisiones, garantizar la 
coordinación y colaboración de los diferentes niveles de gobierno (na-
cional, provincial y municipal), y asegurar el funcionamiento eficien-
te y la gestión transparente de fondos.

b.	 La superposición de funciones, la burocracia, los trámites incondu-
centes y la ineficiencia generan un desgaste innecesario y frustran 
los resultados. Por otra parte, la falta de transparencia genera descon-
fianza y sospecha. Las mejores ideas y proyectos fracasan en institu-
ciones corruptas.

c.	 La seguridad jurídica es otro aspecto relevante. Las ideas y acciones 
deben instrumentarse por escrito y cumplir con las formalidades lega-
les. No es suficiente un acuerdo verbal ni acciones conjuntas, sino que 
hay que firmar convenios escritos que detallen deberes, atribuciones  
y deslinde la responsabilidad. No debemos olvidar que los funciona-
rios públicos electivos ejercen un mandato temporal.

d.	 Debe fomentarse el consumo sustentable, formando e informando al 
consumidor sobre las características del producto y su impacto am-
biental. En particular, se debe insistir en la formación del consumi-
dor en relación con la valoración de la calidad específica del producto 
con do o ig, y su sostenibilidad ambiental.

e.	 Se debe sensibilizar e informar a la población para promover un turis-
mo sustentable, tanto para el enoturismo como para el ecoturismo. El 
turista puede contribuir activamente a la conservación del patrimo-
nio natural y cultural.

f.	 Se debe capacitar a funcionarios, productores y agricultores; concien-
tizarlos acerca de la importancia de la protección legal de las indicacio-
nes de origen geográfico y su importancia para el desarrollo sostenible.

El estudio de caso Mendoza permite observar la desinformación sobre el régi-
men de indicaciones de origen geográfico, su alcance y diferencias con otros 
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signos distintivos. Esta confusión conceptual y normativa lleva a que el fun-
cionario público tome decisiones inconducentes o incurra en vaguedades 
comunicacionales. Algunas autoridades gubernamentales han creado sig-
nos distintivos que coexisten con otros signos homónimos, lo cual termina 
diluyendo su carácter distintivo.

En definitiva, propiciamos consenso político y una acción gubernamental 
congruente y sostenida en el tiempo para alcanzar los objetivos propuestos.
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Procesos de patrimonialización 
y neoliberalización 
agroalimentaria en Europa
Denominaciones de Origen  
y jamón curado en España1

Víctor del Arco Fernández

Introducción

Las Indicaciones Geográficas (ig) presentes en los alimentos dan cuenta de 
un complejo modelo agroalimentario articulado en torno a un sistema le-
gal, político y patrimonial, con largo recorrido histórico y alcance contem-
poráneo global.

Tanto las Denominaciones de Origen (do) como las Indicaciones Geo-
gráficas Protegidas (igp) —principales figuras marcarias que lo integran—, 

1   Quisiera expresar mi agradecimiento por la invitación a la doctora Laura Elena Martínez Sal-
vador (Instituto de Investigaciones Sociales, unam), así como a los compañeros y compañeras del 
seminario “Gobernanza y protección institucional del patrimonio alimentario para el desarrollo 
territorial” (iis unam). El texto que aquí se presenta constituye una versión extendida y modificada  
de lo expuesto en ocasión de su tercera sesión anual,  celebrada el 29 de junio de 2022.La realiza-
ción de esta investigación ha sido posible gracias a la financiación del Ministerio de Universidades 
del Estado Español, a través del programa de contratos postdoctorales (Spain- Next Generation ue: 
uam/ca1/rsue/2021-00619), así como del proyecto del Plan Nacional de la Agencia Estatal de Inves-
tigación (España): “habipat: Los cuidados del Patrimonio” (pid2020-118696rb-100).
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constituyen una importante herramienta de categorización, valorización y 
racionalización en las realidades propias de las culturas alimentarias con-
temporáneas (Espeitx, 2004).

Del mismo modo, esta propuesta de ordenación administrativa ha desem-
peñado un papel hegemónico en las tres últimas décadas, principalmente en 
el ámbito particular de los veintisiete países miembros de la Unión Europea 
(ue), aunque también más allá de ellos.

Desde nuestro punto de vista, las contradicciones y paradojas que el mo-
delo agroalimentario diferenciado inherentemente alberga imposibilitan que 
pueda ser considerado como un constructo normativo, neutral o inocente, 
desvelándose así una interesante temática de investigación sobre la cual re-
flexionar de forma crítica.

Para llevar a cabo este cometido, analizaremos las implicaciones y conse-
cuencias —tanto materiales como simbólicas— derivadas de su implementa-
ción en distintos contextos, prestando especial atención a las externalidades 
—positivas o negativas— relacionadas con su presencia.

Los resultados de la investigación han puesto de manifiesto algunos de-
talles sobre la complejidad del modelo agroalimentario diferenciado. Por 
un lado, afirmamos que éste no gravita exclusivamente en torno al creciente 
volumen de iniciativas y países implicados —aspecto sobre el que haremos 
alusión a lo largo del texto—; tampoco se localiza en la diversidad y hetero-
geneidad de productos agroalimentarios amparados internacionalmente, y 
de las que dan buena cuenta representativa los estudios de caso referidos en 
la presente monografía. Desde nuestro punto de vista, dicha complejidad se 
localiza, principalmente, en lo que significan y representan estas figuras mar-
carias como dispositivos neoliberales y biopolíticos activados sobre el hecho 
alimentario. Por tanto, van más allá de una mera estrategia de valorización y 
de desarrollo económico de medios principalmente rurales, que están ínte-
gramente relacionadas con otros procesos concurrentes: la expansión de los 
derechos de propiedad intelectual y los cercamientos inmateriales dispuestos 
desde el capitalismo cognitivo neoliberal y posindustrial (Lash y Urry, 1998; 
Boutang et al., 2004; Brenner et al., 2010), así como con la difusión de sus ló-
gicas, prácticas y retóricas (Laval y Dardot, 2013).
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El principal objetivo de este capítulo es compartir los diferentes argumen-
tos, datos y registros que han permitido construir las anteriores afirmaciones.  
Para ello, emplearemos una parte de los resultados de la investigación etno-
gráfica multisituada y translocal (Marcus, 1998) desarrollada entre 2015 y 
2020, donde se analiza el caso del jamón curado con dop en las provincias 
españolas de Teruel y Salamanca (Arco, 2020). Así, considerando este mate-
rial empírico, cuestionamos la relación existente entre las nociones de patri-
monio, identidad, valorización, capitalismo neoliberal, gobernanza y modelo 
agroalimentario diferenciado, con base en los presupuestos propios de la eco-
nomía política (Roseberry, 1988).

En primer lugar, describiremos brevemente las principales características 
del modelo agroalimentario diferenciado presente en la ue. Haremos refe-
rencia a la trayectoria historiográfica que le ha conferido su forma y senti-
do contemporáneo. En este punto, prestaremos especial atención al aspecto 
cronológico del proceso, plenamente vinculado con la implantación de una 
agenda neoliberal (Laval y Dardot, 2013).

En segundo lugar, detallaremos algunos elementos específicos sobre el 
caso del jamón curado con do en España como alimento étnico, destacando 
los procesos de patrimonialización y neoliberalización a los que se ha visto 
sometido en las últimas décadas.

Finalmente, apuntaremos algunas conclusiones sobre las consecuencias 
e implicaciones derivadas de la hegemonía del propio modelo, con el obje-
to de argumentar la necesidad de un enfoque académico de análisis crítico 
que invite a pensar en la relación entre patrimonio, capitalismo y alimentos 
con origen diferenciado.

Brevemente, quisiéramos señalar también algunos detalles sobre la me-
todología implementada para llevar a cabo la investigación. Sobre ella des-
tacamos la presencia de dos ejes fundamentales: uno relativo a un trabajo 
de vaciado y revisión documental; y el otro, empírico de campo. Este último, 
como una situación metodológica dentro de la propia etnografía, se llevó a 
cabo tanto en los territorios de Teruel y de Guijuelo como en sus áreas de in-
fluencia durante más de dos años (2017-2019).

En su desarrollo, empleamos diferentes técnicas de investigación propias 
de la disciplina antropológica (observación participante, entrevistas en pro-
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fundidad, entrevistas grupales, etc.), desplegadas sobre los diferentes actores 
que componían el campo: productores adscritos o no a la figura de calidad 
diferenciada, técnicos institucionales, personal de los consejos reguladores, 
representantes políticos, responsables de establecimientos de restauración, 
empresas de certificación, propietarios de tiendas de distribución alimenta-
ria, entre otros (Arco, 2020).

Fotografía 1. Jamones curados en secadero Teruel (España)
Fuente: Víctor del Arco, Teruel, 2015.

Origen y construcción del modelo  
de ig agroalimentarias en Europa

Más allá de lo que significan y representan contemporáneamente, el origen 
de las ig agroalimentarias radica —en su sentido legislativo, etimológico y 
normativo— en la Francia prerrevolucionaria del siglo xviii, especialmen-
te en el ámbito vitivinícola.
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Previamente, podemos encontrar registros historiográficos sobre la apela-
ción a un territorio como elemento diferenciador de un producto alimentario 
o vinícola en la Grecia y Roma antiguas, así como en otros pueblos históri-
cos del Mediterráneo: Fenicios y Cartagineses (Lorente, 2001; Prados, 2011).

Este hecho se hace patente tanto en la literatura latina de la que tenemos 
registro —Plinio el Viejo, Columela o Herodoto (García, 1996)— como en los 
estudios arqueológicos de los restos materiales encontrados. Es el caso de las 
ánforas de arcilla cocida que datan de esa época, en las que se han encontrado 
marcas nominativas de origen. Estos recipientes eran empleados para trans- 
portar vino con reconocido prestigio interterritorial entre diferentes áreas 
geográficas mediterráneas (López y Ruiz, 2007; Pérez y Cabrera, 1992).

Con anterioridad al siglo xviii, encontramos también concesiones y pri-
vilegios institucionales de explotación del nombre de un lugar vinculado a 
un producto agroalimentario durante la Edad Media y el Antiguo Régimen 
europeo. Quizá el ejemplo más paradigmático del que se tiene registro se 
presentó también en Francia, con el otorgamiento de esa regalía a los pro-
ductores lácteos de la región de Roquefort para la fabricación monopolísti-
ca de un tipo de queso azul semejante al que se comercializa actualmente y 
que recibió por primera vez el apelativo de Denominación de Origen (Dalby, 
2009). Este reconocimiento fue realizado inicialmente por el Rey Carlos VI 
en el siglo xv y, con posterioridad, por el propio Parlamento de Toulouse en 
1666, tal y como consta en los registros documentales de la época (Bertozzi 
y Panari, 1993).

A pesar de los hechos históricos apuntados, plantear una continuidad 
contemporánea fidedigna entre las figuras y los productos —como conse-
cuencia de que se utilicen términos similares, hagan referencia a territorios 
análogos o continúen siendo presuntamente fieles a una pretérita tradición 
de saberes y manejos— implica importantes anacronismos. Desde nuestro 
punto de vista, las nomenclaturas históricas han sido ontológicamente re-
formuladas en el contexto contemporáneo. Para ello, se han empleado pa-
rámetros de estandarización neoliberalizadores que les confieren forma y 
sentido significativamente diferente al originalmente propuesto, lo que les 
permite constituir una etiqueta marcaria representativa de una política pú-
blica que estructura el medio rural de la ue. Etiqueta que ha trascendido a 
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sus propias fronteras y tiene la capacidad de amparar a un volumen crecien-
te de productos agroalimentarios, vitivinícolas y espirituosos, lo que permite 
la explotación mercantil de nociones como tradición, autenticidad o terroir 
(Barham, 2003).

El modelo y sistema definido por la ue, desde la década de los noventa, ha 
sido replicado e implementado —con sus respectivos matices— en la legis-
lación de más de un centenar de países externos; los que, a su vez, han sus-
crito acuerdos y tratados internacionales al respecto. Países como México, 
Argentina, Chile, Australia o India son un ejemplo de la forma en la que se 
emplean estas figuras actualmente: como una política para el desarrollo so-
cioeconómico y endógeno de territorios eminentemente rurales (Marie-Vi-
vien y Biénabe, 2017).

En el caso de la ue, particularmente, el modelo agroalimentario diferen-
ciado ha supuesto también un eje que ha contribuido a homogeneizar, defi-
nir y legitimar un marco regulatorio y normativo certificador de control entre 
los productores de los diferentes países miembros, parte imprescindible tanto 
en la consolidación de la política comunitaria de Mercado Único como en la 
expansión de la cultura de auditoría (Strathern, 2000; Shore y Wright, 1999).

Así lo hemos comprobado en los casos de estudio de nuestra investigación 
etnográfica con dos de las cinco do del jamón de cerdo curado en España,  
cuyos resultados expondremos en el siguiente apartado. No obstante, an-
tes de enunciarlos, quisiéramos enfatizar en la dimensión cronológica para 
comprender la problemática planteada y los procesos de neoliberalización 
y de patrimonialización que consideramos circunscritos a las figuras de ig.

Presencia de la “agenda neoliberal” en la ue

En la década de los noventa se consolidaronn, internacionalmente, una serie 
de políticas con un definido carácter neoliberal (Peck, 2001; Laval y Dardot, 
2013) con las que se ejecutó una agenda específica, implantada previamente 
y con relativo éxito en otros países americanos, como México, Estados Uni-
dos, Chile o Argentina.

A través de tratados como el de Maastricht (1992) o Ámsterdam (1996) 
para los países miembros de la ue, se formularon armonizaciones estruc-
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turales regulativas y nominativas multisectoriales, que tendrían impacto a 
escala global. A pesar de que estos acuerdos suscritos trascienden la proble-
mática específica de las ig agroalimentarias, cumplen un papel simbólico al 
estar directamente conectadas con algunos ejes vertebradores de los mismos.

Algunos ejemplos son la Política Agrícola Comunitaria (pac), la pro-
tección de la propiedad intelectual, la libertad de mercado y la defensa del 
consumidor. Su impacto ha sido notable, más allá de las fronteras propias: ac-
tualmente, 33 Estados tienen acuerdos directos de reconocimiento con la ue.

De manera interrelacionada con la cronología y el proceso descrito, en 
19942 se promulgó internacionalmente el Acuerdo sobre los Derechos de 
Propiedad Intelectual en el Comercio (adpic), con el que se inicia la Orga-
nización Mundial del Comercio (omc, 1994) y que sucede a los acuerdos 
anteriormente suscritos, como el gatt (Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio) (omc, 1947).

En las diferentes secciones del tratado adpic, se destacan cuestiones rela-
tivas a las marcas, las patentes comerciales, los derechos de autor y, por tan-
to, algunos elementos referidos específicamente a las ig. De este modo, el 
tratado codifica el término Denominación de Origen para tipificar a un bien 
originario de un territorio particular de un país miembro, con una calidad, 
reputación y características esencialmente atribuibles e imputables a su ori-
gen geográfico (Parasecoli, 2017; Yravedra, 1998). Se hace referencia, prin-
cipalmente, a los vinos, bebidas espirituosas y productos agroalimentarios, 
si bien el tratado establece la posibilidad de que otro tipo de bienes se pue-
dan amparar bajo esta figura (por ejemplo, cerámicas, tejidos, entre otros).

Como última institución supranacional protagonista en esa década para la  
problemática de las ig, destacamos el papel de la Organización Mundial de 
la Propiedad Intelectual (ompi), perteneciente a las Naciones Unidas y que, 

2   Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual en el Comercio promul-
gado en 1994, en el que se disponen las bases de la omc (Organización Mundial del Comercio) como 
sucesor del gatt (Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio), cuyo origen se remonta 
a 1947. La omc actualmente está compuesta por 164 países miembros y 20 observadores; la ue par-
ticipa representativamente como miembro único, lo que nos permite dar cuenta de la dimensión de 
esta institución en términos globales.
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desde 1995, suscribe acuerdos con la omc para unificar criterios en materia 
de do. En ese momento se unificaron los dos marcos jurídicos de cada insti-
tución, que hasta ese momento habían discurrido en paralelo.

Hacemos referencia aquí a los diferentes acuerdos históricos internacio-
nales con alcance multilateral formulados desde finales del siglo xix, y cu-
yas últimas reformas han sido administradas por la ompi. Destacamos el 
Convenio de París (1883) y el Arreglo de Madrid (1891), donde los países fir-
mantes fijaron las indicaciones de procedencia y las denominaciones de ori-
gen como objetos de propiedad industrial (Lorente, 2001; Yravedra, 1998).

En el caso del Estado español, la cronología del proceso ha sido similar a la 
de otros países del sur europeo, como Francia o Italia. Podemos destacar al res- 
pecto la rúbrica en 1892 del Arreglo de Madrid, sin efectos prácticos hasta su 
promulgación en 1932, con el primer estatuto del vino por parte de la Admi-
nistración Estatal, así como lo ocurrido en la década de los setenta, momen-
to en que se hace extensible el uso de las nomenclaturas de diferenciación 
por origen a productos agroalimentarios, como el queso, el aceite o el propio 
jamón curado (Amaya y Aguilar, 2014).

No obstante, en 1992 tuvo lugar la aplicación del reglamento dispuesto 
por la ue, entonces llamada Comunidad Económica Europea (ce 2081/92) 
(cee, 1992), y a la que el Estado español se había adherido en 1986. Median-
te este reglamento, se fijan definitivamente los términos de do e igp para el 
resto de los productos agroalimentarios, no sólo los vitivinícolas, cuyo sec-
tor había sido regulado previamente en 1987 (ce 823/87).

Finalmente, en 2012 hubo una nueva modificación de carácter estructu-
ral con la implementación del reglamento por parte de la ue (ce 1151/2012) 
(Unión Europea, 2012), el cual, a su vez, establece las directrices de las dife-
rentes normativas y leyes promulgadas al respecto por los países miembros, 
adaptadas al contexto global (Arfini, 2006; Bérard y Marchenay, 2008).

La cronología expuesta y el ejemplo específico del caso español pone de 
manifiesto la irrupción relativamente reciente de estas figuras y sus acuer-
dos, a la vez que contrarresta los discursos y relatos historicistas que tienden 
a ser movilizados a través de ellas como reclamo o estrategia mercadotécnica.

Apreciamos también cómo, históricamente, el principal objetivo de los 
acuerdos, reconocimientos y concesiones internacionales es el de la protec-
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ción del consumidor ante posibles engaños, tanto en lo concerniente a la 
propiedad intelectual como a aspectos derivados de la seguridad alimenta-
ria (Arco, 2020).

Para ello, se han implementado herramientas normativas y jurídico-
administrativas que posibilitan la persecución del uso fraudulento de las 
indicaciones de procedencia falsas o engañosas. De igual manera, dichos 
instrumentos permiten la activación de un régimen de autenticidad garan-
tista consensuado para productores y consumidores que, a su vez, oscila so-
bre el control de la trazabilidad de forma transparente.

Estas motivaciones antifraude prevalecen actualmente como principal 
argumento de fondo del modelo diferenciador adscrito al régimen de pro-
piedad industrial, patentes y marcas comerciales, principalmente en la ue 
(Hibou, 2012). Asimismo, el breve recorrido propuesto por los acuerdos po-
lítico-administrativos internacionales muestra cómo se reproduce y ejecuta 
—a través de las ig agroalimentarias— un tipo de articulación entre lo glo-
bal y lo local, lo cual, por otro lado, constituye una característica sustancial 
del capitalismo neoliberal, cognitivo y posindustrial contemporáneo (Para-
secoli, 2017; Ortner, 2015; Appadurai, 2002).

Los procesos de valorización y patrimonialización de lo local, que se ac-
tivan a través de estas figuras marcarias, únicamente encuentran su forma y 
sentido desde su relación con lo global. Las paradojas que esto suscita consti-
tuyen uno de nuestros principales intereses analíticos, pues a través de ellas 
se hace evidente cómo lo local no se disuelve o subsume en lo global me-
diante procesos de homogeneización y globalización cultural, sino que am-
bas dimensiones se resignifican y articulan de forma conjunta y dialéctica 
(Tsing, 2017; Ong, 2006).

Como veremos a continuación, a través del caso de estudio del jamón 
curado en España, la explotación de la diferencia y la identidad en materia 
agroalimentaria se han convertido en un eje de apoyo para la reproducción 
y expansión del propio capitalismo globalizado contemporáneo, que las ins-
trumentaliza, reformula y mercantiliza mediante el despliegue de sus lógi-
cas y retóricas.
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Actualidad del modelo agroalimentario europeo

Como señalamos en la introducción, los alimentos producidos y comercia-
lizados bajo el amparo de Indicaciones Geográficas (ig) de calidad constitu-
yen una realidad creciente en las cotidianidades alimentarias de consumo de 
los 27 países miembros de la ue (Thiedig y Sylvander, 2000; Calboli, 2015).

En Europa, los productos con origen diferenciado son fácilmente acce-
sibles en puntos de distribución como supermercados y tiendas de alimen-
tación; popularmente, son consumidos en contextos interterritoriales y 
cuentan con una fuerte presencia simbólica en los establecimientos de tipo 
gourmet o de restauración hostelera (Arco, 2020). Asimismo, como conse-
cuencia derivada de los usos patrimoniales y su consiguiente significación 
identitaria (Duhart, 2004; Espeitx, 2004), los alimentos amparados en marcas 
de origen diferenciado tienden a ser protagonistas recurrentes de las campa-
ñas de promoción turística de los lugares donde se producen. Se convierten 
así en elementos relevantes para el análisis de los procesos y prácticas de tu-
ristificación contemporáneas, donde tanto el aspecto gastronómico como el 
uso de los alimentos diferenciados, a modo de souvenir, adquieren un prota-
gonismo creciente.

Para dar cuenta de la magnitud del fenómeno en el contexto comunita-
rio europeo, así como de su diversidad y heterogeneidad, podemos aportar 
algunos datos de interés.

En enero de 2023 existían 1 413 registros de productos agroalimentarios 
bajo el amparo de alguna de las figuras marcarias del modelo europeo —gp 
y do— que, a su vez, responden a 31 categorías de productos diferentes (por 
ejemplo, productos cárnicos, queso, aceite, fruta).

Del mismo modo, en el registro oficial de la Comisión Europea (eAmbro-
sia, 2023), se encuentran 1 861 elaboraciones vitivinícolas y espirituosas que 
responden a 46 categorías diferentes de bebida (por ejemplo, vino, brandi, 
licor). A este total de ig, hay que añadir aquellas solicitudes en proceso de 
resolución por la instancia correspondiente en materia de agricultura y de-
sarrollo rural de la Comisión Europea.

Si analizamos con mayor detalle los datos generales, podríamos destacar 
la existencia de una desigual distribución territorial y estatal en cuanto a vo-
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lumen de iniciativas marcarias se refiere. La mayoría de estas marcas están 
localizadas principalmente en los países del sur europeo. El conjunto de las 
figuras presentes en países como Francia (260 agroalimentarias y 491 viti-
vinícolas-espirituosas), Italia (316 agroalimentarias y 560 vitivinícolas-espi-
rituosas) y España (203 agroalimentarias y 162 elaboraciones vitivinícolas 
espirituosas) supera el 50% de los registros totales de la ue.

El sumatorio propuesto, a modo de ejemplo, encuentra una explicación 
económica estructural, pero también sociohistórica, cultural y patrimonial 
que excede la problemática de este capítulo. No obstante, de forma sinté-
tica, podemos mencionar que, tanto el tipo de producción como las estra-
tegias de valorización en materia agroalimentaria llevadas a cabo en el sur  
de Europa representan una construcción sociocultural vinculada a hábitos de  
producción, consumo y distribución, definidos por la denominada “dieta me-
diterránea”, declarada Patrimonio Inmaterial de la Humanidad por la unesco 
(United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization) en 2010 
(Turmo, 2010).

A pesar de que se derivaron diferentes y pertinentes críticas del recono-
cimiento institucional, consecuencia del controvertido proceso político que 
le dio forma (Medina, 2018), éste nos permite dibujar una tipología ilustra-
tiva para nuestro propósito. La declaración da cuenta de prácticas alimen-
tarias compartidas en un área territorial específica, las cuales son producto  
de semejanzas materiales e inmateriales entre comunidades: estructuras de  
propiedad, estrategias de gestión de los bienes comunes, puesta en valor 
de las tradiciones agroalimentarias por parte de instituciones y adminis-
traciones, tipos de productos cultivados, producidos y elaborados, etcéte-
ra. Estas circunstancias, a su vez, han favorecido la apuesta por las ig como 
principal estrategia de valorización agroalimentaria y desarrollo territorial, 
historiográficamente.

El modelo de figuras europeo presenta, por tanto, un número creciente y 
heterogéneo de iniciativas repartidas territorialmente de forma asimétrica. 
La diversidad que albergan las iniciativas, tanto intrínseca como extrínse-
camente, en cuanto a procesos de conformación, recorridos sociohistóricos, 
tipo de productos amparados, volúmenes de producción y grado de industria-
lización necesaria para su elaboración, instala un escenario complejo ante el 
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que es difícil construir categorías analíticas o establecer conceptualizacio-
nes con carácter generalizable.

Desde nuestro punto de vista, el reto epistémico que esto constituye se 
puede resolver, en cierta medida, desde aproximaciones específicas y etno-
gráficas que clarifiquen aspectos sobre el funcionamiento operativo concreto. 
Éste ha sido nuestro principal objetivo en la aproximación que hemos desa-
rrollado en los últimos años sobre el producto del jamón curado en España, 
y al que nos referiremos a continuación.

El jamón curado en España: patrimonio, 
etnicidad y usos políticos

Por varias razones, el caso del jamón curado de cerdo es un referente inte-
resante para comprender los procesos de patrimonialización circunscritos 
al modelo europeo de ig. En la década de los ochenta, fue uno de los prime-
ros productos agroalimentarios (posterior a los vitivinícolas) utilizados para 
construir proyectos de do e igp; en torno a él, se conformaron iniciativas con 
consejos reguladores sólidos (actualmente suman siete) en cuanto a volu-
men de elaboradores implicados, reconocimiento por parte del consumidor 
y participación en la vida pública de los territorios productivos (Arco, 2020).

Igualmente, como producto singular, el jamón curado en España repre-
senta un alimento que desborda el plano meramente nutricional, pues se ha 
convertido en un emblema nacional e identitario. Una prueba de esto es su 
empleo frecuente como símbolo para proyectar la imagen del país a nivel in-
ternacional, como podemos apreciar en las imágenes 2 y 3 de las campañas 
para la promoción turística internacional de España.

Se trata de un producto cargado de significación histórica, capaz de en-
carnar a la propia nación en los sentidos apuntado por Ichijo (2016) o Scho-
lliers (2001), y de explicar sus propios procesos de conformación política. Su 
consumo puede interpretarse también como un mecanismo de expresión de 
etnicidad o religiosidad, principalmente, si lo tomamos en consideración des-
de el punto de vista historiográfico. El jamón es, por tanto y para el caso de 
España, un producto comparable con otros, como el queso Camembert, tó-
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tem de la nación francesa (Poulain, 1997); el Hummus, para Israel, Palestina 
o Líbano (Ranta, 2015); o el Kimchi (Cho, 2006), en Corea del Sur.

Imagen 2. Campaña promocional Turespaña, 2021
Fuente: Ministerio de Industria y Turismo de España (2021).

Imagen 3. Campaña Promocional Alimentos de España, 2022
Fuente: Ministerio de Industria y Turismo de España (2021).
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Paradójicamente, el jamón curado de cerdo, como producto elaborado, no es 
exclusivo del Estado español. También es producido y consumido de forma 
cotidiana en otros países europeos, de manera que existen más de 43 marcas 
de calidad registradas para productos comparables ubicadas en nueve paí-
ses, entre éstos: Italia, Francia, Portugal (eAmbrosia, 2023). La técnica de cu-
ración de carne fresca de cerdo mediante el conservante de la sal, junto con 
una baja temperatura y un ambiente seco, se conoce y practica en los países 
mediterráneos desde hace milenios (Stankus, 2016). No es, por tanto, algo 
exclusivo del territorio que actualmente ocupa el Estado español.

Desde nuestro punto de vista, las causas que propiciaron el papel simbó-
lico y representativo que el jamón curado de cerdo tiene actualmente en Es-
paña se relacionan con los procesos históricos y políticos de construcción 
nacional. A este respecto, podemos destacar brevemente que tanto el cer-
do como los productos elaborados con su carne fueron utilizados durante la 
Edad Media en la península ibérica como un instrumento de disputa y legi-
timación política, religiosa y étnica trascendental.

Por ejemplo, durante el reinado de los Reyes Católicos (s. xv), encontra-
mos registros sobre estos usos excluyentes al revisar el material documental 
empleado para la sustanciación de las causas de herejía dispuestas desde el 
tribunal del Santo Oficio de la Inquisición, y que eran implementadas sobre 
aquellos súbditos “conversos” que, supuestamente, continuaban profesan-
do el judaísmo o el mahometismo en la clandestinidad.

El consumo de manteca de cerdo, de embutido o de otros productos deri-
vados de este animal pasó a convertirse en una prueba de fe, con todo lo que  
implicaba, en un contexto donde el proyecto político estaba plenamente en-
tregado a la unidad religiosa católica y la supresión de la histórica diversi-
dad cultural (Caro, 1978; Pérez, 2005).

Con las referencias mencionadas, distinguimos algunos usos de los ali-
mentos como fuente de legitimidad moral y recurso pasional para la movili-
zación de la identidad o la idea de patria. En este caso, el consumo de jamón 
y de cerdo fue utilizado como un marcador de diferenciación étnica, ponien-
do las bases para su posterior significación contemporánea. Integra, así, un 
proceso previo a la valorización y patrimonialización de las figuras marcarias 
diferenciadas; cuyas historias aparecen ligadas, por ejemplo, a los procesos 
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de industrialización y mejora de las condiciones de refrigeración contempo-
ráneos para el caso del jamón curado, con lo que se consolida la gran mayoría  
de ellos entre finales del siglo xix e inicios del siglo xx.

El caso de estudio del jamón curado nos permite también realizar una 
puntualización ilustrativa sobre la diferencia entre producto genérico y pro-
ducto diferenciado, en la que destaca la falta de continuidad histórica entre 
ambos. Tal y como hemos manifestado a lo largo del presente capítulo, ape-
lar al origen de un alimento como marcador de diferenciación constituye un 
tipo de acción que trasciende una motivación exclusivamente geográfica o 
de localización productiva.

De este modo, el estatus que se le confiere contemporáneamente a este 
vínculo en el ámbito agroalimentario forma parte de un proceso cultural 
más complejo. En él, aparecen imbricados valores y atribuciones relativas a 
una potencial calidad derivada de una tradición elaborativa específica en el 
aspecto técnico; pero también, lo que resulta más importante desde el pun-
to de vista antropológico, son cuestiones referidas a un plano patrimonial e 
identitario, como las que hemos detallado anteriormente.

La relación entre un producto, su lugar de origen productivo y el resto 
de las cualidades atribuidas se expresa en un término complejo como terroir 
(Barham, 2003). De hecho, la forma como el modelo normativo agroalimen-
tario diferenciado europeo construye su propia legitimidad para apropiarse 
del nombre de un lugar gira en torno a su existencia histórica y a la capacidad  
para influir sobre la realidad alimentaria productiva específica.

Los productos amparados cuentan con procesos previos al reconocimien-
to de su condición de diferencia marcaria, los cuales les hicieron valedores 
de un prestigio elaborativo y, consiguientemente, de llegar a ser lo que hoy 
son y representan para una comunidad específica. Características históricas 
que, posteriormente, han sido reapropiadas, delimitadas y normativizadas en  
la configuración contemporánea de las condiciones de las ig por parte de 
los agentes responsables de su creación y su consolidación (administración, 
grupos de productores, políticos, etcétera).

Por tanto, no deberíamos confundir al alimento y su historia social con 
los procesos de valorización o patrimonialización contemporánea, en los que 
se ven imbuidos hegemónicamente. Esta idea se aprecia muy claramente en 
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lo concerniente al jamón curado, donde su producción genérica es mayori-
taria en comparación con la propiamente diferenciada, como detallaremos 
a continuación.

IG del Jamón Curado en España: apuntes etnográficos

Hasta enero de 2023, el Estado español contaba con siete referencias de in-
dicaciones geográficas para el jamón curado de cerdo: cinco do (Jamón de 
Teruel, 1984; Jamón de Guijuelo, 1986; Jamón Dehesa de Extremadura, 1990; 
Jamón de Jabugo, 1998; y Jamón de Los Pedroches, 2010), y dos igp (Jamón 
de Trevélez, 2005, y Jamón de Serón, 2014). En el mapa 1 podemos apreciar 
su distribución regional en el territorio nacional.

Mapa 1. Mapa de Jamones con Denominación de Origen Protegida e Indicación Geográfica Protegida
Fuente: Ministerio de Agricultura, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente (2017).
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En nuestro caso, las dos do etnografiadas son las de Guijuelo y Teruel; la 
primera se ubica al norte de la zona Oeste, y la segunda, al Este del territorio 
peninsular. Sobre éstas, aportaremos algunos detalles descriptivos para con-
textualizar los casos de estudio y las razones de su elección.

En primer lugar, queremos señalar que ambas do presentan una genealo-
gía institucional compartida, a pesar de sus diferencias en cuanto al enclave 
territorial en el que se ubican y las características del género que elaboran.3 
Cada una emplea distintos métodos de cría, alimentación y combinación de 
razas porcinas —Ibérico/Duroc y Landrace-Large White/Duroc—, tiene un 
peso mínimo de sacrificio que se corresponde a edad e índices de conver-
sión de los ejemplares, establece tiempos de curación y salado diferentes, 
entre otros.

A pesar de ello, ambas do fueron reconocidas institucionalmente a me-
diados de la década de los ochenta (1984 y 1986, respectivamente), respon-
den a proyectos de alianza empresarial impulsados desde la administración 
sobre una comunidad industrial preexistente de productores, y constituyen 
sus consejos reguladores —principal organismo gerente de la do— de for-
ma semejante. Son las más antiguas del Estado en el ámbito del jamón cura-
do que responden a una tradición elaboradora y arriera territorial. En el caso 
de Guijuelo, ésta se remonta a la segunda mitad del siglo xix, con la presen-
cia de industrias y fábricas familiares, muchas de las cuales siguen operando 
bajo el mismo control sucesorio. Ambas realidades encontraron su expan-
sión sectorial a finales de la década de los setenta del siglo xx, lo que coinci-
dió con el abaratamiento de las tecnologías frigoríficas industriales.

También, en ambos casos, la consolidación del proyecto marcario gene-
ró una mayor industrialización de las zonas y la homogeneización del pro-
ducto a partir del consenso de ciertos estándares en los diferentes pliegos de 
condiciones aprobados. Esto es importante si analizamos las externalidades 
que generan estos proyectos.

3   Las características mencionadas pueden ser revisadas en Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación de España (s/f a) y Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de España (s/f b).
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En el caso de Teruel, por ejemplo, la consolidación del proyecto marca-
rio extendió la cría de cerdos de las razas de la do, a pesar de que esa cabaña 
ganadera pudiera no estar destinada a producir bajo la marca diferenciada.

Finalmente, en lo relativo a volúmenes de producción, habría que des-
tacar que son las que mayor cantidad producen de ese género a nivel esta-
tal: 278 474 piezas de jamón en 2021, para el caso de la do Jamón de Teruel, 
y 158 248 perniles marcados con do Jamón Guijuelo.

Retomando el panorama general sobre las ig del jamón curado en Espa-
ña, es pertinente destacar que, pese al número de figuras y amplio alcance te-
rritorial de las mismas, los diferentes proyectos ocupan, comparativamente, 
un lugar secundario en lo relativo al volumen de producción. De los 49 mi-
llones de piezas de jamón curado que se produjeron en España en 2021, se-
gún fuentes institucionales, las elaboradas bajo el amparo de una do o igp 
no superaron los 800 000, es decir, menos de un 2% del total (Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, 2021); aunque las piezas elaboradas bajo 
la nomenclatura genérica de Jamón Serrano, reconocida también por la ue 
como Especialidad Tradicional Garantizada (etg), alcanzan los 20 millones. 
A pesar de esa baja cantidad, los territorios donde se encuentran localizadas 
estas ig sí coinciden con los que mayoritariamente elaboran jamón genéri-
co del conjunto del Estado.

No obstante, la realidad descrita puede dar un cambio próximamente si 
la ue aprueba una conflictiva igp denominada Jamón Serrano de España, la 
cual sustituiría la etg genérica en la que no aparecen requisitos de diferen-
ciación y alcance territorial. El proceso está abierto e incluso judicializado 
por parte de algunos consejos reguladores contra la administración. Estos 
últimos señalan la inconsistencia, en caso de consumarse el proyecto de igp 
genérica para todo el Estado, en tanto que, desde sus consideraciones, éste 
atentaría contra la propia idea de diferenciación del terroir y, por consiguien-
te, contra la legitimidad y sentido ontológico de las propias figuras.

No obstante, el trabajo de campo nos mostró algo opuesto: tanto en los 
territorios productores como en el consumidor generalista, existe un desta-
cado uso y presencia simbólica de las ig del jamón que excede su capacidad 
de penetración directa en los mercados de distribución minorista. Aunque 
esto pueda parecer contradictorio, registramos un uso simbólico y recurren-
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te de las figuras en las cartelerías de los establecimientos, los elementos pu-
blicitarios y el discurso de los propios agentes productores y comerciantes,  
si bien esto no se correspondía con lo que se comercializaba o consumía ma-
yoritariamente. Apreciamos así un uso controvertido de las figuras marcarias 
por parte de los productores al emplear las do como un reclamo mercado-
técnico. Recurrentemente, su principal apuesta eran los productos elabora-
dos fuera de la indicación, de los que podían obtener más rentabilidad y que 
contaban con menores restricciones normativas.

A diferencia del vino, donde una bodega tiene exclusividad productiva al 
darse de alta en el Consejo Regulador, los elaboradores de jamón curado pue-
den decidir estratégicamente el volumen de producción que quieren marcar 
bajo el indicador de calidad y que cumplen con los pliegos de condiciones, así 
como decidir cuántos producen al margen de esa figura de calidad. En vista 
de que no deben cumplir con una cuota máxima o mínima, esta decisión for-
ma parte de sus estrategias comerciales y productivas; esto genera frecuen-
temente que convivan jamones amparados con otros que no lo están en una 
misma industria elaboradora (secadero), lo que produce, incluso, una serie 
de prácticas de autocompetencia (Arco, 2020).

Uno de los momentos que nos hicieron pensar en la relevancia de este 
hecho tuvo lugar durante el trabajo de campo en Teruel, cuando acompaña-
mos a un productor miembro de la do en la distribución y venta de su géne-
ro por diferentes localizaciones de la provincia. La mayoría de los jamones 
que transportaba en su furgoneta iban sin ese marchamo, pues pertenecían 
a otra de sus marcas comerciales que no estaba dada de alta en el Consejo Re-
gulador. El vehículo estaba serigrafiado con el logotipo de la do y el nombre 
de la marca bajo la que comercializaba el producto. De hecho, ambos ocu-
paban la mayor parte del espacio disponible. Igualmente, aunque en me-
nor tamaño, podía visualizarse el nombre de esta otra marca, que era la de 
la mayoría de los jamones que transportábamos, así como un lema relacio-
nado con la calidad y la tradición. Al preguntarle por ello, el productor nos 
señaló que prácticamente no tenía stock de jamón de do porque sus clientes 
de confianza apenas lo demandaban y que él escasamente comercializaba en 
mercados con esa necesidad.
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En las diferentes tiendas de alimentación y establecimientos de restau-
ración que visitamos, los jamones con marchamo ocupaban un lugar privi-
legiado, pero de manera simbólica, pues lo que más se comercializaba era el 
producto sin do.

El productor que acompañamos en su recorrido admitió, posteriormen-
te, que el jamón no diferenciado era más rentable, más barato de producir y 
que le podía extraer mayor beneficio; que el sobrecoste del producto diferen-
ciado muchas veces no podía transmitirse completamente en el precio final. 
Por esta razón, priorizaba la venta del genérico a la vez que desplegaba prác-
ticas de autocompetencia; es decir, promovía la venta de un producto no di-
ferenciado como análogo al diferenciado, que si bien los producía de manera  
similar, éste era más asequible. Según pudimos comprobar en el desarrollo 
del trabajo de campo etnográfico, esta práctica estaba bastante extendida en 
los dos territorios.

Los productores utilizaban las do como herramienta de marketing, puer-
ta de entrada a ciertos mercados y a espacios alejados de los mercados loca-
les o regionales que, una vez consolidados, dejaban paso a otras estrategias 
que priorizaban géneros sin marchamar.

De hecho, tal y como pudimos registrar en diferentes establecimientos, 
los habitantes de las zonas productoras apenas compraban productos mar-
cados con do, priorizaban el no diferenciado de productores conocidos. La 
venta de este tipo de productos quedaba relegada a turistas, principalmente, 
con quienes también se activaban con frecuencia las prácticas de autocom-
petencia ya referidas.

En el trabajo de campo también pudimos evidenciar cómo sólo en aque-
llos espacios de distribución generalista, relativos a las grandes superficies 
o tiendas de productos gourmet- delicatessen, el producto era demandado ex-
clusivamente bajo marchamo de calidad diferenciada y por una pequeña par-
te de su público.

Esto representaba un porcentaje muy bajo en el volumen de ventas de la 
mayoría de los operadores adscritos, quienes trabajaban directamente con 
hostelería-restauración, intermediarios, almacenistas y tiendas de proximi-
dad, como carnicerías o de alimentación, que apostaban por la venta de ge-
nérico al ser lo que más demandaba el consumidor generalista.
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Lo paradójico de este tipo de prácticas individuales descritas es que se 
contraponen a los intereses colectivos de la comunidad fabril a la que perte-
necen y, consiguientemente, podrían serlo también al beneficio individual 
del operador en el mediano y largo plazo. Los consejos reguladores se forta-
lecen cuanto mayor producción sean capaces de aglutinar, y es contradicto-
rio para el interés general que se desplieguen este tipo de prácticas. Esto se 
debe no sólo a los ingresos unitarios que el Consejo Regulador obtiene por 
cada pieza marcada que contribuye a la sostenibilidad del proyecto y que lue-
go reinvierten en múltiples servicios a sus operadores —como el marketing y 
publicidad—, sino también por la visibilidad y posicionamiento que un ele-
vado volumen les confiere en un mercado nacional o global.

No obstante, tal y como ha demostrado la teoría social, tener intereses co-
munes no es determinante para la acción colectiva. No podemos dar por he-
cho que esto suceda irremediablemente (Olson, 1992; Paramio, 2000) y, por 
tanto, que los operadores apuesten con determinación por “su” do.

Por ello, como hemos mencionado, son frecuentes las diferentes estrate-
gias de calculabilidad racionalista en materia de comercialización y produc-
ción que dan cuenta de la relación conflictiva entre los intereses individuales 
y los colectivos.

Tras este tipo de prácticas se desvela uno de los problemas clásicos del 
planteamiento microeconómico, que van mucho más allá de los problemas 
habituales que surgen con la propiedad colectiva de una marca, como son los 
relativos a la “calidad” (Fernández y González, 2001), los cuales pueden ser 
útiles para interpretar las paradójicas situaciones anteriormente enunciadas. 
Nos referimos al dilema del prisionero, atribuido a Tucker en la década de  
los cincuenta (Poundstone, 2015), del que emergen dos interpretaciones  
derivadas: el dilema del polizón o free-rider (Olson, 1992) y la tragedia de los 
comunes (Hardin, 1968), la cual se ha analizado en profundidad para el caso 
que nos ocupa en Arco (2020).

Este tipo de acciones y estrategias de cálculo racional llevadas a cabo por 
algunos de los productores adscritos a los proyectos de do, dan cuenta de las 
contradicciones que alberga el propio modelo y de cómo, en un marco de com-
petencia capitalista, estos productores conforman un tipo de comunidad fabril  
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compuesta por un sumatorio de fabricantes individuales que, entre sí, son sus  
principales competidores en los mismos mercados.

De este modo, pudimos apreciar en nuestra etnografía cómo los diferentes 
comportamientos y decisiones que tomaban los productores aparecían me-
diadas por una calculabilidad capitalista que convertía a los consejos regu-
ladores en espacio de poder y de conflicto. Estos tipos de comportamientos y 
decisiones, a nuestro juicio, están plenamente atravesados por una raciona-
lidad neoliberal (Laval y Dardot, 2013; Brown, 2016) que ha sido incorporada 
en los productores como resultado de la expansión de las lógicas, prácticas 
y retóricas capitalistas en un amplio sentido.

En una de las entrevistas, un directivo de un consejo regulador, que a su 
vez era productor histórico y fundador de éste, señaló que la llegada de las 
do en la década de los ochenta había transformado la industria plenamen-
te, con lo que se convirtieron en empresarios. A su juicio, la conformación 
de estos proyectos les introdujo de lleno en el cumplimiento de normativas, 
sistemas de inspección y auditorías específicas, así como en la posibilidad 
de exportación en el mercado comunitario europeo, en campañas de marke-
ting y publicidad más profesionalizadas, en la incorporación de razas porci-
nas específicas con claridad en su genotipo, etcétera.

Paradójicamente, las indicaciones geográficas, cuyo sentido ontológico 
es el de preservar un terroir por medio de la salvaguarda de un patrimonio 
y una tradición elaboradora, transforman un sector y lo “modernizan” por 
completo a partir de la capitalización de sus atribuciones de autenticidad, 
artesanía o tradición, las resignifica para luego utilizarlas de forma simbóli-
ca, estética y mercadológica.

Conclusiones

La propuesta del capítulo ha consistido en analizar, con cierta complejidad y 
densidad, la relación existente entre el modelo europeo de indicaciones geo-
gráficas agroalimentarias y el despliegue de prácticas, retóricas y dinámicas 
propias del capitalismo cognitivo neoliberal y posindustrial. Para ello, hici-
mos un recorrido por el proceso de conformación del modelo agroalimenta-
rio diferenciado en la ue y ahondamos en su capacidad de expansión como 
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estándar de valorización y categorización internacional. Posteriormente, ex-
pusimos nuestros principales argumentos analíticos a través de la descrip-
ción de procesos concretos circunscritos a nuestro principal caso de estudio 
etnográfico: el jamón curado con do en España.

Desde nuestro punto de vista, las ig agroalimentarias, particularmente 
las do estudiadas, constituyen un referente para reflexionar sobre realida-
des más amplias e incipientes, como las dispuestas por el capitalismo neoli-
beral, posindustrial y cognitivo en el que estamos inmersos, para dilucidar 
sobre la homogeneización de los paisajes regulatorios, articulación contem-
poránea entre lo global y lo local, procesos de inflación patrimonial agroa-
limentaria, etcétera.

No obstante, la principal idea que queríamos transmitir a través del tra-
bajo etnográfico es que los alimentos diferenciados configuran una realidad 
compleja, capaz de concurrir en la práctica como procesos, pero también 
como hechos. Las ig son capaces de condensar representaciones y signi-
ficados operativos como marcadores de definición étnicos, políticos y te-
rritoriales. Como dispositivos de ordenación primordialmente políticos, se 
inscriben y encajan en un contexto administrativo específico dentro de un 
régimen que le confiere forma y sentido, cuya consideración es necesaria 
para comprenderlos.

La realidad descrita a lo largo de este capítulo ha pretendido reflejar la 
forma en que las ig agroalimentarias constituyen una herramienta de go-
bernanza neoliberal que valida un orden agroalimentario determinado, con 
una serie de consecuencias y transformaciones visibles en las localizaciones 
y casos descritos, pero que van más allá de ellas.

Paradójicamente, las ig agroalimentarias emergen y se legitiman con-
temporáneamente como una forma de resistencia, en tanto que aspiran a 
ser una respuesta alternativa a la expansión del capitalismo y a las prácti-
cas competitivas homogeneizadoras impuestas desde las grandes industrias 
alimentarias o cadenas de distribución. Si bien a pesar de ser erigidas bajo 
la premisa de constituir un instrumento de protección o resistencia —des-
de la valorización— para los pequeños productores artesanos que emplean 
la tradición, la “autenticidad” y los recursos dispuestos por el medio o terri-
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torio en el que se asientan, podemos afirmar que se comportan con frecuen-
cia de forma análoga.

Así, estas ig reproducen gran parte de los aspectos que presuntamente 
pretenden combatir y develan también la capacidad que tienen de ser una 
cosa y la contraria a la vez, de territorializar y desterritorializar al mismo 
tiempo, en el marco del neoliberalismo (Deleuze y Guattari, 2008).
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Construir la protección de un monumento 
alimentario gestionando su complejidad
Un ejemplo francés: la igp Pato 
para foie-gras del Sudoeste

Frédéric Duhart

Introducción

Chile de Yahualica, Prosciutto de Capitán Pastene, Cocuy de Pecaya, Pirarucu 
Mamirauá, Aceituna de Tacna, Café de Acatenango, Queso Turrialba, Bocadi-
llo Veleño, Rhum de Martinique, Chivito criollo del Norte Neuquino, Maní de 
Transkutukú, Ka’a he’ẽ, Quinua Real del Altiplano Sur de Bolivia o Cacao Los 
Bejucos; unos ejemplos americanos son suficientes para recordar la diversi-
dad de los productos que obtuvieron la protección jurídica de su indicación 
de procedencia tras una patrimonialización institucional. No obstante, todos 
los productos con sello de origen formaban parte de una misma categoría an-
tes de que las comunidades, preocupadas por su futuro, iniciaran los proce-
sos que condujeron a su protección oficial: eran monumentos alimentarios.

En pocas palabras, un monumento alimentario es un producto o un plati-
llo que ocupa un lugar especial en el paisaje alimentario del grupo humano 
que lo obtiene o prepara y que lo consume de manera tradicional.1 Es un pro-

1   La estrecha relación que existe entre “monumento alimentario” y “paisaje alimentario” me 
invita a precisar este último concepto. El paisaje alimentario de un grupo humano es el conjunto de 
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ceso histórico más o menos largo el que confiere el estatus de monumento a 
un alimento, el cual lo hace más visible y cargado de significaciones respecto 
a otros. Este proceso no desemboca necesariamente en una “patrimonializa-
ción no oficial“ del producto o del platillo (Potop, 2010: 75), ésta es siempre 
el resultado de una decisión societal: un alimento nunca será un monumen-
to sin la voluntad expresa de hacerlo patrimonio.

No existe una correlación exclusiva entre el estatus de “monumento ali-
mentario“ y cierta frecuencia de consumo. Hay monumentos alimentarios 
que se ingieren de manera cotidiana, otros que son indisociables de una oca-
sión particular, y otros que constituyen placeres inaccesibles o casi inacce-
sibles para la mayoría de la población. Además, es notable que un individuo 
plenamente integrado en su comunidad social conozca algunas característi-
cas de los monumentos del paisaje alimentario de su grupo de pertenencia, 
aunque no necesariamente los consuma o le gusten.

Por su carácter destacado, un monumento alimentario puede llamar la 
atención fuera de la comunidad de la que constituye parte del paisaje ali-
mentario. De hecho, muchos productos ya gozaban de cierta fama fuera de 
su territorio de origen antes de iniciar el proceso de patrimonialización. Una 
motivación común de quienes recurren a las instituciones para obtener la 
protección de su monumento alimentario es la expectativa de concentrar los 
beneficios de su fama en su territorio. Sin embargo, también se puede elegir 
esta vía con la esperanza de que sea un modo de suscitar el interés por un 
monumento que ha carecido de proyección exterior; es decir, de posicionar-
lo en la oferta global.

Por lo general, decidirse por la patrimonialización institucional de un mo-
numento alimentario es un acto que implica una estrategia de desarrollo so-
cioeconómico. De hecho, actores sociales que optan por inscribir el platillo en  
una lista de Patrimonio Cultural Inmaterial no pierden de vista la posible va-
lorización económica de éste (Quiñones et al., 2022).

los productos que éste reconoce como alimentos. Sus dinámicas y su organización interna recuerdan 
las de un ecosistema y de un espacio vivido.
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Este tipo de patrimonialización puede tener beneficios variados para los 
residentes de un territorio. En efecto, no se reducen a las múltiples consecuen-
cias positivas que el aumento de los ingresos de una parte de la población local 
puede tener en la vida comunitaria, sino que también puede dinamizar la vida 
social de una comunidad, nutrir su orgullo cultural y promover una relación 
más sustentable con los elementos no-humanos del ecosistema (Champre-
donde y González, 2016; Belletti et al., 2017). Claro, ningún sello de origen ha 
generado en la comunidad que lo obtuvo todos los beneficios que éstos pue-
den ofrecer. Los efectos de una patrimonialización institucional sobre la vida 
de una comunidad no son del todo positivos y la producción de un alimento 
con Indicación Geográfica (ig) no es, precisamente, un modelo de sustenta-
bilidad (Vera, 2015; De Jesús et al., 2021; Zattoni y Cazella, 2021). De hecho,  
los casos observables presentan una estimulante complejidad (Pick et al., 
2017; Török et al., 2020; Martínez y Reyes, 2022). Sin embargo, el balance 
global de las experiencias acumuladas conforta la idea ya clásica de que la 
patrimonialización institucional es un excelente instrumento para fomen-
tar el desarrollo territorial sustentable con base en recursos agroalimenta-
rios tradicionales (Vandecandelaere et al., 2010).

Con toda lógica, los actores sociales que inician trámites para obtener la 
patrimonialización institucional de un monumento alimentario lo hacen 
“aquí y ahora“. Es decir, el marco legislativo, los requisitos administrativos 
y los ritmos burocráticos que tienen que tomar en cuenta son los del país al 
que pertenecen: las realidades nacionales en el campo jurídico-administra-
tivo son muy diferentes entre sí (Carimentrand et al., 2019), por lo que quie-
nes encabezan este tipo de proyectos deben considerar los procedimientos 
y las figuras jurídicas que existen en donde están.

Por consiguiente, las legislaciones extranjeras relativas a las Indicaciones 
Geográficas no son de interés inmediato para ellos. En cambio, las soluciones que  
los promotores de otras patrimonializaciones institucionales encontraron 
para resolver un problema universal sí pueden ser útiles; es decir, para difi-
cultades comunes que las personas involucradas en la obtención de un se-
llo de origen oficial pueden encontrar en cualquier parte del mundo y para 
cualquier categoría de productos.
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La obligación de definir un producto de manera compacta en el transcur-
so de un proceso de patrimonialización pone de relieve la complejidad de su 
identidad con frecuencia. Por lo general, al inicio, los miembros de una co-
munidad identifican el producto local de manera imprecisa. Sus respuestas 
a las cuatro preguntas para la identificación básica son del siguiente estilo: 
¿quién lo produce? Gente de aquí. ¿Con qué? Con lo que se debe. ¿Cómo? 
Como se debe. ¿Dónde? Aquí. En otros términos, se contentan con una defi-
nición muy abierta del producto local (Bérard y Marchenay, 2004; Carduza et 
al., 2016). Con “gente de aquí” se refieren a los productores, que pueden ser 
artesanos o industriales; “con lo que se debe“ puede admitir materias primas 
heterogéneas; en cuanto a “como se debe”, los procesos pueden variar de ma-
nera notable; por su parte, la geografía del “aquí” puede ser fluctuante. Cla-
ro, estas diferencias se pueden valorar más en ciertas ocasiones o en ciertos 
contextos: harán una parte de la oferta mejor que otra, más tradicional, más 
identitaria (Duhart y Guerrero López, 2022). Sin embargo, la sociedad local 
acepta la idea de que la existencia de tales diferencias no conduce a la ob-
tención de productos diferentes, sino de varios avatares del mismo alimento.

Responder a las cuatro preguntas de manera precisa y, posiblemente, de-
finitiva constituye una de las etapas más delicadas del camino hacia la ob-
tención de un sello de origen; pues puede impactar de manera durable el 
desarrollo socioeconómico de una macrorregión y del ecosistema que le co-
rresponde.2 Las elecciones que este ejercicio impone pueden tener efectos 
considerables, no sólo sobre la actividad de familias y empresas involucra-
das en la producción del producto que se quiere proteger, sino también sobre 
el patrimonio biocultural y las representaciones identitarias locales. Estas 
decisiones pueden generar el éxito de una producción con sello de origen a 
largo plazo, condenar a una organización productiva a tener problemas de 
funcionamiento crónicos, o llevar a las instituciones encargadas de exami-
nar las solicitudes a descartar un proyecto (Maizi y Amilien, 2007; Gaceta de 

2   Por ejemplo, se pueden observar las múltiples consecuencias, directas e indirectas, de limitar, 
en 1911, el territorio susceptible de producir vino con Appellation d’Origine Bordeaux al departa-
mento Gironde (Roudié, 1988); o de las decisiones relativas a la Appellation d’Origine Roquefort, 
las cuales impactaron hasta la parte francesa del País Vasco y la isla de Córcega (Delfosse, 2007).
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Salamanca, 2012). De hecho, es recomendable dedicarse inmediatamente  
al trabajo de definición precisa del producto en cuanto se expresa el deseo 
de protección institucional del origen (Katz et al., 2008); con lo que se evi-
ta perder tiempo, desperdiciar recursos humanos, y generar desilusiones.3

Una obtención de sello de origen tras otra construye una valiosa experien-
cia común de ig. Se puede sacar provecho de su existencia: familiarizarse con 
casos concretos puede ayudar a gestionar etapas cruciales en el proceso de 
protección institucional de un monumento alimentario. No se trata de leerlos 
como si fueran modelos a seguir, sino como fuentes de inspiración (Bouchra 
et al., 2018; Hernández, 2020). De hecho, nadie podrá pensar que, por dedi-
car este capítulo a la Indicación Geográfica Protegida (igp) Pato para foie-gras  
del Sudoeste, se propone seguir al pie de la letra un esquema de desarrollo 
francés a una rama especializada de la avicultura mexicana.4

Las estadísticas recientes referentes al sector igp Pato para foie-gras del 
Sudoeste muestran el carácter notable que adquirió durante los dos decenios 
que siguieron al registro del sello de origen y que lo protege la Unión Euro-
pea desde el año 2000. En 2021, los 1 173 productores de este sector de igp 
engordaron 19 276 918 patos, cuya transformación dio trabajo a más de 160 
empresas (Loth, 2022). Estas aves (pato y ganso) permitieron obtener más de 
un tercio de la producción mundial de foie-gras. Lo anterior, denota el carác-
ter sobresaliente de este sector, sobre todo si recordamos que estas estadísti-
cas describen una actividad avícola debilitada por una serie de episodios de 
influenza aviar que empezaron durante el invierno 2015-2016.

Entre 2011 y 2015, el sector igp produjo más de 20 millones de patos por 
año (Ripoche, 2012). Por otra parte, un estudio sobre la sustentabilidad del 

3   Es menester recordar que un proyecto de obtención de Indicaciones Geográficas (ig) puede 
fracasar, lo cual puede tener consecuencias negativas para la comunidad solicitante. Cuando los 
actores involucrados en el proyecto igp Knack d’Alsace tuvieron que renunciar a su registro, un pro-
ductor de dicha salchicha declaró: “Mi empresa perdió mínimo 50 000 euros [más de un millón de 
pesos mexicanos] en este triste asunto” (Lienhardt, 2016: 26).

4   En este sentido, es importante mencionar que existe sólo una organización que se dedica a la 
cría de patos para foie-gras en México. Se trata de Chef Premier, una empresa integrada de produc-
ción y transformación de patos criollos de engorda que fue fundada en Morelos por Carlos Alonso 
de Florida Rivero y dos socios, hace una treintena de años.
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sector igp Pato para foie-gras del Sudoeste estimó que éste generó alrededor  
de 46 700 empleos directos e indirectos en el área de producción con sello de  
origen en 2014 (Farrant et al., 2018: 142).

Aunque diferencias en los métodos de cálculos limitan de manera consi-
derable las comparaciones entre cifras de este tipo, estas estadísticas se pue-
den confrontar con datos mexicanos. En 2014, el sector do Tequila generó 
60 mil empleos directos (Luna, 2018: 190), mientras que el sector do Mezcal 
generó, en 2018, alrededor de 30 mil empleos directos e indirectos (Hernán-
dez, 2018: 407). Desde este punto de vista, el sector igp Pato para foie-gras del 
Sudoeste parece mucho más cercano a las preocupaciones mexicanas que si 
consideramos sólo su actividad productiva.

Los solicitantes de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste tuvieron que 
encontrar soluciones originales para que la patrimonialización institucional 
de un monumento alimentario, cuya identidad era extremadamente comple-
ja, fuera eficiente y no se transitara en una vía sin sentido. Por consiguiente, 
el estudio de caso de este sello de origen puede presentar un interés muy le-
jos de Francia, el país cuya población mantiene una relación absolutamen-
te única con el foie-gras.

En diciembre de 2021, 91% de los 1 005 franceses mayores de edad en-
cuestados declararon consumir foie-gras: 67% dijo consumirlo por lo menos 
dos veces al año y 93 % afirmó que formaba parte del patrimonio gastronó-
mico francés (csa, 2021).

El presente capítulo tiene como base un estudio de caso realizado en el 
marco de una encuesta antropológica de larga duración sobre el sector “patos 
y gansos par foie gras” del Sudoeste de Francia. Su articulación será la siguien-
te: primero, consideramos algunos aspectos fundamentales de la igp Pato 
para foie-gras del Sudoeste; después, nos cuestionamos sobre temas esencia-
les para el proceso de solicitud o gestión de un sello de origen. En efecto, la 
investigación fundamental se puede prolongar para buscar respuestas con-
cretas a las necesidades de los actores sociales involucrados o interesados en 
la patrimonialización institucional.
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Estudio de caso: la igp Pato para foie-gras del Sudoeste

 Del monopolio a la necesidad de una igp

Hasta avanzado el siglo xx, un cuarto del sudoeste de Francia tuvo el mono-
polio mundial de la producción de patos para foie-gras; claro, competía con 
otras regiones en el campo de la producción de gansos para este fin (Anser 
anser), no obstante, seguía siendo el único lugar del planeta en donde patos 
Mulards (Cairina moschata x Anas platyrhynchos) y patos criollos (Cairina mos-
chata) se engordaban hasta la obtención de hígados realmente grasos: 300 
gramos mínimo, según la reglamentación europea vigente (Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas, 1991),5 véanse fotografías 1 y 2.

Fotografía 1. Patos Mulard criados en el marco de la igp Pato para foie-gras 
del Sudoeste, subzona Landes, 2016.
Fuente: Frédéric Duhart.

5   Este reglamento es la formalización institucional de una definición tradicional del foie-gras 
de pato, un producto que se identifica inmediatamente por su color y su tamaño notable. De hecho, 
dicho peso mínimo es casi idéntico al mencionado por expertos en el siglo xix (Dronne, 1869: 213).
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Fotografía 2. Foie-gras de pato Mulard crudo, igp Pato para foie-gras del 
Sudoeste, 2008.
Fuente: Frédéric Duhart.

Fotografía 3. Magret de pato mulard Label Rouge la 12-89 e igp Pato para 
foie-gras del Sudoeste, subzona Landes, 2018.
Fuente: Frédéric Duhart.

Atestiguado desde la segunda mitad del siglo vxiii, este monopolio produc-
tivo resultó de una diversificación original de la cultura avícola local des-
pués de la introducción del pato criollo y del maíz. Cebar patos con granos 
de maíz entero mediante un embudo condujo al Sudoeste francés a producir 
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no sólo foie gras de canard, sino también una variante exclusiva de la carne de  
palmípedo preservada en su propia grasa: el confit de canard. A inicios de la 
década de 1990, estos productos contribuían, con una tradición que va desde  
hacía dos siglos antes, a la fama gastronómica regional. Invento culinario 
de 1959, que se había puesto de moda a mediados de los años setenta, la pe-
chuga fresca de pato para foie-gras o magret de canard era otro embajador del 
Sudoeste —la tierra del pato de engorda por excelencia en la mente de los 
consumidores (Duhart, 2009)— (véase fotografía 3).

Sin embargo, un cuarto del Sudoeste de Francia había perdido su antiguo 
monopolio. La rentabilidad de la producción de foie-gras de pato había lla-
mado la atención en otras regiones francesas durante los años ochenta. Por 
ejemplo, en 1991, 6.5% de la producción francesa de foie-gras de pato se ob-
tuvo en Vendée y Maine-et-Loire, dos departamentos totalmente nuevos en 
el mapa de la cría de palmípedos de engorda.6 Esta competencia era preo-
cupante para los productores del Sudoeste, ya que una de las fábricas de en-
latados más prestigiosas de la región comenzaba a emplear masivamente la 
materia prima producida fuera de su cuenca abastecedora tradicional. A esto 
se añadía la amenaza de un desarrollo de la producción de foie-gras de pato 
en el extranjero, aunque los grandes exportadores tradicionales de hígados 
crudos siguieran privilegiando la cría de gansos.

La quincena de toneladas de foie-gras de pato que Madagascar ingresaba 
cada año en el mercado internacional mostraba que la competencia podría 
venir en el futuro de cualquier parte del mundo. La situación de los opera-
dores del Sudoeste, quienes querían diferenciarse afirmando altos estánda-
res de calidad, era además complicada porque no había segmentación del 
mercado. Conformarse con un pliego de condiciones exigente, es decir, obli-
garse a respetar ciertas reglas de producción, como lo hacían los miembros 
de los tres grupos de productores que habían logrado conseguir un sello de 
calidad para los principales productos de sus patos para foie-gras entre 1987 

6   En la década de 1990, la división territorial de Francia era: Région, Département, Arrondis-
sement, Canton et Commune. Españolizo aquí “Département” como se hace de manera corriente.
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y1989,7 significaba, antes de todo, forzarse a ser menos competitivos produ-
ciendo un foie-gras más caro (Duhart, 2009).

Aun cuando el Sudoeste es la cuna de la tradición de producir y transfor-
mar patos para foie-gras, todo indicaba que muchos iban a quitar a la gen-
te de esa región los beneficios de este invento. Por esta razón, el reglamento 
del Consejo de las Comunidades Europeas, relativo a la protección de las in-
dicaciones geográficas (ig) y de las Denominaciones de Origen (do) de los 
productos agrícolas y alimenticios, llamó la atención en la región desde que 
se publicó en julio de 1992.

Apenas un mes y medio después de su publicación, la Asociación para la 
Defensa del Palmípedo para Foie Gras del Sudoeste (palso) fue creada. Se 
trató de una iniciativa de la Cámara de Agricultura de Landes, cuyo presi-
dente, Gérard Capes, era un avicultor experto en temas de legitimación ins-
titucional de la calidad. Actor de la obtención del primer sello Label Rouge 
en 1965 para el pollo amarillo de Landes (Saberan et al., 2014),8 y quien tam-
bién había desempeñado un papel clave en la obtención de uno de los sellos 
de calidad que mencionamos, el Label Rouge la 12-89. Él y su entorno en-
tendieron inmediatamente que el texto europeo anunciaba una legislación 
que iba a romper con una tradición reglamentaria francesa, en la cual el ele-
mento determinante para definir el origen de productos, como los del pato 
para foie-gras, era su lugar de transformación (Duhart, 2009; Ducasse, 2017).

A diferencia de otras organizaciones que nacieron poco después, el pal-
so descartó pronto la posibilidad de obtener una Denominación de Origen 
Protegida (dop) para productos del pato para foie-gras, ya que consideró que 
la definición de este sello de calidad daba demasiada importancia a un vín-
culo directo entre un producto y un “medio geográfico” para que se pudie-
ra otorgar a dicha ave. Por consiguiente, sin perder más tiempo, se orientó 
hacia la solicitud de igp. Decenios después, parece que tuvo razón en proce-

7   La Quercynoise (Lot, 1987), laso (Landes, 1989) y Avigers (Gers, 1989). 
8   Label Rouge: sello francés que diferencia a los productos que presentan, por sus condiciones 

de producción o de fabricación, un grado de calidad superior al de los productos similares que se 
encuentran de manera habitual en el mercado.
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der así: ningún colectivo ha logrado obtener todavía una dop para produc-
tos del pato para foie-gras.

Construir un Sudoeste

La primera tarea de los futuros solicitantes de la igp fue definir la extensión 
de la zona en la cual se podría producir el pato. Ahora bien, los únicos lími-
tes indiscutibles del Sudoeste de Francia son la frontera con España, al sur, 
y la costa del Golfo de Vizcaya, al poniente. No hay criterios objetivos para 
determinar hasta dónde se extiende el Sudoeste hacia el norte y el oriente. 
Por consiguiente, la determinación del contorno sudoeste ha sido siempre 
arbitraria, una cuestión de puntos de vista sobre la importancia relativa de 
varios criterios potencialmente diferenciadores. El palso, como asociación 
de productores y transformadores, tenía la necesidad de delimitar una zona 
extensa. Era menester que las fábricas interesadas por la protección de la 
indicación de procedencia “Sudoeste” pudieran disponer siempre de mate-
rias primas con sello de origen en cantidad suficiente para responder a sus 
necesidades. Lo que implicaba tomar en cuenta el hecho de que, si los pro-
ductos con igp conocían un éxito comercial, aumentaría la cantidad de ma-
terias primas que iban a necesitar (Filippi y Triboulet, 2006). Delimitar un 
área de producción garantizada por un sello de origen es prever que, tras su 
obtención, el planeta se dividirá en dos: el espacio que produce la mercancía 
auténtica y el resto de la superficie terrestre. Una solución hubiera sido esta-
blecer una estricta correspondencia entre el área de producción bajo igp y las 
dos regiones administrativas, en donde los primeros miembros del palso se 
ubicaban en Aquitaine y Midi-Pyrénées. Pero la asociación eligió una opción 
más federativa: abrir la posibilidad de participar en la producción con sello 
de origen a todos los operadores que podían estar legítimamente interesados; 
es decir, aumentar la fuerza del grupo involucrado en el proyecto común en 
vez de dejar de lado a posibles competidores. Por consiguiente, un proceso 
que hubiera podido ser un clásico ejercicio de protección de intereses, más 
o menos inmediatos, tomó una dimensión francamente original. Afirmó la 
existencia de un área cultural, en la cual el pato para foie-gras constituía un 
patrimonio biocultural (Duhart, 2022), con lo que dejó en un segundo plano 
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las cuestiones de límites administrativos que obsesionaban, por lo general, 
en Francia. De los contactos que se tomaron, resultó la integración de la to-
talidad del departamento Corrèze y tres cantones de Haute-Vienne (región 
Limousin), y de cinco cantones de Aude (región Languedoc-Roussillon). El 
palso consideró también una integración de los cantones de Charente (re-
gión Poitou-Charentes), que habían contribuido de manera notable a la histo-
ria del foie-gras, pero su propuesta no interesó a los tomadores de decisiones 
locales.9 Esta política abrió finalmente la posibilidad de producir con igp Pato 
para foie-gras del Sudoeste en un área cuya superficie es aproximadamente 
90 500 km2 (Duhart, 2009: 449).

En 2015, el hecho de que esta área se definiera sin buscar que sus límites se 
correspondieran con los de las regiones administrativas existentes evitó que 
la división de Francia en regiones administrativas más amplias cuestionara 
su legitimidad (Béhar et al., 2021). Por el contrario, desde entonces, el área 
en la cual se puede producir patos para foie gras con igp se ha extendido por  
los territorios de dos regiones que conformaban un espacio demasiado ex-
tenso para poder calificarse como un cuarto del Sudoeste de Francia: Nou-
velle Aquitaine y Occitanie.

La región productora de patos para foie-gras era fundamentalmente un 
conjunto de territorios con identidades, historias y expectativas diferentes. 
En muchos de ellos, la idea de la protección de la indicación de procedencia 
“Sudoeste” parecía totalmente satisfactoria. Pero no era el caso en Périgord, 
donde los operadores interesados en el desarrollo de una producción local 
con sello de origen estimaban que el nombre de esta provincia necesitaba 
también una protección. Sabían que su denominación valía oro, debido a la 
gloria de más de dos siglos de evocaciones entusiastas en los discursos culi-
narios y gastronómicos franceses y extranjeros le conferían (Duhart, 2004). 
Por consiguiente, entre 1995 y 1997, negociaron dentro del palso para obte-
ner la protección de Périgord sin tener que renunciar a la igp Pato para foie-
gras del Sudoeste (Cuntigh y Smith, 2005).

9   Como se ha señalado en una nota anterior, el canton es la división territorial francesa inter-
media entre el arrondissement y la commune.



105

Construir la protección de un monumento alimentario…

La adopción de un sistema inspirado en la subdivisión del viñedo de Al-
sacia permitió resolver el problema de los operadores de Périgord. Se decidió 
qué subzonas podrían identificarse dentro del área de producción Sudoeste  
y que un producto procedente de alguna de ellas se consideraría, como condi-
ción exclusiva, elaborado en esa región (a partir de patos criados, encebados, 
sacrificados y destazados ahí). La reacción inmediata de todas las cámaras de 
agricultura departamentales al planteamiento de esta posibilidad fue propo-
ner que el territorio, que dependía administrativamente de ellas, fuera una 
subzona. Hubo hasta veinte subzonas inscritas en una lista provisional. Sin 
embargo, el legislador europeo pidió restringir su número. Por consiguiente, 
se decidió reservar el estatus de subzonas a territorios que podían justificar 
el hecho de que gozaban de una fama particular. Por último, seis subzonas 
quedaron en la solicitud igp. Dos correspondían exactamente con un depar-
tamento (Landes, Gers); tres llevaban el nombre de una antigua provincia y 
se extendían por los territorios de varios departamentos (Périgord, Quercy, 
Gascogne), y una correspondía con una subdivisión cultural del departamen-
to de Landes (Chalosse) (palso, 1998; Ducasse, 2017) (véase fotografía 4).

Fotografía 4. Tarro de foie-gras mi-cuit. igp Pato para foie-
gras del Sudoeste, subzona Périgord, 2012.
Fuente: Frédéric Duhart.
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La puesta en discurso de esta geografía del área de producción cambió con 
el tiempo. En 2012, el nombre oficial de la igp cambió de “Pato para foie-gras 
del Sudoeste” a “Pato para foie-gras del Sudoeste (Chalosse-Gascogne-Lan-
des-Périgord-Quercy)”. Esta adhesión no perjudicó el valor comercial de los 
productos procedentes de subzonas, ya que sus etiquetas no dejaron de se-
ñalar de manera clara su especificidad. Incluso, después de este cambio em-
pezó realmente la valorización de la subregión Quercy, con la creación de un 
logotipo, mayores esfuerzos de comunicación, etcétera. Este caso señala la 
importancia de actuar pensando más allá de intereses inmediatos en la or-
ganización formal de un área de producción con sello de origen.

Enmarcar la producción de pato para foie-gras

Desde su primera versión, el pliego de condiciones básicas asociadas con la 
igp Pato para foie-gras del Sudoeste fue pensado para permitir la integración 
masiva de productores con perfiles diversos (palso, 1998). Sin sorpresa, se 
autorizó la producción intensiva: la industria de la conserva regional nece-
sitaba volúmenes de materias primas importantes, y se podía esperar que 
pronto necesitara mucho más. Se sabía que la obtención de la igp podría 
compensar una pérdida de competitividad frente a los productores, sólo si 
esta última se mantenía a un nivel razonable.10 Además, no se podían defi-
nir los criterios de producción de la futura igp como si se tratara de crear un 
sector ex nihilo. Durante los últimos decenios, un número respetable de ex-
plotaciones agrícolas familiares se había incorporado en el ciclo de la pro-
ducción moderna del pato para foie-gras (Caplanne, 2003).

No tomar en cuenta su existencia, principalmente cuando estaban su-
friendo la competencia exterior, hubiera sido estratégicamente ilógico y so-
cialmente irresponsable. De hecho, se estableció un límite a las posibilidades 
de intensificación de la producción para no crear competencia interior. Se 
prohibieron todas las prácticas que podían ubicar las calidades tecnológicas, 

10   En una entrevista sobre el sentido de la solicitud de igp en 1995, Gérard Capes declaró: “Ele-
gimos un dispositivo que permite a la producción regional sostener la competencia de los productos 
que vienen de afuera” (Ducasse, 2017: 82).
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organolépticas y simbólicas de los productos igp Pato para foie-gras del Su-
doeste por debajo del umbral de inclusión en la categoría “estándar bueno”. 
Para esto, se establecieron, según los casos, valores mínimos o máximos au-
torizados, como producción anual máxima por explotación, superficie cu-
bierta mínima por pato durante la fase de cría en el aire libre, etcétera.

En 2011, la necesidad de mantener una buena competitividad global del 
sector igp Pato para foie-gras del Sudoeste condujo a reducir la duración mí-
nima autorizada de cebo: pasando de doce a diez días. Esta decisión permitía, 
a quien así lo deseara, ponerse en igualdad de condiciones con los produc-
tores a gran escala de otras regiones sin tener que renunciar a la producción 
con sello de origen. No se trató de una concesión, pero sí de una adaptación 
a un contexto productivo nuevo. En efecto, una comisión independiente ha-
bía atestiguado que este cambio de prácticas no tenía efectos sobre la calidad 
organoléptica del foie-gras (palso, 2011a y 2011b). En cambio, los adminis-
tradores de la igp nunca aumentaron las posibilidades de producción anual 
máxima; es decir, no buscaron incluir en el sector que trabajaba con sello de 
origen a los grandes productores regionales, a quienes se les negó acceder a 
la igp Pato para foie-gras del Sudoeste en el momento de su creación.

Es importante subrayar que no se trató de una exclusión teórica, pues en 
los años noventa ya existían en la región productores masivos, incluso uno  
de ellos estaba tan interesado por la valorización comercial de la designación de  
procedencia “Sudoeste” que intentó obtener un no-registro de la igp por me-
dio de las instituciones europeas (tpi-ce, 2001).

Un pasado muy reciente recordó que la aceptación de los métodos inten-
sivos en el pliego de condiciones de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste se 
limita a cierta idea de calidad. En 2022, la escasez de anadones mulard ma-
chos, debido a la influenza aviar, condujo al Comité Interprofesional de los 
Palmípedos para Foie-Gras a aceptar que unos productores franceses emplea-
ran hembras de esta especie en la producción de foie-gras (Loiseau, 2022). En 
cambio, los administradores de la igp no renunciaron a uno de sus principios 
fundamentales, establecido con base en una representación del foie-gras de 
más alta calidad, por lo menos centenaria: “Sólo los patos machos se autori-
zan para la producción de productos igp” (palso, 2011a: 4).



108

Frédéric Duhart

En cambio, los solicitantes de la igp nunca quisieron excluir a los pro-
ductores “más pequeños” del futuro sector protegido por un sello de origen. 
Conocían bien la importancia de la producción de patos para muchos agri-
cultores que no empleaban métodos intensivos y respetaban el valor cultu-
ral de su saber-hacer.

La posibilidad de obtener productos con igp a partir del pato criollo fue 
decisiva para que los solicitantes promovieran la adhesión de pequeños pro-
ductores a su proyecto: a mediados de los años noventa, cebar patos criollos 
para obtener foie-gras era una práctica minoritaria. Este fenómeno no coinci-
día con la pérdida de una tradición, sino que era la consecuencia del regreso 
a la normalidad de un sistema de producción bicentenario en el que el ar-
quetipo del mejor pato para foie-gras era el mulard, y el pato criollo desempe-
ñaba sólo un papel secundario; se había acabado el breve periodo durante el 
cual la política comercial de las grandes incubadoras nacionales había trans-
formado el cebo de patos criollos en una actividad muy rentable. Por consi-
guiente, sólo unos pequeños operadores estaban todavía interesados en la 
producción comercial de pato criollo de engorda (Duhart, 2009).

El pliego de condiciones de la igp permitía también obtener productos 
con sello de origen sin renunciar a muchas tradiciones locales, familiares o 
empresariales. No imponía una duración máxima de los periodos de cría en 
el aire libre y de cebo. Siempre que fuera limpio y producido en el Sudoeste; 
el maíz empleado para cebar podía ser blanco o amarillo, crudo o cocido, na-
tural o salado, etcétera; los patos se podían sangrar al nivel del cuello o del 
pico; y se podía practicar la evisceración en frío o en caliente (palso, 1998).

Cuando la aplicación del pliego de condiciones inicial reveló como fallo 
la comprensión de las necesidades de productores fermiers,11 se buscaron so-
luciones para facilitar su integración al sector igp. El ritmo de la administra-

11   Fermier no tiene definición legal en el campo agroalimentario. Muchos consumidores lo 
entienden instintivamente como algo “de rancho”; por ejemplo, huevos de rancho. Por productor 
fermier, se entiende el agricultor que produce su materia prima, la transforma y la vende en forma 
de producto final —por lo general, en circuito corto—. Más adelante, encontraremos el término fer-
mier asociado con un pato con sello de calidad nacional: label rouge. En este caso, señala que el ave 
tuvo acceso a un espacio exterior.
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ción hizo que las modificaciones destinadas a corregir la situación inicial no 
entraran en vigor antes de 2012. Si bien su publicación fue tardía, debe valo-
rarse la voluntad de establecer un pliego de condiciones favorable a dichos 
productores desde 2002 (Duhart, 2009; palso, 2011a).

En Périgord o en cualquier otra parte del área en donde es posible produ-
cir pato para foie gras con signo de procedencia, un miembro de la comuni-
dad igp tiene la obligación de respetar los criterios propios y darlos a conocer 
para diferenciar sus productos dentro de la producción igp (Boireau-Tarta-
rat, 2012). También puede formalizar su voluntad de ofrecer productos de 
una calidad diferenciada respetando las normas de un label rouge en vez de 
aplicar el pliego de condiciones habitual de la igp. Existen algunos matices 
entre los dos tipos de label rouge que reglamentan la obtención de productos 
crudos (la 12-89 y la 16-89); sin embargo, ambos exigen que los patos sean 
mulards de tipo pesado, que se ceben con maíz entero y que hayan cumplido 
102 días mínimo al momento de su sacrificio. En cuanto al label rouge que ga-
rantiza la calidad de productos transformados (la 19-02), su pliego de con-
diciones obliga a preparar foie-gras entero y confit de manera tradicional, y 
a salar en seco los magrets curados o ahumados (Avigers, 2017; palso, 2017; 
alfgl, 2015). Véanse fotografías 5 y 6.12

Estos ejemplos bastan para recordar que el sector igp fue construido para 
no excluir a los operadores de la región Sudoeste de la posibilidad de hacer 
referencia al origen en su producción, y quienes querían ofrecer una cali-
dad diferenciada.

Sin embargo, la obtención de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste con-
dicionó la posibilidad de relacionar los principales productos de este pato 
con las siete igp con una adhesión vinculante a una comunidad profesional. 
Obligó a quienes solían evocar el Sudoeste, o a una de sus seis subregiones 
registradas en su comunicación comercial, a elegir entre integrar el sector 
igp o renunciar al uso de dicha denominación de origen.

12   Se emplean materias primas Label Rouge la 12-89 para elaborar los productos transforma-
dos Label Rouge la 19-02.
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Fotografía 5. Lata de mollejas confitadas Label Rouge la 19-02 
e igp Pato para foie-gras del Sudoeste, subzona Landes, 2020.
Fuente: Frédéric Duhart.

Fotografía 6. Rebanadas de magret curado Label Rouge la 19-02 e igp Pato 
para foie-gras del Sudoeste, subzona Gascogne, 2019.
Fuente: Frédéric Duhart.

Antes del correctivo de 2012, unas reglas relativas a la gestión de la cría pu-
dieron mantener a unos pequeños productores que querían trabajar con se-
llo de origen fuera de la igp, pero este factor limitante desapareció. De este 
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modo, es difícil considerar que la existencia de la igp privó a un grupo de pe-
queños operadores interesados en el uso de una de las siete indicaciones de 
procedencia registradas del derecho de usarla. Lo cierto es que la existencia 
de dicho distintivo condujo a la aparición de la categoría heterogénea de los 
autoexcluidos del derecho de relacionar sus productos con el nombre del 
área en la cual los obtienen o los elaboran. Entre muchos otros, encontra-
mos a quienes no quieren pagar gastos relacionados con el hecho de poder 
vender un producto con sello de origen, quienes no desean más reglamentos 
y controles, y quienes no se pueden adherir por razones ideológicas. Mien-
tras que, por otro lado, existen también quienes no quieren comprometerse 
en ofrecer siempre a sus clientes lo que garantiza la igp: productos elabo-
rados según los protocolos sanitarios y técnicos estrictos, a partir de patos 
criados, cebados con maíz y sacrificados en un Sudoeste precisamente deli-
mitado (Duhart, 2009; Smith, 2020).

La gobernanza del sector igp Pato para foie-gras del Sudoeste

El esfuerzo de unirse para defender intereses comunes para obtener la igp 
Pato para foie gras del Sudoeste fue la primera etapa de un proceso que condu-
jo a la instauración de una gobernanza sectorial en la región bastante eficaz.

El grupo solicitante del sello de origen, el palso, sigue siendo el princi-
pal órgano de gobernanza del sector igp. Con el tiempo, su reconocimiento 
institucional y su capacidad de acción aumentaron. En julio de 2007, el Ins-
tituto Nacional del Origen y de la Calidad (inao)13 lo reconoció como Orga-
nismo de Defensa y de Gestión de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste y 
del label rouge la 12-89 Foie gras crudo y productos del corte de pato mulard 
(inao, 2007c).

Este estatus implica que se reconozca el ejercicio legítimo de siete misio-
nes fundamentales al palso, en contrapartida a su compromiso de llevarlas 
a cabo de manera satisfactoria. Cuatro se consideran principales: 1) contri-
buir a la aplicación de los pliegos de condiciones por los operadores y parti-

13   Antes de 2007, Instituto Nacional de las Denominaciones de Origen.
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cipar en la realización de los planes de control y de inspección; 2) actualizar 
las listas de operadores y transmitirlas con regularidad al organismo de con-
trol y al inao; 3) participar en las acciones de defensa y de protección de los 
nombres, de los productos y de sus áreas de producción, y participar en la 
valorización de los productos y en el conocimiento estadístico del sector pal-
mípedos de engorda; 4) aplicar las decisiones del Comité Nacional del inao 
igp-Label Rouge-stg que le correspondan. Las otras tres misiones están re-
lacionadas con las precedentes: 5) elegir el organismo encargado del con-
trol del cumplimiento de los pliegos de condiciones; 6) elaborar, con dicho 
organismo, el plan de control y transmitir un aviso sobre éste; 7) responder 
positivamente a cualquier solicitud del inao referente a las informaciones 
colectadas en el marco de sus misiones (inao, 2017). El palso pudo obtener 
el estatus de Organismo de Defensa y de Gestión porque su funcionamien-
to cumplía con los tres criterios requeridos por el inao: representatividad, 
funcionamiento democrático y representación equilibrada de todas las ca-
tegorías de operadores del sector.

Concretamente, la única condición para que un operador pueda formar 
parte del sector de productores con igp es que un organismo de control in-
dependiente acredite que trabaja respetando su pliego de condiciones. El 
palso no tiene derecho de decidir quién es admitido o no entre los opera-
dores que cumplen con este requisito. De la misma manera, el único motivo 
posible de exclusión es la comprobación del incumplimiento de dicho plie-
go (inao, 2017).

Todos los operadores del sector igp Pato para foie-gras del Sudoeste son 
miembros de derecho del palso. Se clasifican en función de su actividad en 
dos colegios: productores y organizaciones de productores, las cuales for-
man parte del Collège Amont; mientras que quienes se encargan del sacri-
ficio, del corte, de la transformación y de la comercialización constituyen el 
Collège Aval. En el marco de una asamblea general, cada colegio elige a seis 
representantes en el Consejo de Administración y a diez en el Comité Con-
sultativo de Dirección. En dicho Comité, participan también cinco miembros 
de un colegio con voz consultativa conformado por representantes de las cá-
maras consulares, de los sindicatos y de unas asociaciones locales. Una vez 
constituido, el Consejo designa una oficina y, con el apoyo del Comité, esta-
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blece comisiones por secciones, una comisión de desarrollo sustentable y 
un comité de expertos.

Esta democracia interna ha funcionado bien hasta el día de hoy, ya que 
nunca ha habido una crisis de funcionamiento en el seno del palso. La ma-
yor preocupación de sus socios es la eficiencia de la estructura en el ejerci-
cio de sus misiones, de ahí que esta asociación tenga un carácter notable. En 
31 años de existencia, sólo ha sido presidida por tres personas: Gérard Capes 
(1992-2001), Marcel Saint-Cricq (2001-2016) y Chantal Brèthes (desde 2016). 
En este caso, mantener un presidente o una presidenta en su función corres-
ponde a un deseo de continuidad en la acción y en la representación de la 
asociación. De hecho, estas tres fuertes personalidades comparten algunos 
rasgos: son productores con una gran experiencia del sistema cooperativo y 
con una notable implicación sindical o asociativa (Monteil, 2016; Ducasse, 
2017). Además de sus competencias profesionales, la persona que ocupa la 
función de presidente del palso tiene que encarnar el ideal de compromi-
so —considerado como un elemento clave— para la buena gobernanza del 
sector igp Pato para foie-gras del Sudoeste.

Un factor de eficiencia del palso es el carácter permanente de su plan-
ta administrativa. Los dos cambios de presidente no se tradujeron en la re-
novación parcial o completa del personal administrativo. Marc Roose ocupó 
la función de director desde su creación, en 1996, hasta su retiro por jubila-
ción, en 2024. La ingeniera agrónoma Agnès Loth y la encargada de gestión 
Audrey Jauveau, si bien tuvieron predecesores, desde hace bastantes años 
ocupan sus respectivos puestos. Tal estabilidad significa la existencia de un 
equipo que conoce perfectamente las sutilezas de los pliegos de condicio-
nes, las relaciones con cada operador, etcétera. Esto también permite a los 
socios y a los representantes de instituciones que interactúan con la asocia-
ción mantener un diálogo personalizado a largo plazo.

Otras asociaciones contribuyen con el palso para una buena gobernanza 
sectorial, dos constituyen a organismos de defensa y de gestión de un label 
rouge: la Asociación para la Promoción y la Defensa de los Productos del Pato 
Fermier para Foie-Gras de Landes [la 19-02] (inao, 2007a) y la Asociación 
Avícola del Gers (la 16-89) (inao, 2007b). Por su parte, asociaciones como 
Foie Gras du Périgord o Gers Foie Gras se centraron en una triple misión: 1) 
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apoyar en el proceso de certificación de su explotación a los productores que 
quieran entrar al sector igp; 2) servir de conexión entre los productores y el 
conjunto formado por el palso y los organismos de control; y 3) promocio-
nar los productos de su subregión (Volonté Paysanne du Gers, 2012).

Discusión

La eficiencia de una definición de producto

El aspecto más destacable de la acción de los solicitantes de la igp Pato para 
foie-gras del Sudoeste fue que lograron establecer una buena definición del 
producto que querían ver protegido por la Unión Europea. Claro, conseguir 
el sello fue algo importante. No obstante, las instituciones protegen, si les pa-
rece conveniente, lo que se les pide proteger. En otros términos, un pato del 
Sudoeste definido de otra manera que el descrito en el dossier de candidatu-
ra hubiera podido obtener la igp. De hecho, por motivos ideológicos, a veces 
diametralmente opuestos, algunos actores de la producción o de la transfor-
mación del pato en el Sudoeste de Francia hubieran preferido que así fuera.

Tres criterios permiten considerar de manera objetiva que la definición 
del pato para foie-gras del Sudoeste que se propuso en el expediente de soli-
citud de la igp fue bien pensada: 1) su operabilidad, 2) su coherencia con las 
realidades productivas y 3) su eficacia patrimonial. La importancia econó-
mica que adquirió el sector no se considera en una evaluación de este tipo, 
ya que hay productos con sello de origen que son muy rentables, pero cuyas 
definiciones validadas por la patrimonialización institucional presentan de-
bilidades si consideramos los tres criterios antes dichos.14

La operabilidad de la definición del pato del Sudoeste, legitimada con la 
obtención de la igp, es destacable. Desde junio de 2000, no originó conflic-
tos mayores entre los actores involucrados en la producción bajo dicho sello 
de procedencia; por consiguiente, no hubo necesidad de modificar la defi-

14   En México, se puede pensar en la historia de la definición legal de la Denominación de Ori-
gen Tequila y sus múltiples consecuencias societales, ambientales, etc. (Hernández y Ramírez, 2023).
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nición inicial de “pato del Sudoeste” con correctivos excluyentes pensados 
en resolver una crisis interna. Por su parte, la delimitación inicial del área de 
producción fue oportuna, ya que no fue necesario extenderla hasta la fecha 
y no hubo conflictos internos en relación con ella.

Los solicitantes de la igp propusieron una definición en coherencia con 
las realidades productivas regionales. Desde el año 2000, el Pato para foie 
gras del Sudoeste pudo ser un ave criada y cebada en explotaciones de tama-
ños muy diversos, según los diferentes esquemas de producción. Se descartó 
sólo la producción ultra intensiva a escala gigante, ya que hubiera sido una 
amenaza a mediano o largo plazo para el equilibrio socioeconómico regional. 
Por consiguiente, hubo una clara voluntad de emplear la patrimonialización 
institucional para el beneficio de todos quienes tenían un interés legítimo en 
anteponer el origen Sudoeste de sus productos. Nunca existió la intención de 
reservar el sello de origen a un grupo restringido; de hecho, posteriormen-
te se hicieron esfuerzos para facilitar la integración de pequeños producto-
res y el mantenimiento de grandes operadores en el esquema de producción 
igp. Esta política tuvo éxito: en 2019, 85% de los patos que se produjeron en 
el área de la igp se beneficiaron de este sello de origen (afp, 2021).

Esta estadística se debió no sólo a la actividad de los grandes grupos coo-
perativos, sino también a que pequeños productores independientes opta-
ron por la producción con igp, lo que confirma el carácter oportuno de la 
definición inicial.

El registro de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste protegió un produc-
to cuya definición poseía una gran eficacia patrimonial, ya que se construyó 
tomando en cuenta todos los elementos que contribuyen de manera tradi-
cional a la obtención de la mejor calidad posible. Por su parte, admitir que 
un pato para este fin podía ser mulard o criollo muestra una clara voluntad 
de asumir la complejidad del monumento alimentario regional.

Utilidad del pragmatismo y necesidad de la confianza

Una característica notable del trabajo de los creadores de la igp Pato para foie-
gras del Sudoeste y de sus sucesores fue su atención respetuosa a la comple-
jidad de las realidades del terreno. Esto les condujo a abordar muchos temas 
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de manera pragmática. La estrategia productiva y unos criterios culturales 
importaron más que los límites administrativos en la delimitación y la sub-
división del área de producción, y una regla orientó su praxis normativa: no 
es necesario transformar una normalización en una uniformización abrup-
ta. Especialmente, cuando existen diferentes maneras de conformarse per-
fectamente con un criterio básico imprescindible, y se puede aceptar esta 
diversidad.

Las normas de esta igp se crearon más para crear una base mínima de 
identificación que para codificar la fórmula de obtención de un producto 
uniforme. Los actores del sector pueden contentarse con cumplir las exigen-
cias mínimas o decidir ser más exigentes. Estos aspectos llamativos de la igp 
Pato para foie-gras del Sudoeste son fruto del trabajo de actores de las esferas 
agrícolas y agroalimentarias francesas. Por consiguiente, recuerdan que in-
cluso en el marco de un sistema jurídico-administrativo notablemente rígi-
do puede quedar una posibilidad de creatividad en el momento de solicitar 
la patrimonialización institucional de un monumento alimentario. Evaluar 
en qué medida una posibilidad semejante de innovación existe en el contexto 
legislativo-normativo nacional puede ser útil al inicio de un proyecto de ob-
tención de un sello de origen. Con suerte, puede existir, y si no es el caso, vale 
la pena evaluar si las exigencias en materia de redacción de solicitudes de ig 
permiten tomar en cuenta, de manera satisfactoria, las especificidades del 
 producto que se busca proteger. De este análisis, se puede concluir que es 
mejor pensar en otra posibilidad de protección o de legitimación. Entre ellas, 
la inscripción en el Arca del Gusto de Slow Food o la creación de una marca 
colectiva. Tales formas de “valorización informal de la localización” son di-
versas y cambian según los países (Bérard y Marchenay, 2007).

En absoluto, pueden representar alternativas interesantes a una patrimo-
nialización institucional para ciertos productos. En el mundo, tal como es, su 
potencial puede ser relativo (Poméon et al., 2011; Villegas y Cervantes, 2017), 
ya sea por cuestiones de derecho comercial local o por un motivo más univer-
sal. La eficiencia de la valorización informal de un producto con origen está 
casi totalmente condicionada por la capacidad de quienes lo producen o lo  
ofrecen en el mercado al organizar una autogestión estricta de un bien co-
mún e inspirar confianza en los consumidores. Lo que no implica sólo ser 
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confiable o por lo menos parecerlo, sino también no vivir en una sociedad 
de desconfianza.

De hecho, la confianza también es fundamental para la valorización de 
los productos que se benefician de un sello de origen. Invertir para ganar el 
derecho de señalar a sus clientes que sus productos proceden del Pato para 
foie-gras del Sudoeste tiene sentido por tres razones. En primer lugar, un plan 
de control de la aplicación del pliego de condiciones existe y funciona bien. 
Segundo, el palso y los servicios de represión de los fraudes de la Repúbli-
ca francesa luchan activamente contra los usos engañosos de la indicación 
geográfica Sudoeste. Por último, se sabe que la detección de un fraude tie-
ne consecuencias reales para quien lo comete (Roose, 2019; dgccrf, 2019). 
Si Francia fuera un país del que se sospeche, con o sin razón, que los resulta-
dos de los controles se compran o que los jueces de los tribunales de comer-
cio son corruptos, la producción de patos con igp perdería interés tanto para 
los productores como para los compradores.

Visibilizar y educar: contar con el consumidor

La patrimonialización institucional de los monumentos alimentarios tam-
bién se puede considerar desde el punto de vista del consumo. En las etique-
tas de los productos igp Pato para foie-gras del Sudoeste, se puede ver el sello 
de origen orgullosamente materializado por medio de dos logotipos: el de la 
Unión Europea y el de los miembros de la comunidad de los operadores ad-
heridos a la igp, como puede verse en la fotografía 7.

Fotografía 7. Logotipos en la etiqueta de una lata de confit Pato para foie-
gras del Sudoeste, subzona Gers, 2021.
Fuente: Frédéric Duhart.
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Este procedimiento facilita su identificación por el comprador que sabe lo 
que busca, y a quien todavía no lo conoce le señala que el alimento goza de 
un estatus especial. En otras palabras, constituye un excelente medio para 
impulsar, fortalecer y perennizar el mercado de un producto con sello de ori-
gen. El uso del logotipo es probablemente la mejor manera de fomentar una 
conciencia gastronómica favorable al producto, un objetivo que tiene mucho 
sentido si se espera que su producción sea un factor de desarrollo territorial. 
Se puede esperar, aún más, que los efectos del etiquetado explícito de un pro- 
ducto con sello de origen estén amplificados en ciertos contextos por un sen-
timiento de pertenencia a la nación o a la región, de nostalgia del migrante,  
etcétera. Por consiguiente, no sorprende que la valorización del carácter es-
pecífico de un producto con sello de origen, mediante un logotipo estandari-
zado, sea una práctica corriente fuera de la Unión Europea: Argentina, Chile, 
India, Túnez, entre otros.

En cambio, llama la atención la existencia de países en donde la protec-
ción institucional de un número creciente de indicaciones de procedencia no 
se acompaña de políticas concertadas de visibilización de los productos con 
ig. México forma todavía parte de esta categoría. Es verdad que unos conse-
jos reguladores se dotaron de un logotipo, pero eso no se emplea de manera 
sistemática sobre los productos que se benefician de la denominación de ori-
gen (do). No existe tampoco un logotipo controlado por los servicios del go-
bierno que permita distinguir a simple vista los productos que forman parte 
de la categoría “productos con do mexicanos”.

Orientarse hacia una visibilización más eficaz del estatus de los produc-
tos mexicanos con sello de origen, probablemente, podría ser de interés tanto 
en los mercados de exportación como en el mercado nacional.15 Una cosa es 
cierta: una estrategia de patrimonialización institucional, cuyo fin es fomen-

15   La mercadotecnia actual de los productos con do mexicanos es típica de la cultura del mer-
cado y de la calidad alimentaria norteamericana clásica (Rodríguez Gómez, 2012). Su evolución no 
sería más que una adaptación a la aparición de tendencias de consumo potencialmente favorables 
a todos los productos con origen bien identificado en Estados Unidos, Canadá y México. Entre ellas, 
una valorización más estructurada del carácter local de un alimento y a través de él, de su origen 
(Barnes et al., 2014).
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tar el desarrollo sustentable, no puede lograr plenamente sus objetivos si no 
establece una nueva relación entre los consumidores y el producto con pro-
tección oficial. Más que abrir o fortalecer un mercado, se trata de mantener 
o crear las condiciones de una apreciación global del alimento patrimonia-
lizado (Champredonde y Pérez, 2012). En lo ideal, el consumidor entende-
rá la complejidad del producto y lo buscará debido a eso. Lo anterior es un 
gran reto.

Por otra parte, para poder llamar la atención de un consumidor, un se-
llo de origen tiene que ser ostensible. Que un sello de origen no destaque 
no sólo es ilógico, sino que también puede cambiar un proceso de patrimo-
nialización institucional en una acción contraproducente. El fin último de 
un esfuerzo colectivo para obtener la protección de una indicación de pro-
cedencia es que los consumidores adquieran el producto por su origen, per-
cibido de manera más o menos precisa como una garantía de calidad y una 
aportación de un je-ne-sais-quoi sin parecido. En pocas palabras, el proceso 
de patrimonialización sirve para legitimar la afirmación de que el alimento 
que se produce en determinado lugar es único.

Ahora bien, conseguir un sello de origen para un producto significa que 
la institución encargada de evaluar la solicitud estimó que era digno de ob-
tenerlo. Entre otras cosas, estimó que presentaba unas cualidades intrínse-
cas notables. Por lo tanto, ofrecer dicho producto en el mercado sin mención 
explícita de su sello de origen lo reduce a sólo un producto de buena cali-
dad entre otros, con lo que puede tener competidores directos. Además, un 
consom’acteur16 no puede sostener un proyecto colectivo con sólo comprar-
lo, ya que no puede saber todo lo que hay detrás de éste, pues su origen se 
restringe al lugar en donde está haciendo su despensa. Menciones de pro-
cedencia sin evocación explícita del carácter “producto con sello de origen” 
son casi equivalentes a una ausencia de identificación. Nadie puede adivinar 

16   “Consom’acteur” (contracción de “Consommateur” [“Consumidor”] y “Acteur” [“Actor”]) es 
una palabra cómoda para designar a la persona que quiere usar sus prácticas de consumo para ac-
tuar en la sociedad. Pude documentar su historia hasta 1993, época en la cual se empleó en el título 
de un juego pedagógico por Minitel (36 14 bfroi): Consom’acteurs.
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la existencia de una ig o estar seguro de que el producto la tiene si no hay un 
soporte que lo confirme explícitamente.

Hace poco, un par de estudios nacionales en Francia mostraron que el 
origen era el principal criterio de selección en la mayoría de las personas 
encuestadas al momento de comprar foie-gras, y que asociaban espontánea-
mente este producto con el Sudoeste (Loth, 2022). Claro, esta última asocia-
ción de ideas era una producción histórica que antecedía a la solicitud de la 
igp. No obstante, dos decenios de promoción, de protección y de diferencia-
ción del Pato para foie-gras del Sudoeste han desempeñado de manera inne-
gable un papel en su permanencia. La cultura general gastronómica de un 
pueblo evoluciona y la memoria colectiva relativa a un producto se pierde 
fácilmente si no se estimula. Apenas 14% de los franceses que participaron 
del estudio asociaban foie gras con Alsacia, otra región que tuvo una impor-
tancia considerable en la historia de la producción y de la consagración gas-
tronómica del foie-gras (Oberlé, 1999).

Tal situación resalta la necesidad de desarrollar una estrategia de comu-
nicación alrededor de un producto con sello de origen. En lo ideal, se debe-
ría ir más allá de la producción de un discurso sobre los atributos intrínsecos 
y extrínsecos del producto que interesan a los especialistas de la mercado-
tecnia (Espejel et al., 2009). Se tiene que buscar la construcción de una ver-
dadera pedagogía del monumento alimentario, sin pensarlo sólo como algo 
que es importante vender. Se puede invitar a leer el producto con sello de ori-
gen como un testimonio de la trayectoria de una comunidad en el tiempo, o 
a descubrirlo como un lugar de memoria biocultural. Lo importante es ofre-
cer al consumidor elementos que le permiten entender qué y quiénes están 
detrás del producto; es decir, la gente, la cultura en acción; cada productor 
muestra a los turistas o a los periodistas que visitan su centro de producción 
cómo se ceba un pato mediante un embudo (Desoucey, 2016).

Cuando el productor que recibe a los turistas trabaja en el marco de la igp, 
actúa como representante de toda la comunidad. Claro, otros miembros de 
ella pueden producir a otras escalas y con otros ritmos, pero comparten exi-
gencias básicas, y más allá, como la voluntad de poder decir con orgullo que 
producen Pato para foie-gras del Sudoeste. Estos productores pueden estar 
juntos porque la patrimonialización institucional de dicho alimento no se 
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solicitó sin haber tomado en cuenta las realidades complejas de su produc-
ción y de su transformación.

Conclusiones

Lógicamente, quienes impulsan la patrimonialización institucional de un 
monumento alimentario quieren que sea un salto hacia adelante y no un paso  
atrás.

Para los solicitantes de la igp Pato para foie-gras del Sudoeste, avanzar sig- 
nificaba fortalecer la capacidad productiva regional para que los productos 
con sello de origen Sudoeste puedan ser competitivos y así fomentar un desa- 
rrollo socioeconómico regional. Era un cálculo conforme a una visión de 
mundo. Treinta años después, se puede considerar que fue muy oportuno. 
La obtención de la igp condujo a la estructuración de un sector avícola muy 
próspero y generador de empleos. Además, la existencia del sello de origen 
ayudó a que la relación cultural establecida entre la población regional y los 
productos del pato para foie-gras no se diluyera o se perdiera. Éstos queda-
ron como marcadores en la identidad regional y factores de identificación 
esenciales, lo que permitió la eclosión del turismo del foie-gras multifacético.

Hoy en día, claro, se puede esperar que la patrimonialización institucio-
nal de un monumento alimentario haga avanzar a una comunidad de otras 
maneras o, por lo menos, respetando otro orden de prioridades. Aun así, se 
destaca haber tomado en cuenta la complejidad del Pato para foie-gras del 
Sudoeste al momento de solicitar su protección. La heterogeneidad de una 
rama avícola se analizó y se asumió. Se elaboraron soluciones que permitie-
ron incluir en el sector de producción con sello de origen a los miembros de 
la mayoría de la producción de pato para foie-gras en la región. Las sutile-
zas de la geografía contemporánea e histórica de la cría y de la transforma-
ción del pato se tomaron en cuenta, además se pudo delimitar y subdividir 
un área de producción con igp económicamente sostenible y culturalmente 
coherente. En pocas palabras, la clave del éxito de la igp Pato para foie-gras 
del Sudoeste fue que se logró unir sin uniformizar.
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Introducción

Se ha cuestionado y documentado ampliamente sobre la efectividad de las 
Denominaciones de Origen (do) como herramienta para proteger los están-
dares de calidad y reputación de productos originarios de ciertas regiones, y 
para brindar información clara y precisa a los consumidores sobre las caracte-
rísticas asociadas a un producto en específico (Pérez y Pérez 2012; Besky, 2014; 
Bowen, 2011; Renard y Tolentino, 2019). No obstante, en el caso de México,  
estas do se implementan como un instrumento de protección, diferencia-
ción y promoción de calidad de diversos productos agroalimentarios y arte-
sanales. La pregunta que interesa responder aquí es: ¿por qué se continúa 
demandando la figura de la Denominación de Origen (do) si ha demostrado 
ser ineficaz en la protección de la diversidad cultural y de los saberes tradi-
cionales, así como en el impulso de las dinámicas socio-productivas y eco-
nómicas locales?

Para responder esta pregunta, el presente capítulo se divide en dos apar-
tados. En el primero, se lleva a cabo un recuento de las do que existen en 
México y su marco legal, hasta abril de 2023. En el segundo, se analizan al-
gunos debates y retos actuales de las do en torno a los siguientes temas: a) 
productos locales para mercados globales (las paradojas); b) territorios y dis-
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putas alrededor de las implicaciones y extensiones de las zonas protegidas; 
y c) otros retos y desafíos. El análisis se realiza a partir de una variedad de 
fuentes, como documentos oficiales, artículos académicos, entrevistas con 
diversos actores involucrados en trabajo de campo en las distintas zonas pro-
ductoras, como Morelos, Puebla, Tabasco, Oaxaca y Chiapas.

Marco legal de las Indicaciones Geográficas 
y Denominaciones de Origen en México

Las Indicaciones Geográficas (ig) son un tipo de propiedad intelectual que 
protegen los nombres y los productos originarios de una región determina-
da que posee características especiales o diferenciadas. Estas figuras se usan 
para preservar tanto la calidad como la reputación de ciertas regiones, así 
como para brindar garantía e información clara y precisa a los consumido-
res sobre el origen y calidad de cierto producto.

En el mundo se habla de Indicaciones Geográficas Calificadas (igc), In-
dicaciones Geográficas Protegidas (igp), Indicaciones de Procedencia (ip) y 
Denominaciones de Origen (do), el uso de cada término depende del marco 
legal en el que se inscriba, ya que cada país define su propio sistema de pro-
tección, además de que puede utilizar otros términos o clasificaciones. En el 
caso de México, se habla de do e ig.

Las do en México tienen sus antecedentes en la Ley de Propiedad Indus-
trial de 1942,1 la cual propone en sólo un ordenamiento disposiciones de pa-
tentes y marcas, donde cualquier medio material puede ser distinguible por 
sus características especiales o diferenciadas (impi, 1996).

Posteriormente, en 1991, se promulgó la Ley de la Propiedad Industrial, 
donde se estableció la figura de la do como una categoría especial de la ig 
para proteger no sólo el nombre del producto, sino también su calidad y ca-
racterísticas particulares derivadas del medio geográfico en el que se produ-

1   En el marco internacional, el 26 de diciembre de 1962, México se adhirió al acuerdo de Lisboa 
para la protección de las do, el cual entró en vigor el 25 de septiembre de 1966 (Trejo y Moreno, 2007).
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ce. No obstante, es hasta la promulgación de la Ley Federal de la Propiedad 
Industrial de 2020, artículo 156, cuando se define a la do:

[…] el nombre de una zona geográfica o que contenga dicho nombre, u otra de-
nominación conocida por hacer referencia a la citada zona, que sirva para desig-
nar un producto originario de la misma, cuando la calidad o las características 
del producto se deban exclusiva o esencialmente al medio geográfico, compren-
didos los factores naturales y humanos, y que haya dado al producto su reputa-
ción (lpi, 2020:108).

Por su parte, las ig,2 de acuerdo con el artículo 157 de la lpi, se definen así:

[…] el nombre de una zona geográfica o que contenga dicho nombre, u otra in-
dicación conocida por hacer referencia a la citada zona, que identifique un pro-
ducto como originario de la misma, cuando determinada calidad, reputación u 
otra característica del producto sea imputable fundamentalmente a su origen 
geográfico (lpi, 2020:109).

La denominación de origen (do) es un caso de indicación geográfica (ig) don-
de la relación entre el producto y el territorio es más estricta, ya que todos los 
factores de la producción deben de ser anclados en el territorio de la do, por 
lo que debe demostrar que cumple con un criterio atribuible al origen geo-
gráfico y garantizar que las características y especificidades se deban exclu-
siva y fundamentalmente a éste y a sus dinámicas socioproductivas.

Una vez que se emite la declaratoria de protección de la do, se necesita 
contar con una Norma Oficial Mexicana (nom)3 específica donde se reco-
nozca la zona geográfica, la referencia que indique que el producto es ori-

2   Protegen productos agroalimentarios y manufacturados como bienes del dominio del poder 
público de la Federación, y son reconocidas a través de una declaratoria de protección emitida por 
el Instituto Mexicano de Propiedad Industrial (impi).

3   Es importante señalar que estas normas son regulaciones técnicas y de calidad, que especifican 
los requisitos que deben cumplir los productos, procesos, técnicas, calidades, etcétera.
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ginario del lugar y una combinación o nombre de un producto de la zona 
geográfica (lpi, 2020).

El proceso de declaratoria de una do puede ser un proceso largo y com-
plejo, pues involucra la participación de diferentes actores y etapas:

1.	 Se realiza la solicitud de registro ante el Instituto Mexicano de la Pro-
piedad Industrial (impi), en la que se deben proporcionar documentos 
que acrediten el vínculo del producto con la región, historia, tradición 
y calidad asociados a su producción.

2.	 Se lleva a cabo un proceso de investigación y análisis por parte del 
impi, en el que se determina si se cumplen con los requisitos estable-
cidos en la ley para la protección de una do. Si se considera que la so- 
licitud cumple con los requisitos, se publica un aviso en el Diario Ofi-
cial de la Federación (dof), para que terceros interesados puedan ma-
nifestar lo que a su derecho convenga.

3.	 Después de recibir las opiniones de terceros, o no, se lleva a cabo una 
visita de inspección por parte del impi, para verificar que se cumplen 
con los requisitos para la protección de la do.

4.	 En caso de que se determine a favor, se emite la declaratoria de protec-
ción y, según el caso, se promulga la nom correspondiente.

El tiempo que este proceso puede variar según diversos factores, como la 
complejidad de la solicitud, el número de opiniones de terceros recibidas, 
la capacidad de la autoridad para llevar a cabo las visitas de inspección, y la 
carga de trabajo del impi. En algunos casos, pueden pasar varios años entre 
la presentación de la solicitud y la emisión de la declaratoria y promulgación 
de la nom correspondiente. Es importante señalar que no existe una oficina 
al interior del impi que dé seguimiento al proceso de do, ni existe un orga-
nismo por parte de la entidad que certifique y valide que el proceso produc-
tivo cumpla con las especificaciones y lineamientos. La falta de dicha oficina 
tiene consecuencias directas en las dinámicas organizativas en el espacio lo-
cal, como se verá más adelante.

En la actualidad, México cuenta con 18 productos protegidos con do, tal 
como puede apreciarse en la tabla A, localizada en el Anexo A de este libro, 
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“Denominaciones de Origen en México hasta 2023”. Asimismo, es importan-
te señalar que en 2023 se han otorgado cuatro Indicaciones Geográficas (ig) 
en el territorio mexicano, como se puede apreciar en la tabla B del Anexo B, 
“Indicaciones Geográficas en México hasta 2023”.

En el caso de las ig, el tiempo que pasa desde la solicitud para emitir la 
declaración de protección hasta su publicación en el dof es breve, actual-
mente, no es mayor a dieciocho meses, lo que seguramente animará a otros 
productores y gobiernos a gestionarla en un futuro cercano.

En este momento, y debido a la reciente publicación de las ig en el país, 
no es posible ahondar sobre los beneficios socioeconómicos que ha traído 
consigo el distintivo, pero es un tema de relevancia que habrá que estudiar, 
sobre todo, en cuanto a productos agroalimentarios se refiere.

Análisis y debates actuales en torno  
a las Denominaciones de Origen

Las do han generado diversas dinámicas socio productivas y económicas ba-
sadas en reglas y acuerdos institucionales derivados de su implementación  
en los territorios que ampara. Muchas veces, éstas no resultan beneficiosas 
cuando se observa retrospectivamente la cadena agroalimentaria ni en lo 
referente a la distribución equitativa de los beneficios entre los actores so-
ciales implicados en la producción, elaboración y comercialización de los 
productos que ostentan la do, ya que, aunque el objetivo principal es prote-
ger la calidad y autenticidad de los artículos, su implementación ha genera-
do tensiones y disputas.

En la siguiente sección, se abordarán algunas paradojas y análisis de las 
do en torno a los actores sociales implicados, la delimitación de las zonas 
productoras y los organismos reguladores.

Productos locales para mercados globales: las paradojas de las do

La implementación de las do puede tener múltiples implicaciones para los 
productos locales. En algunos casos, pueden impulsar y desarrollar la econo-
mía local y la valorización de productos tradicionales con identidad territo-
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rial; sin embargo, también pueden presentar algunas paradojas en relación 
con la globalización y los mercados internacionales. Una de estas paradojas, 
inherentes a todas las do, reside en que los productos con este distintivo es-
tán ligados a un territorio determinado, por definición limitado; es decir, con 
una producción restringida, la cual es, además de una condición de la ren-
ta de exclusividad, uno de los beneficios de la estrategia. Sin embargo, estos 
productos se destinan tanto a mercados nacionales como globales (Bonanno 
et al., 2020), cuya demanda, alentada por la reputación que lograron las do, 
se incrementa a veces de manera casi exponencial, como lo ilustran los casos  
del tequila y del mezcal en México.4

Existe, por lo tanto, una presión fuerte sobre los fabricantes para incre-
mentar la producción y responder a la creciente demanda. Esta presión con-
lleva dos consecuencias. La primera es la tendencia a la industrialización del 
proceso productivo y, por consiguiente, a la homogeneización del producto; 
como ha sido el caso del tequila, cuya destilación está elaborada de mane-
ra totalmente industrial. A esta homogeneización del producto también ha 
contribuido la Norma Oficial del Tequila (not), la cual es sumamente técni-
ca y no toma en cuenta los factores ligados al territorio y el saber-hacer de 
los productores del agave (Bowen, 2015).

Esto evidencia una segunda paradoja: en la mayoría de las do, las normas 
son los garantes de la calidad, pero implican cierta homogeneización de la 
producción, contradictoria con la imagen de productos artesanales.

Por otra parte, la presión sobre el mezcal, todavía elaborado de manera 
predominantemente artesanal, podría llegar a una situación parecida al te-
quila, de no ser por la contrapresión de los mismos productores aliados con 
sectores de la restauración gastronómica, académicos y consumidores cons-
cientes de sus particularidades (Gaytán, 2018).

En este sentido, la última versión de la Norma Oficial del Mezcal establece 
tres tipos: mezcal, mezcal artesanal y mezcal ancestral. El primero hace re-
ferencia al mezcal industrial, mientras que los otros dos se refieren a que se 

4   En 2013, el crecimiento del mercado del mezcal fue de 141% (Rodríguez Peralta et al., 2019).
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producen todavía con métodos tradicionales.5 Esta diferenciación permite la 
creación de nichos de mercado para mezcales que integran esta dimensión 
de la calidad simbólica (Renard y Domínguez, 2020), pero no elimina otros 
factores de exclusión, como los costos y la dificultad de obtener una certifi-
cación (Renard y Tolentino, 2019).

La segunda consecuencia del incremento de la demanda de estos produc-
tos con do es su repercusión sobre el medio ambiente y la biodiversidad, ya 
que responder a la creciente demanda implica la sobreexplotación de los 
recursos naturales. En el caso de los destilados, se sobreexplotan los aga-
ves nativos sin dejar tiempo suficiente para que se restablezca su población. 
Esto revela otra contradicción de las do: por un lado, existe la necesidad de 
preservar los recursos locales, base de la tipicidad y del anclaje territorial; 
por otro lado, se genera una presión por incrementar la oferta y, por tanto, 
la producción.

Asimismo, incrementar la producción implica buscar ingredientes fuera 
del territorio de origen, en incumplimiento de las normas de la do. Por ejem-
plo, ante la escasez de agaves para el tequila, los productores de esta bebida 
se han abastecido en territorios no incluidos en la do, como Oaxaca, sin que 
se les aplique sanción alguna; por su parte, los productores con do Mezcal 
(dom) están comprando el destilado a poblaciones excluidas de la do —a 

5   Según la Norma Oficial del Mezcal, nom 070-scfi-2016 (nom, 2017), el Mezcal Artesanal está 
definido de la siguiente forma: “Su elaboración debe cumplir con al menos las siguientes cuatro eta-
pas y equipo: a) Cocción: cocimiento de cabezas de maguey o agave en hornos de pozo o elevados 
de mampostería. b) Molienda: con mazo, tahona, molino chileno o egipcio, trapiche o desgarrado-
ra. c) Fermentación: oquedades en piedra, suelo o tronco, piletas de mampostería, recipientes de 
madera o barro, pieles de animal, cuyo proceso puede incluir la fibra del maguey o agave (bagazo). 
d) Destilación: con fuego directo en alambiques de caldera de cobre u olla de barro y montera de 
barro, madera, cobre o acero inoxidable; cuyo proceso puede incluir la fibra del maguey o agave 
(bagazo)”. En cuanto al Mezcal Ancestral: “Su elaboración debe cumplir con al menos las siguientes 
cuatro etapas y equipo: a) Cocción: cocimiento de cabezas de maguey o agave en hornos de pozo. b) 
Molienda: con mazo, tahona, molino chileno o egipcio. c) Fermentación: oquedades en piedra, sue-
lo o tronco, piletas de mampostería, recipientes de madera o barro, pieles de animal, cuyo proceso 
puede incluir la fibra del maguey o agave (bagazo). d) Destilación: con fuego directo en olla de barro 
y montera de barro o madera; cuyo proceso puede incluir la fibra del maguey o agave (bagazo)”. Es 
decir, el proceso del Mezcal Ancestral es aún más rústico que el Artesanal.
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pesar de su tradición mezcalera— para venderlo como mezcal certificado 
(Domínguez, 2016).

Otra paradoja está relacionada con la tensión entre lo local y lo global. 
Las do reivindican los saberes locales y su anclaje a un territorio local, pero 
al ser exitosas comercialmente, como el tequila y el mezcal, atraen a actores 
globales (Bonanno et al., 2020) como personajes del jet-set, que lanzan su 
propia marca; o son compradas por corporaciones transnacionales de bebi-
das alcohólicas, como Diageo, primer grupo mundial de bebidas espirituo-
sas, y que ha adquirido, entre otras, a las tequileras Don Julio y Casamigo, 
los mezcales Pierde Almas y Mezcal Unión; Pernod Ricard compró la tequi-
lera Viuda de Romero y Maguey Single Village Mezcal; o Bacardí, que com-
pró la casa tequilera más grande del país, Casa Armando Guillermo Prieto 
de la marca Zignum.

De hecho, la mayoría de las grandes marcas de tequila pertenecen a ca-
pitales transnacionales, por lo que quedan pocas mexicanas. Entre éstas, se 
encuentra la compañía tequilera José Cuervo, ahora Becle, que también po-
see la marca de mezcal 400 Conejos (Rodríguez Peralta el al., 2019).

Las corporaciones tienen planes de expansión para comercializar los des-
tilados de agave internacionalmente, y los volúmenes que plantean requie-
ren forzosamente de su industrialización, incluso con los efectos descritos 
anteriormente: homogeneización del producto, pérdida de su carácter arte-
sanal, monocultivos, sobreexplotación de los agaves y agotamiento de los 
recursos naturales.

Finalmente, aunque las do buscan proteger y promover los productos lo-
cales, también pueden limitar su acceso a mercados internacionales. En algu-
nos casos, las regulaciones pueden ser tan estrictas que impiden la innovación 
y la adaptación de los productos a los gustos y preferencias de los consumi-
dores globales. Esto puede ser particularmente problemático para los pro-
ductos que tienen una demanda limitada en los mercados locales, pero que 
podrían tener un gran potencial de exportación si se les permitiera adaptar-
se a los gustos de los consumidores extranjeros y atender la reglamentación 
para la exportación. Este es el caso de la cerámica de Talavera, ya que la nom  
132 es tan coercitiva en su proceso y técnica de producción en cuanto a la ela-
boración de pinturas y componentes que deben usarse, que terminan limi-
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tando la creatividad y la innovación de los productores y su posibilidad para 
exportar los productos; nichos de mercado que, en este caso, son aprovecha-
dos por otros artesanos, quienes utilizan productos y pinturas procesadas in-
dustrialmente para crear nuevos diseños (Tolentino, 2018).

Además, las do pueden enfrentar desafíos en la promoción y el posicio-
namiento de los productos locales en los mercados internacionales. A menu-
do, los consumidores extranjeros no están familiarizados con estos artículos, 
o no le dan la misma importancia que los consumidores locales, sobre todo 
cuando no son tan conocidos como los destilados, lo cual se suma a la com-
petencia con marcas y productos internacionales más conocidos y estableci-
dos, lo que puede dificultar su éxito en los mercados globales.

Solicitantes, titulares de las do y organismos certificadores

El éxito de las do depende, en gran medida, de la participación y el apoyo de 
actores locales a los productores, las comunidades, las autoridades y la acade-
mia. Si estos actores no están comprometidos con el proceso, las do pueden 
quedar en una mera formalidad burocrática, sin impacto real en la calidad 
del producto y la economía local.

Cuando se habla de un producto con do, se hace referencia a un producto 
que ostenta el conocimiento y la experiencia de los productores locales. Por lo 
tanto, los productores y artesanos del lugar deberían ser los actores principa-
les al solicitar el distintivo; sin embargo, la realidad es que hay otros actores 
—políticos y empresarios locales con más recursos— que han aprovechado 
las relaciones de poder al interior de los territorios para hacer la solicitud.

En este sentido, varios problemas se presentan cuando el gobierno o una 
dependencia del Poder Ejecutivo Federal gestiona la do:

1.	 Centralización del poder: la gestión centralizada de las do por parte 
del gobierno puede limitar la participación de los actores locales, quie-
nes tienden a considerarse excluidos al desconocer, la mayoría de las 
veces, su funcionamiento.
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2.	 Interferencia política: la influencia política puede afectar la decisión 
final sobre la obtención de la do, lo que, a su vez, debilita la legitimi-
dad y credibilidad.

3.	 La falta de transparencia en el proceso de obtención de las do puede 
aumentar la desconfianza de los productores locales y de la comuni-
dad en general.

En principio, el proceso de desarrollo y de obtención de una do tendría que 
ser un trabajo colectivo entre los diversos actores implicados en la cadena 
agroindustrial del producto, así como para la elaboración de las reglas que 
las definirán (Avelino, 2006). Sin embargo, en México, las do han obedecido 
más a una lógica política que a un objetivo de desarrollo territorial, pues se 
ha documentado que la mayoría fueron solicitadas por autoridades estata-
les (ver tabla A, en el Anexo A) y, en general, a petición de las élites producto-
ras. El cabildeo realizado por dichas autoridades fue un factor esencial para 
su obtención (Pérez, 2018; Poméon et al., 2011; Renard y Tolentino, 2019).6

Esto explica, con frecuencia, que los productores primarios no involucra-
dos en el proceso de obtención de la do no se hayan apropiado de ella, o que 
no la conozcan, como sucede con la do Cacao del Grijalva, solicitada por un 
industrial con el apoyo del gobierno estatal de Tabasco, y que los pequeños 
productores de cacao del estado desconocen (Tadeo y Tolentino, 2020);7 o 
con la do Ámbar de Chiapas, que no ha tenido impacto en la comercializa-

6   Solo así se explica que la do Tequila, en el municipio del estado de Jalisco, abarcara a un 
municipio del estado de Durango, donde un exgobernador posee terrenos (Bowen, 2015), o que 
se otorgara una do al mango Ataúlfo del Soconusco, Chiapas, a pesar de ser un fruto endémico de 
la India y una variedad reciente, pero sus productores son empresarios con relaciones políticas. El 
contraejemplo es el queso Cotija, que —a pesar de ser un producto con una tipicidad evidente, de 
tener un anclaje territorial claro, una tradición y un saber-hacer propios, y de haber sido solicitada 
por productores primarios apoyados por académicos— no obtuvo una do que lo protegiera de los 
sucedáneos industriales que utilizan su nombre para designar a los quesos “tipo” Cotija. Sobre esto, 
véase a Poméon et al (2011).

7   Existe una crítica importante en torno a la do de cacao Grijalva de Tabasco, ya que se dice 
que se prestó más atención a los números y a la cantidad de producción en la entidad que al origen 
genético del cacao antiguo, el cual, como se sabe, es maya: se encontró en la Lacandona, Yucatán y 
Michoacán (Motamayor, et al., 2002; Tadeo y Tolentino, 2020).
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ción de la resina fosilizada, menos aún para los trabajadores que lo extraen 
de las minas en el municipio de Simojovel.

Lo anterior explica, también, por qué los productores primarios quedan 
excluidos de los beneficios; como en el caso de la do Arroz de Morelos, don-
de la mayoría de las ganancias se quedan en manos de los dueños y adminis-
tradores de los molinos de arroz (Renard y Tolentino, 2019); o como muchos 
productores de agaves, materia prima de los destilados, que no han visto be-
neficios del incremento de su valor.

Las nom responden a criterios sumamente técnicos que no favorecen el 
reconocimiento del saber-hacer de estos productores. Además, muchos pro-
ductos típicos de la gastronomía mexicana, ligados a un territorio determi-
nado y que podrían optar por una do, no la tienen, pues no cuentan con la 
capacidad organizativa de los productores ni el interés de las autoridades.8

Por otra parte, se crearon los Consejos Reguladores (cr) para gestionar 
las do y hacer cumplir las normas contenidas en las nom. Lo ideal sería 
que representen a todos los actores implicados, de manera organizada, en la 
producción, transformación y comercialización de los productos (Avelino, 
2006), pero la realidad es diferente. La mayoría de los cr quedaron integra-
dos por quienes promovieron las do, que suelen ser los actores más podero-
sos de las cadenas de producción e influyen en el seno de los Consejos y del 
mismo impi en la creación y determinación de los criterios de las normas.9

En vez de responder a los intereses colectivos, los cr son espacios de po-
der que gestionan los certificados de las do que se otorgan a los producto-
res (a veces más por criterios políticos que técnicos). La politización de los 
organismos reguladores ha derivado en pugnas por su control entre grupos 
de interés, como los conflictos en torno al Consejo Regulador Mezcal (crm) 
y el Consejo Regulador Tequila (crt).

El reciente cambio en la Ley de Infraestructura de la Calidad (lif) quita 
el monopolio de la certificación a los consejos reguladores y permite que las 
do sean certificadas por otros organismos, esto ante la carencia de un de-

8   Tan sólo en el sector de las queserías tradicionales o artesanales, existe una multiplicidad de 
quesos de podrían tener una do.

9   Por ejemplo, el porcentaje de alcohol no proveniente de agave permitido en la not.
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partamento u organismo certificador por parte del impi. Como resultado, 
son ya cinco las certificadoras de la do mezcal autorizadas por la Secretaría 
de Economía, además del original crm: el Consejo Mexicano Regulador de 
la Calidad del Mezcal A. C. (Comercam), la Asociación de Maguey y Mezcal 
Artesanal A. C. (amma), el Centro de Innovación y Desarrollo Agroalimen-
tario de Michoacán A. C. (cidam), la Certificadora Mexicana S. C., y Verifi-
cación y Certificación Pamfa A.C.

Este cambio legal establece la posibilidad de que otros grupos inconfor-
mes con la gestión de la do que hacen sus consejos reguladores formen sus 
propias asociaciones para disputar el monopolio de la certificación o apelar 
a agencias certificadoras para cumplir con esta función. Lo anterior compli-
caría, sin embargo, la gobernanza de la do, ya que las tareas de los cr no sólo 
implican la certificación, sino la defensa de los intereses colectivos de los pro-
ductores, la cual, una agencia externa no cumpliría a cabalidad.

Lo que, además, podría resultar en una mayor fragmentación en las re-
laciones entre los productores y las zonas protegidas, en beneficio de la in-
troducción de productos similares que no cumplan con los estándares de 
calidad requeridos, lo que disminuiría el valor de la marca y la reputación 
de los productores locales.

Territorios de las DO: disputas alrededor de las implicaciones  
y extensiones de las zonas protegidas

Las denominaciones de origen protegen la calidad y el prestigio de los pro-
ductos que se originan en una región específica, y las delimitaciones geo-
gráficas son un elemento fundamental en su definición. Sin embargo, el 
territorio de una do puede ser objeto de disputas y tensiones entre diferen-
tes actores interesados.

Por un lado, los productores que se encuentran dentro de la zona protegi-
da pueden tener intereses y opiniones divergentes sobre los límites geográ-
ficos de la do. Algunos productores pueden considerar que la delimitación 
actual es insuficiente para proteger su producto y su reputación, mientras 
que otros pueden considerar que la ampliación de la zona protegida afecta-
ría negativamente su producción y economía.
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Por otro lado, los productores que se encuentran fuera de la zona favore-
cida pueden tener intereses y opiniones también divergentes. Algunos pro-
ductores pueden estar interesados en que se amplíe la demarcación protegida 
para poder acceder a los beneficios asociados a la do.

Además, las autoridades encargadas de gestionar y proteger las do pue-
den tener diferentes criterios y perspectivas sobre las delimitaciones geográ-
ficas. Por ejemplo, algunas autoridades pueden considerar que la ampliación 
de la zona protegida es necesaria para proteger la calidad y la reputación de 
los productos, mientras que otras pueden considerar que las demarcaciones 
actuales son suficientes y que la ampliación podría tener efectos negativos 
en la producción y la economía local.

En general, las disputas y tensiones en torno a las delimitaciones geográ-
ficas de las do reflejan la complejidad y las contradicciones del proceso de 
gestión de estas denominaciones.

Por lo tanto, la delimitación del área geográfica de procedencia del pro-
ducto certificado por una do es delicada (Avelino, 2006), ya que de ella de-
pende quiénes serán incluidos o excluidos. Trabajos anteriores (Domínguez, 
2016; Renard y Domínguez, 2020; Renard y Tolentino, 2019) han mostrado 
cómo varias declaraciones de do, por parte del impi, han sido poco cuidado-
sas de este aspecto. Por ejemplo, las do Café Chiapas y do Café Veracruz son 
tan amplias que borran toda especificidad territorial de los cafés, a diferen-
cia de la recién do Café Pluma Hidalgo de Oaxaca, que reconoce un nombre 
y una reputación preexistente de una región determinada de ese estado. En 
este sentido, aplicar límites administrativos —como las delimitaciones mu-
nicipales—, en vez de reconocer zonas de producción históricas, ha dejado 
fuera a productores que tenían los mismos méritos que otros que sí fueron 
incluidos en algunas denominaciones de origen (Domínguez, 2016).

Un ejemplo de mala delimitación del área de la do es la del mezcal: ha-
ber asignado el nombre genérico de un destilado de agave presente en nu-
merosas entidades del país y, con ello, restringirla a algunos municipios de 
algunos estados (bajo la hegemonía de los productores de los Valles Centra-
les de Oaxaca, autodenominada región del mezcal, donde se produce más 
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del 80% del destilado de agave mezcal nacional),10 ha generado constantes 
disputas políticas y judiciales. El éxito comercial de la dom, reflejado en el 
incremento de su precio y la presencia de corporaciones industriales en la 
región productora más grande, ha incentivado a las autoridades de los esta-
dos no incluidos a solicitar su extensión.

Es así como a la primera declaración de la dom de 1994, que reconoce mu-
nicipios de Oaxaca, Guerrero, Durango, San Luis Potosí y Zacatecas, en 2011 
se amplió a municipios de Guanajuato y Tamaulipas; en 2012, a municipios 
de Michoacán; y, en 2015, a municipios de Puebla. En 2018, el impi recono-
ció 15 municipios del Estado de México, 23 de Morelos y 7 de Aguascalien-
tes; y, en 2021, a 4 municipios del estado de Sinaloa.

En agosto de 2018, productores de Oaxaca, encabezados por el goberna-
dor del estado, marcharon en la Ciudad de México para protestar contra estas 
extensiones reconocidas por el impi. Como la presión política no surtió efec-
to, los productores incluidos en la do han introducido demandas en contra 
de las últimas ampliaciones ante los tribunales administrativos. En su argu-
mentación, objetan los criterios del impi en lo referente tanto a la ancestra-
lidad de la producción de los destilados en los nuevos municipios incluidos 
como los elementos técnicos de la tipicidad de sus mezcales, a fin de impe-
dir la entrada en vigor de las ampliaciones a la dom. Hasta que se resuelvan 
estas demandas ante tribunales, en un sentido u otro, los municipios inclui-
dos en 2018 y 2021 no pueden utilizar la nom.

Por otro lado, existen otros casos en los que la ampliación de la zona pro-
tegida por la do ha sido acertada, como la do Talavera, la cual, en un inicio 
(1995), amparaba al estado de Puebla y a los distritos de Atlixco, Cholula, Pue-
bla y Tecali; posteriormente, el gobierno del estado de Tlaxcala solicitó que 
se incluyera al municipio de San Pablo del Monte, lo cual se resolvió favora-
blemente el 7 de octubre de 2003, luego de comprobar la importante parti-
cipación de sus maestros artesanos en la socialización del conocimiento en 

10   El tequila, el bacanora y el sotol son mezcales con una ubicación geográfica más precisa.
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la ciudad de Puebla y en la preservación del proceso de elaboración de tala-
vera11 (Tolentino, 2018).

Es importante señalar que los artesanos de Tlaxcala mencionan que, aun-
que no era su intención aplicar al proceso de certificación que llevaba a cabo 
el Consejo Regulador de Talavera (Crtal), debido a los altos costos y la difícil 
relación con los talaveranos de Puebla, se vieron beneficiados por la inclu-
sión de su municipio en la do, ya que comenzaron a promocionar sus produc-
tos con este distintivo, sobre todo los productores localizados en el corredor 
artesanal en la vía corta que conecta a Santa Ana Chiautempan con Puebla. 
Incluso, algunos productores poblanos, que en su momento fueron autenti-
ficados como productores de talavera y posteriormente excluidos de la lista 
de “talleres certificados”, seguían mencionando que su mayólica ostentaba 
la denominación de origen, utilizando incluso los hologramas que otorgó el 
Crtal en años anteriores, cuando se encontraba en funcionamiento y certifi-
caba el método de producción de acuerdo con los lineamientos de la propia 
do. Este caso abona a la respuesta de la pregunta inicial del capítulo, ya que 
la sola mención de que un producto ostenta denominación de origen garan-
tiza la calidad del producto, discurso que es ampliamente utilizado por los 
productores para ofertar y vender incluso a un precio mayor.

Otros retos y desafíos de las do en México

Existen otros retos y desafíos en torno a la implementación y gestión de las 
do. A continuación, se presentan algunos de los más relevantes:

1.	 Competencia de productos no protegidos. Si bien las do ofrecen una 
protección legal para los productos, su obtención no implica que otros 
similares se comercialicen sin este blindaje, lo que puede afectar el 
prestigio y la calidad de los productos con do, el valor económico y la 
sostenibilidad de la cadena productiva local.

11   La solicitud de la ampliación se realizó por parte del gobierno del Estado de Tlaxcala el 10 
de marzo de 2003, la cual se otorgó el 7 de octubre de ese mismo año (DOF, 2003); fue una solicitud 
atendida de manera expedita.
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2.	 Adaptación al cambio climático. El cambio climático es un factor que 
debe ser considerado importante, ya que puede afectar las condicio-
nes de producción y calidad de los productos protegidos por la do. 
Una variación en el clima podría afectar seriamente al producto am-
parado, ya que las características físicas como tamaño, olor, color, sa-
bor pueden estar comprometidas si, por ejemplo, llueve demasiado, 
hay sequía o calor excesivo.

3.	 Costos de gestión. La obtención de la do y su posterior gestión puede 
ser costosa, sobre todo para pequeños productores, quienes prefieren 
mantenerse al margen y no acogerse a su protección, aunque sus pro-
ductos cumplan con la calidad y especificaciones necesarias.

4.	 Falsificación. La protección legal de la do puede ser objeto de falsifi-
cación, lo que puede arruinar la reputación y la calidad del producto 
protegido.

5.	 Calidad de los productos a lo largo del tiempo. El mantenimiento de la ca- 
lidad y autenticidad de los productos a largo plazo es un reto, pues la 
adopción de nuevas tecnologías y prácticas de producción pueden cam-
biar el sabor y las características, con lo que se afecta su identidad y au-
tenticidad.

6.	 Comercialización y distribución. Los productos con do pueden tener 
un mercado limitado, debido a su precio y exclusividad. Esto puede re-
presentar una dificultad para los productores que se encuentran en un 
mercado limitado. Llegar al consumidor informado puede ser la clave 
entre el éxito y el fracaso de la comercialización de los productos con 
do, ya que frecuentemente los consumidores desconocen su valor y el 
proceso de elaboración. El principal reto sería implementar, por parte 
de los gobiernos locales, productores, consejos y comisiones, estrate-
gias de marketing y de sensibilización para socializar la importancia 
de la do y su relación con la calidad de los productos. En este sentido, 
otro reto importante tiene que ver con la distribución y logística para 
incursionar en diferentes mercados.

A pesar de los desafíos y limitaciones mencionadas, la figura de la do sigue 
siendo una opción atractiva para gobiernos estatales y grupos de productores, 
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quienes han encontrado en ella el fortalecimiento a un nicho de mercado y el 
acercamiento a consumidores que valoran los productos, la cultura y tradi-
ciones locales; aunque, en retrospectiva, ni las dinámicas organizativas ni la 
derrama económica sean las mejores a lo largo de la cadena agroalimentaria.

Reflexiones finales

Aunque las do tienen el potencial de ser una herramienta efectiva para pro-
teger y promover la calidad y la reputación de los productos originarios de 
ciertas regiones en México, es necesario fortalecer la protección legal, mejo-
rar la supervisión y el control de la producción y la comercialización de los 
productos protegidos, así como promover una mayor transparencia y equi-
dad en el proceso de otorgamiento de estos distintivos.

Como se observó, las do presentan varias paradojas en relación con la glo-
balización y los mercados internacionales. Aunque buscan proteger y pro-
mover los productos locales, la presión por responder a la creciente demanda 
pone en riesgo el cumplimiento de las normas que la definen, e induce a la 
homogeneización e industrialización de los productos; también, pueden li-
mitar su acceso a los mercados nacionales e internacionales, coartar la inno-
vación y la experimentación en la producción, además de enfrentar desafíos 
en la promoción y el posicionamiento de los productos locales en los mer-
cados globales. Por lo tanto, es importante encontrar un equilibrio entre la 
protección de la calidad y autenticidad de los productos locales y la adapta-
ción a los gustos y preferencias de los consumidores.

Asimismo, es importante encontrar un equilibrio entre la protección de la 
producción local y la apertura a nuevas posibilidades de certificación y ges-
tión de las do, para garantizar su continuidad y éxito en el largo plazo. Esto 
implica una colaboración estrecha entre productores, organismos certifica-
dores y autoridades, con el fin de fortalecer y mejorar los procesos y asegu-
rar que las do sean un mecanismo efectivo tanto para proteger como para 
promover la calidad de los productos locales.

El fomento de alianzas y redes entre los actores de la cadena de valor, la 
capacitación y asesoramiento técnico para los productores, así como la pro-
moción de políticas públicas que apoyen tanto el desarrollo rural como la 
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conservación del patrimonio alimentario y cultural de las regiones produc-
toras son de suma importancia para que las do puedan cumplir su objetivo.

Seguramente, en un par de años se podrán analizar las implicaciones que 
han tenido las ig en el espacio local. Quizá sean un mecanismo más eficiente 
para difundir las características de calidad de un producto sin las complica-
ciones legales y económicas que implica la do, lo que alentaría a un mayor 
número de productores y organizaciones a gestionarla como una alternati-
va viable para la protección y promoción.
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comercialización y desarrollo territorial
El caso del café de México

Pablo Pérez Akaki

Introducción

La bebida más consumida a nivel mundial, el café, es también una de las más 
polémicas respecto a la forma en la que se organiza, pues permite vincular 
a productores en países tropicales con consumidores de países desarrolla-
dos (Pendergrast, 2005), pero sin que haya conciencia de sus orígenes ni de 
los esfuerzos que se hacen para hacerlo llegar hasta su taza, ni de las impli-
caciones ambientales y sociales en la producción, transformación y prepa-
ración de esta bebida.

Diversos esfuerzos se han impulsado a lo largo de la historia de los territo-
rios rurales cafetaleros para lograr posicionarse mejor en las cadenas de valor 
de este grano, las cuales tienen al menos cinco siglos de historia y de cons-
trucción. Esas cadenas comerciales de café nacieron con un reconocimiento 
de sus lugares de producción, transformación y comercio. Por ejemplo, Mo-
cha, Java, Guyana Alemana y Santo Domingo (Topik, 2003) son lugares que 
adquirieron fama debido a que ahí se realizaba parte del proceso de trans-
formación del grano.

Hace un siglo, Ukers (1922) destacó la importancia de las regiones de pro-
ducción del café y subrayó el valor que el origen tenía para los consumido-
res. Con el paso del tiempo y los cambios normativos internacionales en la 
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materia, el origen fue perdiendo relevancia, sobre todo en un contexto de 
oferta controlada y demanda creciente (Bates, 1997). Sin embargo, tras la li-
beralización de los mercados internacionales del café en 1989, se incremen-
tó nuevamente el interés por su calidad, así como por el origen del grano y 
los atributos particulares de cada región. Desafortunadamente, esa transfor-
mación no ha beneficiado a los productores en su conjunto, sino más bien 
a la industria (Talbot, 1997; Fitter y Kaplisky, 2001; Ponte, 2002; Daviron y 
Ponte, 2005).

Uno de los esfuerzos más recientes por un mejor posicionamiento de los 
productores en las cadenas de valor del café en el mundo es el de las Indi-
caciones Geográficas (ig); en México, han adoptado la forma de Denomina-
ciones de Origen (do). Estos esfuerzos buscan reconocer la importancia del 
origen y de los atributos particulares, ambientales y sociales asociados al lu-
gar donde son producidos, que le imprimen a los productos características 
específicas que son valoradas en el mercado.

Estos reconocimientos de calidad territorial han sido ampliamente utili-
zados en Europa, pero son de muy reciente aparición en otros continentes. 
En México, su aparición se dio hace casi medio siglo, en 1974, pero en el caso 
del café fue hasta comienzos del siglo xxi (Pérez-Akaki, 2011). Sin embargo, 
estos esfuerzos han sido polémicos y han mostrado resultados limitados al 
presentar numerosos problemas para entenderse como herramientas para 
el desarrollo territorial, pues los beneficios no son generalizados ni sosteni-
dos (Pérez Akaki et al., 2018).

Por ello, este trabajo tiene como objetivo analizar la viabilidad de las do 
como palancas para el impulso de regiones cafetaleras en nuestro país, cues-
tionando si fortalecen o debilitan el desarrollo territorial. Para ello, en el si-
guiente punto se discute el vínculo entre ig y desarrollo territorial desde una 
perspectiva teórica. Posteriormente, se presentan las experiencias mexicanas 
en do y, en el siguiente punto, se analizan particularmente los casos relacio-
nados con el café. Después, se discute sobre la organización de las cadenas 
de valor del café en México, para entender la manera en la que múltiples ac-
tores participan en ellas. Finalmente, se analiza el papel de las do como es-
trategias para el desarrollo rural a partir de dos experiencias internacionales: 
Café de Colombia y Café Blue Mountain de Jamaica.
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El desarrollo territorial desde las 
denominaciones de origen

En los últimos años, lo rural ha adquirido una interpretación diferente:

[…] deja de ser visto como un espacio contenedor para transformarse en un es-
pacio de construcción social […], que es condicionado y condicionante, en donde 
los diversos actores inmersos juegan un papel que es vital para la creación, apro-
vechamiento, organización y reorganización de las diversas dinámicas produc-
tivas que en él se desarrollan (Del Valle y Tolentino, 2017: 11).

Así, cuando se habla del desarrollo rural, se debe contemplar la complejidad 
que tienen los actores, sus actividades y relaciones en estos espacios econó-
micos, pues sus actividades no sólo se reducen a la producción de alimentos, 
sino que se encuentran diversificados en materia productiva y pertenecen 
simultáneamente a diversas cadenas de valor. También es importante con-
siderar la necesidad de construir el desarrollo de manera endógena, desde 
abajo, a partir de las especificidades de cada lugar.

Del mismo modo, el territorio se puede interpretar como un espacio de 
proximidades, ya sea geográficas —por vecindades espaciales— u organiza-
cionales —en relación con las reglas y normas que definen su comportamien-
to— (Boucher y Reyes-González, 2013). Cuando se habla de desarrollo de los 
territorios, se opta por cambiar el estudio sectorial por el análisis de la evo-
lución de las instituciones, así como del cambio que se experimenta en ellas.

De acuerdo con Torre (2020), el desarrollo territorial ha construido su de-
finición considerando que:

a.	 El desarrollo no solamente involucra a los actores sectoriales, sino 
al conjunto amplio de éstos que coexisten en un espacio geográfico.

b.	 La cooperación y la construcción social son elementos del desarrollo.
c.	 El uso de la tierra es primordial para entender las dinámicas económi-

cas y los procesos de desarrollo.
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En este sentido, el desarrollo territorial rural, entendido como un proceso 
que busca mejorar las condiciones de vida de la población y que contempla 
un cambio institucional (Schejtman y Berdegué, 2004), es uno de los gran-
des pendientes con la población rural, dadas sus condiciones de pobreza casi 
permanentes. Por ello, Champredonde y Silva (2015) enfatizaron que el de-
sarrollo territorial debería llevar la etiqueta de endógeno, es decir, basado 
en los recursos territoriales que pueden movilizarse y adquirir valor para el 
beneficio de los actores locales. Incluso, esta endogeneidad es fundamental 
para destacar que se busca que los procesos de desarrollo se formulen des-
de abajo, pero con vínculos al exterior que puedan encauzarlos de diversas 
maneras, lo que implica un cambio en las reglas o instituciones que habían 
guiado los procesos económicos anteriormente.

El desarrollo territorial, además, debería enfocarse en una dimensión de 
economía social, pues condiciona el proceso de crecimiento tanto de la his-
toria productiva como de los recursos locales y las características tecnológi-
cas e institucionales (Mozas y Bernal, 2006). De esta manera, los beneficios 
pueden extenderse hacia diversos grupos de la sociedad y lograr una dimen-
sión territorial.

Como señalan los estudiosos del desarrollo territorial con enfoque de Sis-
temas Agroalimentarios Localizados (Sial), una de las posibilidades para este 
tipo de desarrollo son las ig, pues contemplan la construcción de diversos 
tipos de redes, incorpora las formas de organización en el territorio, consi-
dera la aglomeración de las unidades productivas en el espacio, así como la 
concentración geográfica de agroindustrias rurales y sus respectivas cade-
nas productivas, entre otros componentes (Boucher y Reyes-González, 2015). 
Debido a que se trata principalmente de bienes agroalimentarios y de la or-
ganización colectiva, es natural la incorporación de la patrimonialización de 
dichos bienes bajo la lógica de las do, las cuales forman parte de muy diver-
sas cadenas de valor, tanto tradicionales como alternativas.

Aparecida Cardoso y colaboradores (2022), en un análisis sobre los be-
neficios y las barreras de las ig para los productores, encontraron que estos 
instrumentos se caracterizan por ofrecer precios mayores, acceso a nuevos 
mercados, así como la preservación de la cultura en los territorios que las 
producen. Pero entre los inconvenientes encontrados se identificaron la in-
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eficiencia de las instituciones, los problemas organizacionales, la asimetría 
de poder y la cooptación de los beneficios por ciertos eslabones de las cade-
nas de valor.

Un reciente estudio de Crescenzi y colaboradores (2022) sobre la trascenden-
cia de las ig encontró evidencia positiva respecto a los efectos territoriales de  
estos reconocimientos, principalmente por la diversificación productiva que 
se desarrolla en los espacios protegidos. Además, confirmaron que las es-
tructuras institucionales locales son de gran importancia para el desarrollo 
de estas iniciativas, lo que destaca la importancia de políticas públicas a ni-
vel territorial para lograr capitalizarlas apropiadamente.

Sin embargo, para que los esfuerzos locales puedan tener repercusión te-
rritorial, se debe pensar desde una orientación de competitividad sistémica, 
como lo desarrollaron Esser y colaboradores (1996). Estos autores proponen 
que es necesaria una comunicación en diferentes dimensiones (meta, macro, 
meso y micro) entre los actores más importantes en cada una de ellas, para 
coordinar esfuerzos y que tengan repercusiones favorables para todos. Esto 
implica que la sociedad en general debe coordinarse para que pueda obser-
varse un impacto territorial, no sólo en ciertos grupos de élite o de poder, o 
algunas empresas con más visibilidad; además, deben involucrarse actores 
más allá del territorio en cuestión para la creación de redes sociales que per-
mitan un mejor cauce a las iniciativas.

En este sentido, Vandecandelaere y colaboradores (2009) propusieron el 
modelo del círculo virtuoso, que Belletti y Marescotti (2011) ampliaron hacia 
el círculo virtuoso extendido, el cual considera los efectos de derrama hacia el 
resto del territorio, lo que les da el carácter de bienes públicos, con lo que se  
favorece una transformación territorial. Este modelo demuestra que el im-
pulso a los bienes territoriales es ventajoso no sólo para los directamente 
involucrados, sino para la sociedad en su conjunto, a partir de los efectos in-
directos que generan. Belletti, Marescotti y Touzard (2017) identificaron cin-
co vías para considerar a los productos con ig como bienes públicos y, por 
consiguiente, territoriales:

a.	 Los vínculos con la cultura local, los cuales permiten que estos bienes 
sean resultado de la tradición y de las prácticas sociales.
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b.	 Los efectos en el territorio de estos bienes en las variables económicas 
de empleo, ingresos y capital social, entre otros indicadores.

c.	 La derrama de la reputación de un bien con ig hacia otras activida-
des relacionadas, principalmente turismo, artesanías y alimentación.

d.	 La relevancia del reconocimiento de ig para un bien es un referente 
para su cadena de valor, guiada por un conjunto de normativas que 
permiten aumentar aún más la popularidad del bien y el lugar.

e.	 Los bienes con reconocimiento territorial también son un referente 
simbólico y cultural que motivan a su presentación por su valor de 
existencia.

Así, estos esfuerzos por valorizar los bienes vinculados al territorio, conside-
rados también patrimonios culturales, tienen el potencial de impulsar el de-
sarrollo de los territorios bajo un paradigma de sustentabilidad, al permitir 
preservar la cultura, conservar los recursos naturales por medio de su comer-
cialización y garantizar fuentes nutritivas de provisión de alimentos (Van-
decandelaere et al., 2018). Por ello, los esfuerzos para la creación de marcos 
regulatorios han sido muy importantes en diferentes países en los últimos 
años, como se discute en el siguiente punto.

Las ig en México

En 2018, se tenían registradas más de 10 mil ig a nivel mundial, con un va-
lor superior a cincuenta billones de dólares (Vandecandelaere et al., 2018), 
principalmente de alimentos y vinos. Bajo este concepto, se incluyen dife-
rentes categorías; entre ellas, las Denominaciones de Origen, Apelaciones 
de Origen, Marcas Colectivas, Indicaciones Geográficas Protegidas, Denomi-
naciones de Origen Protegidas, y Especialidades Tradicionales Garantizadas, 
entre otras; lo cual es resultado de las diferentes regulaciones existentes en 
los países. Entre estas tipologías, las do tienen un lugar especial en México, 
pues representa la primera y única categoría por varios años para vincular 
los productos a su territorio. Así, en nuestro país, a la fecha, se han puesto 
en marcha 18 do, como se presenta en la tabla A del Anexo A, “Denomina-
ciones de Origen en México, hasta 2023”, en este libro.
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La experiencia más antigua corresponde al Tequila (1974) y la más re-
ciente a Lacas de Olinalá (2022). Paradójicamente, mientras pocos de esos 
productos se conocen, incluso al interior del país, el Tequila y el Mezcal son 
reconocidos mundialmente y poseen un importante valor de mercado. Para 
estos últimos, existen diversas críticas sobre la evolución que han tenido a 
lo largo del tiempo y la asimetría de beneficios que tienen en la cadena de 
valor, lo que cuestiona directamente las motivaciones iniciales que dan ori-
gen a las do (Hernández, 2009; Bowen, 2015; Pérez-Akaki et al., 2018; Re-
nard y Domínguez, 2019).

Durante la primera década del siglo xxi, se realizaron en el país impor-
tantes esfuerzos por impulsar a las do, lo que dio origen a dos en particular, 
que son de interés para este trabajo: Café Veracruz y Café Chiapas, pertene-
cientes a las entidades más representativas de la cafeticultura nacional. La 
primera, por ser la entidad donde se introdujo el café al país, y la segunda, por 
posicionarse históricamente como una región de gran calidad en su grano 
(Ukers, 1922). También en esa década se realizó el primer intento de registro 
de la do Café Pluma Hidalgo de Oaxaca, aunque fue rechazada. El segundo 
intento comenzó en 2019, finalmente se logró un año después.

Una reforma a la Ley de la Propiedad Industrial (lpi) mexicana, en mar-
zo de 2018, incluyó la figura de ig, en su artículo 157, donde se define como 
“[…] el nombre de una zona geográfica […] que identifique a un producto 
como originario de la misma, cuando determinada calidad, reputación u otra 
característica del producto sea imputable fundamentalmente a su origen 
geográfico”.

Por otro lado, el artículo 156 define a las do de la siguiente manera:

[…] el nombre de una zona geográfica o que contenga dicho nombre, u otra deno-
minación conocida por hacer referencia a la citada zona, que sirva para designar a 
un producto como originario de la misma, cuando la calidad o las características 
del producto se deban exclusiva o esencialmente al medio geográfico, comprendi-
dos los factores naturales y humanos, y que haya dado al producto su reputación.

De esta manera, se entiende que las ig se definen a partir de que determina-
da calidad o característica sea “fundamentalmente” imputable a su origen, 
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mientras que las do se deben “exclusiva o esencialmente al medio geográfi-
co”. Por lo tanto, estas últimas gozan de una vinculación más estrecha con el 
territorio que las primeras. Como consecuencia de su relativa novedad, las ig 
en México apenas sumaban cuatro al inicio de 2023, a pesar de tener un vín-
culo territorial menos estricto. Sin embargo, se han presentado solicitudes 
para 16 productos, como se presenta en la tabla B del Anexo B, “Indicaciones 
Geográficas en México, hasta 2023”, de este libro, donde se identifican cinco 
ig en trámite, mientras que siete han sido abandonadas.

Una tercera opción de protección que puede usarse para los bienes vin-
culados al territorio con un requisito de propiedad grupal es la Marca Colec-
tiva (mc), reconocida en el artículo 179 de la lpi mexicana, la cual las define 
como un tipo especial de marca que pertenece a una asociación, siempre que 
ofrezcan productos o servicios comunes entre ellos. Según datos del Insti-
tuto Mexicano de la Propiedad Intelectual (impi), en 2018 había 178 marcas 
colectivas registradas, asociadas a grupos de productores de bienes agroa-
limentarios, textiles, artesanías y muebles, principalmente (impi), 2018).

A pesar de contar con un conjunto de instrumentos importantes en el 
país para vincular los bienes al territorio e involucrar grandes superficies, 
los cuestionamientos hacia estos recursos de impulso al desarrollo territo-
rial son diversos y consistentes, tanto por motivos sociales como ambientales 
(Bowen y Valenzuela, 2009). Por ejemplo, sobre la manera en la que se dis-
tribuye el poder en estos instrumentos, la representatividad que tienen los 
diferentes actores y la importancia que dan al medio ambiente.

Los intentos por impulsar las do de café en México

En México se han hecho diferentes esfuerzos, en distintos momentos, por 
impulsar las denominaciones de origen para el café. Como se observa en la 
tabla A del Anexo A, “Denominaciones de Origen en México, hasta 2023”, se 
han autorizado tres do para el café mexicano: Café Veracruz, en 2000; Café 
Chiapas, en 2003, y Café Pluma, aprobada en su segundo intento en 2020 (se 
solicitó por primera vez en 2003 bajo el nombre Café Pluma Hidalgo).

De acuerdo con Pérez-Akaki y Pérez-Tapia (2011), estas do fueron parte 
del ímpetu innovador que se quería imprimir al desarrollo rural a comien-
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zos del siglo xxi, impulsadas desde sus propios gobiernos estatales, quie-
nes financiaron sus primeras acciones. En el caso de Veracruz, sus avances 
fueron notables al instalar el Consejo Regulador, el laboratorio de pruebas 
y la unidad de verificación, así como la definición del pliego de condiciones 
(Norma Oficial Mexicana, nom), pero el avance en certificación de sacos de 
café e inclusión de productores fue muy pobre.

El avance ha sido más limitado para el caso de la do Café Chiapas, ya que 
no se logró la creación del Consejo Regulador con sus componentes necesa-
rios ni hubo productores que lograron su reconocimiento con este distintivo.

En el caso del primer intento de registro como do Pluma Hidalgo, tras pre-
sentar la solicitud, los conflictos políticos entre las administraciones estatales 
y locales, así como entre administraciones entrantes y salientes, generaron 
tal nivel de desorganización que el organismo que la propuso desapareció 
poco tiempo después, lo que pareció condenarla al fracaso. Así, aun cuando 
las tres denominaciones de origen de café en México tuvieron diferentes ex-
periencias y avances, el desenlace fue el mismo, pues no pudieron operar y 
terminaron en el abandono, tanto por los beneficiarios como por las autori-
dades que las habían impulsado. Prueba de ello es la suspensión que recibie-
ron los consejos reguladores de Veracruz y Chiapas por parte de la Entidad 
Mexicana de Acreditación (ema) desde 2011.

En el trabajo de campo desarrollado en 2010, se entrevistó a actores re-
levantes de las cadenas de valor de café en las tres entidades, quienes seña-
laron el interés de las empresas dominantes de dichas cadenas por evitar su 
buen funcionamiento, pues creían que las do significaban un riesgo en la me-
dida en que permitía cierto empoderamiento a los productores y un mayor 
valor agregado de su parte en menoscabo de los grandes comercializadoras. 
Así, tras considerarlas una amenaza, no fue una iniciativa que apoyaran y, 
probablemente en algunos casos, hasta evitaron que pudiera concretarse.

Paradójicamente, mientras que las do de café en México sufrieron un fra-
caso generalizado, otras iniciativas de vinculación de café al territorio ge-
neraban importantes resultados de reconocimiento internacional y, por lo 
tanto, en el precio; como es el caso del Café Blue Mountain, de Jamaica; el 
Café de Colombia; el Café Kona, de Hawai; el Café Antigua, de Guatemala; el 
Café Marcala, de Honduras; el Café Pico Duarte, de Santo Domingo; y el Café 
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de Villa Rica, Perú; entre otros (Giovannucci et al., 2009; Teuber, 2009; Gross 
et al., 2014; Vucetich, 2020).

Entonces, los efectos no alcanzados de las do en México deben explicarse 
desde las condiciones locales de los territorios en lugar de suponer que no 
son instrumentos apropiados para los países en desarrollo. Sin embargo, la 
idea de fracaso puede reforzarse con el análisis de los resultados de otras do 
en México, pues, con excepción de los casos Tequila y Mezcal, otras no han 
podido desarrollarse comercialmente y han enfrentado diversos problemas 
de organización. Por ello, en el siguiente punto se analizará la manera en la 
que se organizan las cadenas de valor del café en México, para entender los 
elementos más importantes que podrían contribuir al buen funcionamien-
to de las denominaciones de origen.

Las cadenas de valor del café en México

Una cadena de valor representa un conjunto de procesos y actores que par-
ticipan a lo largo de diferentes etapas en las que un bien se diseña, produce, 
comercializa y consume, pasando de una materia prima a un bien termina-
do. Diversos estudios han dado cuenta de la manera en la que se organizan 
las cadenas de valor y los problemas derivados de su evolución a lo largo del 
tiempo (Talbot, 1997; Ponte, 2002; Muradian y Pelupessy, 2005; Pérez-Akaki,  
2011; Velázquez, 2017), así como de las cadenas alternativas que han apare-
cido a lo largo de las últimas décadas.

La figura 1 muestra la forma más común de organización de una cadena 
de valor del café, donde destacan, para comenzar, los productores agrícolas; 
les siguen los acopiadores, quienes llevan el producto a los beneficiadores, 
donde el café cereza se transforma en café verde. Posteriormente, los comer-
cializadores internacionales llevan el grano a los mercados internacionales, 
donde aparecen los torrefactores —generalmente, del lado de los países de 
consumo—, quienes tuestan, empacan al menudeo y entregan el produc-
to a los comercializadores minoristas que tienen contacto directo con los 
consumidores.
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Figura 1. Cadena de valor del café
Fuente: Velázquez (2017: 91).

En la figura 1, además de que se muestran los diferentes procesos y actores, 
se analiza la distribución en la cadena de valor del café, la cual va creciendo 
a medida que se acerca al consumidor final.

A partir del Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (de-
nue), se realizó un ejercicio de cuantificación de las unidades relacionadas 
con la cadena de valor en México, a partir de su lanzamiento en 2010. Debi-
do a que este directorio se actualiza con los Censos Económicos, esta base de 
datos recibió nuevos registros en 2014 y 2019, que fueron identificados para 
evaluar el número de unidades incorporadas en dichos años.
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Cuadro 1
Unidades económicas de la cadena de valor del café en México, 2022

Entidad federativa Beneficiadoras Tostadoras
Plantas 

olubilizadoras Cafeterías

Aguascalientes 0 7 0 167

Baja California 0 6 0 595

Baja California Sur 0 3 3 464

Chiapas 30 110 2 944

Chihuahua 0 2 0 454

Ciudad de México 1 19 1 2 683

Coahuila de Zaragoza 0 5 1 300

Colima 0 6 0 110

Durango 0 1 0 236

Guanajuato 0 2 0 716

Guerrero 3 10 0 379

Hidalgo 3 13 1 459

Jalisco 1 18 2 1 059

México 0 10 6 2 131

Michoacán de Ocampo 2 4 2 708

Morelos 0 7 0 397

Nayarit 4 10 0 175

Nuevo León 1 12 3 271

Oaxaca 14 54 3 1 055

Puebla 36 38 2 931

Querétaro 0 4 2 350

Quintana Roo 0 3 0 262

San Luis Potosí 2 9 0 265

Sinaloa 1 1 1 219

Sonora 0 6 0 330

Tabasco 0 4 2 225

Tamaulipas 0 8 1 519

Tlaxcala 1 2 0 270

Veracruz de Ignacio  
de la Llave

69 116 7 1 106

Yucatán 0 0 1 341

Total 168 490 40 18 121

Fuente: elaboración propia con datos del denue (2022) (Véase <https://www.inegi.org.mx/app/mapa/
denue/default.aspx>).
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El denue, además, es capaz de identificar la actividad industrial que, en 
el caso del café, son el beneficiado (scian 2018 – 311921),1 la preparación de 
café tostado y molido (scian 2018 – 311922) y la preparación de la versión 
soluble (scian 2018 – 311923), además de los lugares para su venta (scian 
2018 – 722515), lo que ayuda a evaluar la organización de la cadena de valor 
de este producto en el territorio nacional.

Así, en el cuadro 1 se presentan las unidades totales por entidad, referen-
tes a las clasificaciones presentadas previamente, que dan cuenta de la pre-
sencia de empresas participantes en la cadena de café en el país.

Del cuadro 1 se desprende que el estado de Veracruz es la entidad que 
cuenta con más unidades económicas industriales que participan en la ca-
dena de valor, seguido de Chiapas, Puebla y Oaxaca. En el caso de las cafete-
rías, la Ciudad de México y el Estado de México acumulan el mayor número, 
seguidos por Veracruz, Jalisco y Oaxaca. En términos territoriales, el denue 
permite la identificación de los diferentes tipos de unidades de manera es-
pacial, como se observa en el mapa 1.

En la siguiente figura se aprecia la concentración de las unidades econó-
micas señaladas, las manufacturas relacionadas con la industria del café, así 
como la concentración de las cafeterías en el territorio nacional. Si bien la ma-
yor cantidad de beneficios se localizan en las entidades de producción del gra-
no, las cafeterías se ubican principalmente en las ciudades del centro del país.  
Vale destacar, sin embargo, que entidades como Chiapas y Veracruz sobre-
salen por su importante presencia de cafeterías.

1   El Sistema de Clasificación Industrial de América del Norte (scian) es un catálogo utilizado 
para dar consistencia y comparabilidad a las estadísticas de tipo económico en la región. Consta 
de cinco niveles: sector, subsector, rama, subrama y clase. En este caso, se usaron clases, es decir, el 
nivel más detallado, pues utiliza seis dígitos para presentar la información.
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Cuadro 2
Nuevas unidades económicas registradas en la cadena  

de valor de café en México, 2010-2019

Tipo de unidades 2010 2014 2019 Total

Beneficio del café 77 30 61 168

Elaboración de café instantáneo 6 5 29 40

Elaboración de café tostado y molido 171 49 270 490

Cafeterías 4 436 3 538 10 147 18 121

Fuente: elaboración propia con datos del denue (2022).

El denue también permite entender cómo han cambiado las unidades 
económicas a lo largo del tiempo. A partir de esos datos, se elaboró el cua-
dro 2, donde se aprecia el cambio de unidades a lo largo de los tres censos y 
permite identificar un incremento sustancial en estas unidades entre 2014 
y 2019, principalmente en las cafeterías. El incremento de las unidades in-
dustriales relacionadas con el café coincide con el aumento en el consumo 
de esta bebida y el interés creciente por la apertura de cafeterías en el país.

Un elemento adicional que también es ofrecido por el denue es el ta-
maño de las unidades económicas en función de la cantidad de empleados.

Cuadro 3
Tamaño del establecimiento en la cadena de valor del café, 2022

Personal 
ocupado 

(personas)

Beneficio del café

Elaboración de 
café tostado y 

molido
Elaboración de 

café instantáneo Cafeterías

Unidades % Unidades % Unidades % Unidades %

0 a 5 104 61.90 408 83.27 15 37.50 15 262 82.98

6 a 10 25 14.88 32 6.53 4 10.00 2 504 13.61

11 a 30 26 15.48 30 6.12 7 17.50 589 3.20

31 a 50 7 4.17 10 2.04 4 10.00 32 0.17

51 a 100 3 1.79 3 0.61 4 10.00 4 0.02

101 a 250 2 1.19 4 0.82 2 5.00 1 0.01

251 y más 1 0.60 3 0.61 4 10.00 0 0.00

Total 168 490 40 18 392

Fuente: elaboración propia con datos del denue (2022).
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En el cuadro 3 se ofrecen estos resultados para los cuatro tipos de unidades 
económicas. En el caso de los beneficios, la mayoría de las unidades econó-
micas son micro (menores a cinco personas), pero en cantidad son significa-
tivamente menores que las unidades que elaboran café tostado y molido. Por 
otro lado, las unidades que elaboran café instantáneo son significativamente 
superiores en tamaño, aunque menor en cantidad. Por otro lado, las cafete-
rías tienen una organización aún más micro que las torrefactoras, y hay re-
lativamente pocas unidades superiores a treinta personas.

Desde el lado del consumo, Expansión (2022) reconoció que 84% de los 
hogares en México consume café soluble; aunque en los últimos años, a raíz 
de la pandemia, se han presentado incrementos sustanciales en el consu-
mo de la versión en grano, cercanos al 21%. De acuerdo con Castro-Lebrija 
(2022), el consumo actual del café en México, por persona, asciende a 1.6 ki-
los al año, colocándolo en un nivel relativamente bajo respecto a otros paí-
ses productores.

Se estima que México consume alrededor de 35 mil millones de tazas  
de café al año, de las cuales 30% corresponde al consumo fuera del hogar;  
es decir, 10 500 millones de tazas de café. A partir de la pandemia, este dato se  
incrementó 20%, debido a la practicidad de su consumo (Sánchez, 2020), así 
como por su precio y accesibilidad. Si bien durante el primer año de la pan-
demia (2020) el consumo de esta bebida en cafeterías se redujo de mane-
ra importante, en los años subsecuentes se ha observado una recuperación 
acelerada y con perspectivas de mantenerse en ese ritmo (Rodríguez, 2022).

En 2020, las ventas de café de empresas como Nestlé reportaron un no-
table crecimiento, como señala en su reporte anual 2020:

El café registró un crecimiento medio de un solo dígito, impulsado por la fuer-
te demanda de los consumidores por productos Starbucks, Nespresso y Nescafé. 
Las ventas de productos Starbucks alcanzaron los 2 700 millones de francos sui-
zos, generando ventas incrementales de más de 400 millones de francos suizos 
en 2020 (Nestlé, 2020).

En 2020 las cafeterías más importantes por valor de mercado en México 
fueron representadas por grandes empresas, como Starbucks, con una pro-
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porción del 56.7% del mercado (746 sucursales), le sigue The Italian Coffee 
Company, con 8.6% (390 sucursales); Punta del Cielo, con 8.4% (149 sucur-
sales); Cielito Querido Café, con 2.7% (78 sucursales); el resto del mercado 
representa el 23.6% (López, 2020), constituido por cafeterías pequeñas, fa-
miliares o de marcas de cafeterías de menor tamaño.

Sin duda, la importancia de las marcas de cafeterías es de gran relevan-
cia, pues tienen una influencia mayúscula sobre los consumidores, así como 
un liderazgo en su propio sector. Igualmente, las cafeterías más pequeñas las 
ven como un referente respecto al servicio que deben ofrecer, las innovacio-
nes y las preparaciones que ofrecen.

Kantar (2022) reportó que el consumo de café per cápita había alcanza-
do 1.7 kilogramos anuales, lo que representa un ligero incremento en el pro-
medio de consumo histórico en México durante varios años (1.6 kilogramos 
anuales).

A partir de estas experiencias, se estima que el consumo se podría incre-
mentar en el mediano plazo, lo cual significaría una mayor necesidad de or-
ganización en las cadenas de valor para hacer llegar el grano a los mercados; 
esto implicaría más oportunidades para los más desfavorecidos de la cade-
na; para poder aprovecharlas, es importante estar preparado técnica, finan-
ciera y comercialmente.

En esta dirección, en agosto de 2022, algunos establecimientos de especia-
lidad lanzaron la iniciativa “Todos por el café” para impulsar el consumo de 
esta bebida de especialidad en la Ciudad de México. En esta campaña partici-
paron más de cuarenta barras, y la dinámica consistía en que los consumido-
res llenaran un “pasaporte” con los sellos de cada establecimiento registrado 
que visitaran. Quienes lo lograban obtenían un premio, además de la expe-
riencia de consumir café de especialidad en dichos lugares.

Este tipo de esfuerzos ayudan a los consumidores a conocer de cerca los 
procesos del grano, las principales características y —lo más importante para 
este propósito— los orígenes. Esto puede establecer un vínculo con los lu-
gares agrícolas de producción, por eso es importante que las cafeterías lo 
posibiliten.

Este esfuerzo también es resultado del trabajo que ha realizado la Asocia-
ción Mexicana de Cafés y Cafeterías de Especialidad (amcce) durante años. 
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Este organismo, desde 2002, promueve el consumo de café de especialidad 
mediante la organización de diferentes competencias, tanto de preparación 
de bebidas como de tostado del grano; impulsa la oferta de capacitación y la 
organización del sector cafetalero de especialidad en México —y hacia el ex-
terior—, así como la representación en el país de los organismos normativos 
internacionales de este grano especial.

Otro resultado del trabajo de la amcce son los puntajes que se logran en 
la competencia Cup of Excellence, organizada anualmente para reconocer los 
granos de la mayor calidad en cada país. La participación de México en estos 
concursos, desde 2012, se muestra en el cuadro 4, donde se observa un creci-
miento en el puntaje promedio a lo largo del tiempo, lo que indica un cambio 
en la cultura del café entre diversos grupos de productores.

Se puede apreciar que la entidad que generalmente participa con mayor 
número de muestras de grano en estos eventos de calidad del café mexica-
no es Veracruz. Como se mostró, este estado cuenta con una presencia im-
portante de unidades económicas de la cadena de valor, tanto en beneficios 
como en unidades de tostado, de elaboración de café soluble y cafeterías.

Los cambios en la cantidad de participantes en las cadenas de valor, así 
como en su estructura, sin duda han tenido implicaciones en la manera en la 
que se consume café, y con ello, ofrece más posibilidades para que los prime-
ros eslabones puedan insertarse en éstas de diferentes maneras. El impulso 
a la calidad del café que hacen instancias privadas del Consejo Regulador del 
Café Veracruz (crcv) es muy loable y sus consecuencias son palpables en los 
concursos internacionales. Esto puede ser un paliativo para aquellas expe-
riencias destacadas que impulsan la calidad del café, pero que no necesaria-
mente representan un esfuerzo generalizado a nivel territorial.



169

Cu
ad

ro
 4

Pu
nt

aj
es

 y
 n

úm
er

o 
de

 in
ic

ia
ti

va
s 

pa
rt

ic
ip

an
te

s 
po

r e
nt

id
ad

 e
n 

la
 C

up
 o

f E
xc

el
le

nc
e 

(M
éx

ic
o,

 2
01

2-
20

22
)

En
tid

ad

20
12

20
13

20
14

20
15

20
17

20
18

20
19

20
21

20
22

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Puntaje

Iniciativas

Ch
ia

pa
s

87
.4

6
5

87
.6

6
4

86
.8

4
7

87
.6

4
10

89
.3

2
4

89
.6

4
8

88
.6

7
6

89
.9

5
5

Ve
ra

cr
uz

87
.4

1
4

88
.2

1
3

88
.3

5
10

88
.9

1
5

88
.6

8
16

88
.2

6
12

88
.4

5
18

87
.4

4
16

88
.6

3
13

O
ax

ac
a

88
.2

1
1

86
.3

6
6

87
.3

9
8

88
.6

0
5

86
.9

8
8

86
.9

5
11

86
.7

7
3

88
.4

8
2

89
.1

2
2

Pu
eb

la
85

.5
8

1
86

.1
9

3
87

.6
8

87
.0

9
6

87
.9

5
7

88
.3

4
9

Ja
lis

co
90

.7
0

2

G
ue

rr
er

o
86

.0
2

2
88

.0
9

1
2

88
.5

6
4

87
.0

1
6

87
.2

5
4

Ed
oM

ex
 

90
.4

7
2

90
.1

3
1

90
.1

6
2

88
.6

3
1

Fu
en

te
: E

la
bo

ra
ci

ón
 p

ro
pi

a 
co

n 
da

to
s 

de
 A

lli
an

ce
 fo

r C
of

fe
e 

Ex
ce

lle
nc

e 
de

 lo
s 

añ
os

 c
or

re
sp

on
di

en
te

s.



170

Pablo Pérez Akaki

Las do de café en México: ¿fortalecimiento  
o debilitamiento del desarrollo territorial?

De acuerdo con Thévenod-Mottet (2006), el sector público puede asumir dos 
niveles de compromiso frente a las indicaciones geográficas (ig): la catego-
ría permisiva, donde se involucran, principalmente, en asuntos relacionados 
con el registro; o una categoría prescriptiva, donde su participación es más 
activa en diversos aspectos, con lo que logra mejores resultados en beneficio 
de los productores, como lo anticipa el modelo del círculo virtuoso. El sec-
tor público mexicano puede identificarse con la primera categoría, pues su 
participación se limita sólo al registro y deja a los propios actores la organi-
zación y operación del reconocimiento territorial.

Sylvander et al. (2006) propusieron una categorización de cuatro niveles 
en relación con el actuar del sector público respecto a las ig, bajo una pro-
puesta de justificaciones para sus acciones: 1) por reglas de mercado, que 
implica una participación centrada en el marco jurídico, bajo el cual los pro-
pios actores administran las ig con la mínima participación pública; 2) bajo 
el control de la producción, donde el argumento principal es que la calidad 
es un elemento que permite la diferenciación, así como el volumen a ofrecer; 
3) por el desarrollo rural, pues se da un proceso de activación territorial por 
medio de los efectos de derrama, lo que contribuye al bienestar de la sociedad 
involucrada directa e indirectamente; y 4) justificación por protección a la  
cultura, tradición, herencia y recursos, donde se incluye la preservación de 
los recursos naturales y sociales, por lo que se considera a las ig como un co-
nocimiento colectivo que ha transitado a lo largo del tiempo. Bajo estas cate- 
gorías, la experiencia mexicana puede ubicarse en el primer inciso (reglas 
de mercado), a partir de la participación pública en las funciones de regis-
tro de las iniciativas y representación internacional, pero no en aspectos de 
control de volúmenes ni con un compromiso por funcionar como mecanis-
mo de desarrollo rural.

En una evaluación de diversas experiencias internacionales de valoriza-
ción de productos con identidad territorial en el tema cafetalero, se encuen- 
tran los cafés de Colombia y el de Blue Mountain de Jamaica, los cuales cuentan  
con un amplio reconocimiento internacional y un precio por arriba del grano  
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de otros orígenes. Sin embargo, hay consideraciones que es necesario recu-
perar para dimensionar apropiadamente las experiencias que se discuten a 
continuación.

En el caso del Café de Colombia, es prudente destacar que se trata de una 
experiencia única, debido a que existe un organismo público-privado con 
décadas de antigüedad: la Federación de Cafeteros (Fedecafe). Este organis-
mo administra recursos públicos y se encarga de diseñar y ejecutar la políti-
ca cafetalera, orientándose a impulsar la calidad y el reconocimiento de su 
café en el mundo, lo que ha permitido que por décadas haya tenido un sobre-
precio en las bolsas de valores respecto al de otros orígenes.

En el plano de las ig, la misma Fedecafe, con asesoría externa, promovió 
la creación de ig regionales, a la vez que el propio marco institucional faci-
litó el logro de reconocimientos territoriales (Barjolle et al., 2017). Así, apa-
recieron las do en la segunda década del siglo xxi, bajo la figura jurídica de 
Café de Nariño y Café de Cauca (2011), Café de Huila (2013), Café de Santan-
der (2014), Café de la Sierra Nevada y Café de Tolima (2017), entre muchas 
otras denominaciones de origen que surgieron en esa década respecto a otros 
bienes. Sin embargo, se ha señalado que Colombia llegó tarde a estos merca-
dos, pues para entonces otros países ya habían definido la protección de sus 
granos de café regionales mediante estas figuras. Se señaló la reacción len-
ta de la Fedecafe como una de las causas de este retraso. Pero en una evalua-
ción desde la experiencia de la acción colectiva, Quiñones y colegas (2016) 
encontraron que los esfuerzos logrados son de los propios productores, que 
no ha habido influencia de otros agentes externos que mermen los benefi-
cios de estos instrumentos de desarrollo local.

En cuanto al Café Blue Mountain de Jamaica, se trata igualmente de un 
café de gran valorización por su sabor peculiar, pero de escala muy peque-
ña, por lo que su precio puede alcanzar niveles muy altos: hace un siglo, la 
diferencia en precios entre un café de este origen y el promedio del resto era 
de hasta cinco veces (Hoy, 1938). En la actualidad, esa diferencia es superior 
a diez (Schroeder, 2009).

A diferencia de los cafés mencionados con do, el Café de Jamaica no goza 
de esta protección, sino que se apoya en un sistema de marcas de certifica-
ción que el organismo público Coffee Industry Board (cib) administra, con-
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trola y regula. A este organismo, fundado hace décadas (1948), se le debe el 
éxito del posicionamiento de este grano a precios por arriba del mercado, 
garantizando la calidad de cada saco exportado con un sistema de etiqueta-
do para evitar plagios.

Este par de evidencias permiten reconocer la viabilidad de las do en paí-
ses en desarrollo, particularmente en el caso de un producto de grandes vo-
lúmenes y con la presencia de grandes actores comerciales internacionales 
que son capaces de afectar los precios en los mercados. Estos logros son al-
canzados a partir de tener un café de calidad superior al promedio, a través 
de figuras públicas que han contribuido por décadas a la definición de los es-
tándares necesarios para insertarse al mercado internacional. Estas formas 
de organización se asemejan a lo que Thévenod-Mottet (2006) señaló como 
prescriptivo; y en la categorización de Sylvander et al. (2006) podría identi-
ficarse como una combinación de todas las categorías, es decir, cuenta con 
funciones bastante amplias.

Conclusiones

Sin duda, las experiencias mexicanas respecto a las do para el café han sido 
decepcionantes para los productores, pues no han logrado concretarse, a pe-
sar de contar con la especificidad suficiente para capitalizarse en los merca-
dos. La fama histórica del café de México, en sus regiones más importantes, 
no pudo concretarse en un reconocimiento territorial y, desafortunadamen-
te, estos esfuerzos fallidos son oportunidades perdidas.

Las experiencias mencionadas brevemente en el punto anterior demues-
tran que no existe una única configuración institucional para que impulse 
las do para el café en los países latinoamericanos. Sin embargo, las experien-
cias mexicanas, tanto en café como en el resto de las denominaciones, dejan 
ver que existen dificultades estructurales para concretarlas como estrategias 
de desarrollo territorial.

Así, la apuesta de México en este tipo de reconocimientos de calidad te-
rritorial ameritaría revisar profundamente la forma en la que se organizan 
las instituciones públicas para aumentar el número de participantes y defi-
nir mejor su rol para impulsar las do como estrategia de desarrollo territorial.



173

Denominaciones de Origen, cadenas de comercialización y…

Una mayor participación de los diferentes niveles de gobierno en la ges-
tión de las do sería de gran utilidad, pues asumirían tareas específicas apro-
piadas con el nivel de proximidad con el territorio. Una ampliación de las 
funciones de la autoridad competente o la creación de un organismo expro-
feso para atender a las do en sus diferentes necesidades de fortalecimiento 
podría ser un excelente recurso en el que, además, se incorporen otras ofi-
cinas de gobierno, más allá de la Secretaría de Economía por la vía del impi, 
como las secretarías de agricultura, de medio ambiente, de desarrollo social 
y otras. De este modo, el impulso sería integral y atendería diferentes nece-
sidades en su desarrollo.

La promoción del reconocimiento de la calidad de un producto vincula-
da al territorio, si bien ha enfrentado experiencias frustradas, ha motivado a 
organismos privados a impulsar la transformación productiva hacia la dife-
renciación por calidad. La creación de redes de comercialización conjuntas 
con actores clave ha generado resultados destacados en competencias inter-
nacionales. No obstante, estos éxitos no son suficientes para catalizar el de-
sarrollo integral de las regiones productoras.
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El mezcal en el Estado de México
Análisis de la ampliación  
de la Denominación de Origen

David Rodolfo Domínguez Arista

Introducción

En México existen dieciocho Denominaciones de Origen (do): Tequila, Mez-
cal, Lacas de Olinalá, Talavera, Bacanora, Ámbar de Chiapas, Café Veracruz, 
Sotol, Café Chiapas, Charanda, Mango Ataúlfo Soconusco de Chiapas, Vai-
nilla de Papantla, Chile Habanero de la Península de Yucatán, Arroz del es-
tado de Morelos, Cacao Grijalba, Chile de Yahualica, Raicilla y Café Pluma.

Es notable que, entre la primera y la segunda declaración de do, el Tequi-
la y el Mezcal, respectivamente, pasaron veinte años; posteriormente, las de-
claraciones de las do han sido continuas e incluso se han otorgado tres en 
un mismo año, como en el 2000. Esto podría dar cuenta del fomento a los 
signos distintivos, sin embargo, no existen proyectos de continuidad que  
los sustenten y respalden.

Las do más destacadas, por su fama y tamaño de la industria que prote-
gen, son la Denominación de Origen Tequila (dot) (1974) y la Denominación 
de Origen Mezcal (dom) (1994). Les siguen otras do para destilados de aga-
ve: la Denominación de Origen Bacanora (dob) (2000) y la Denominación 
de Origen Raicilla (dor) (2019).

Una revisión de las declaratorias de estas últimas nos permite observar 
cómo la Denominación de Origen Mezcal ha sido una referencia para estable-
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cer las categorías y normas de la bebida, así como para marcar los pasos que 
dinamicen su propia industria con miras a construir un mercado como el del 
mezcal. Por ello, la observación, el estudio y el análisis de la dom puede con-
tribuir a la discusión en torno al propio mezcal y a las otras denominaciones 
de origen que, si bien son distintas, se enfrentan a problemáticas similares.

Es importante observar que la mayoría de los solicitantes, o quienes mues-
tran interés legal en solicitar la do, son los gobiernos estatales por medio de 
sus secretarías o mediante los ejecutivos estatales.

El mezcal es un destilado de agave que cuenta con do desde 1994, año en 
que se creó su Norma Oficial (Norma Oficial Mexicana nom-070-scfi-1994, 
Bebidas alcohólicas-Mezcal-Especificaciones). Una de las características más 
valoradas por los productores y los consumidores es la forma en la que se 
produce, pues debido a sus procesos, utensilios y prácticas puede evocar lo 
artesanal, lo rústico y lo tradicional (Bowen, 2015). Una Denominación de 
Origen es una protección que puede definirse como “el nombre de una re-
gión geográfica del país que sirva para designar un producto originario de la  
misma, y cuya calidad o características se deban exclusivamente al medio 
geográfico, comprendiendo en éste los factores naturales y humanos” (dof: 
1994: 1). Sin embargo, para el caso del mezcal, no existe una región históri-
ca conocida bajo ese nombre.

Este trabajo se propone analizar la ampliación de la dom de 2018; parti-
cularmente, el caso del Estado de México. Es necesario aclarar que, por la di-
námica legal actual del asunto, hay información con la que aún no se cuenta 
y, aún más, no es posible identificar con claridad cuál será el desenlace de 
esta ampliación.

Esta resolución del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (impi), 
al igual que el reconocimiento de algunos municipios de Morelos, Aguasca-
lientes y Sinaloa como auténticos productores de mezcal, se encuentra en 
juicios en el Tribunal de Justicia Administrativa, el cual aún no ha emitido 
su fallo y no tiene fecha definitiva para hacerlo. Las impugnaciones fueron 
presentadas por empresas de los estados que ya contaban con la dom, de tal 
manera que lograron suspender la autorización del uso del distintivo para las 
cuatro extensiones señaladas. En este contexto, es posible observar dinámi-
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cas grupales de poder, confrontaciones y demandas hacia el Estado, así como 
disputas por el establecimiento de categorías y referenciales.

Por medio de escritos presentados ante impi, el 30 de septiembre, y el 19 
de octubre de 2016 y el 14 de marzo de 2017, el Estado de México, por con-
ducto del gobernador constitucional Eruviel Ávila Villegas, solicitó la modi-
ficación de la resolución en la cual se otorga la protección prevista a la dom, 
aplicada a la bebida alcohólica del mismo nombre, para incluir en su región 
geográfica a los municipios de Almoloya de Alquisiras, Amatepec, Coatepec 
Harinas, Ixtapan de la Sal, Luvianos, Malinalco, Ocuilan, Sultepec, Tejupil-
co, Tenancingo, Tlatlaya, Tonatico, Villa Guerrero, Zacualpan y Zumpahua-
cán (dof, 2018b).

Esta solicitud fue respondida por oposiciones escritas presentadas en los 
tiempos establecidos por el impi y, después de ser desechadas, se formalizó 
dicha extensión con la publicación de modificación de la dom en el Diario 
Oficial de la Federación (dof), el 8 de agosto de 2018. Como respuesta, se or-
ganizaron manifestaciones sociales e impugnaciones legales que lograron 
la suspensión de la Autorización de Uso de la dom, situación que prevalece 
hasta la fecha (2023).

En México, las dom son propiedad del Estado mexicano, y éste concede 
una autorización de uso a los productores de mezcal, quienes deben renovarla 
cada cierto tiempo. El Estado, como dueño, puede utilizar las do discursiva-
mente para transformarlas “en símbolos del prestigio nacional y de parte de 
alguna forma de nacionalismo” (Rodríguez, 2004: 177), lo cual se puede tra-
ducir en un beneficio para el mercado nacional, pues al ser reconocida inter-
nacionalmente como denominación de origen, el resto de los países quedan 
imposibilitados de llamar así a las bebidas destiladas de agave que produz-
can, aunque el proceso productivo sea similar. Esto implica que el mezcal sea, 
en términos culturales y legales, irrepetible en el mundo y, de este modo, un 
signo de lo mexicano, ligado a la tradición, la cultura y la historia nacional, 
con potencialidad para atraer turismo, inversiones y un mercado cautivo.

En cuanto a la Norma Oficial Mexicana (nom) que regula la producción 
de este destilado, fue creada en 1994 y modificada el 23 de febrero de 2017. 
La nom-070-scfi- 2016 Bebidas Alcohólicas-Mezcal-Especificaciones entró 
en vigor el 24 de abril de 2017. Esta norma define a esta bebida y señala sus 
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categorías: Mezcal, Mezcal Artesanal y Mezcal Ancestral. También recono-
ce seis clases: blanco, reposado, añejo, madurado en vidrio, destilado con y 
abocado con.

El Consejo Mexicano Regulador de la Calidad del Mezcal se formó en 1997 
y durante años tuvo el monopolio de la certificación del mezcal y de la vigi-
lancia de la nom-070; a partir de 2017, la Secretaría de Economía aprobó otros 
organismos capacitados para desempeñar estas actividades.

Actualmente, existen cinco nuevos organismos privados, avalados por la 
Entidad Mexicana de Acreditación (ema), que pueden verificar la producción 
de mezcal bajo la norma oficial: Verificación y Certificación pamfa, Certifi-
cación Mexicana S. C. (cmx), Unidad Verificadora de la Universidad Michoa-
cana de San Nicolás de Hidalgo (uvem), el Centro de Innovación y Desarrollo 
Agroalimentario de Michoacán (cidam) y, recientemente, la Asociación de 
Maguey y Mezcal Artesanal A. C. (amma A. C.) (Pérez, 2021).

Este es un elemento indicativo de la distribución de poder al interior de 
la dom, que se puede reflejar en más opciones para los productores, pero no 
necesariamente en un fortalecimiento del propio distintivo, pues, aunque los 
estándares sean reconocidos, el resultado ha sido el debilitamiento de la fi-
gura del Consejo Regulador, garante del cumplimiento y gestión de la dom 
mediante la vigilancia del cumplimiento de la nom-070.

En 2021, se produjeron 8 099 591 litros de la bebida; 85.40% de esta 
producción se realizó en Oaxaca; en segundo lugar, Zacatecas, con apenas 
5.70%. Del total de litros, 88.92% se encuentra dentro de la categoría “arte-
sanal”, el maguey espadín es el más utilizado para esta categoría, con 88.11% 
(crm, 2022). El valor de la categoría se estima en 8 803 millones de pesos 
mexicanos.

En el mercado del mezcal, también participan al menos cuatro empresas 
trasnacionales que controlan la venta de bebidas alcohólicas a nivel mun-
dial: Diageo, Bacardí, José Cuervo y Pernod Ricard (Fajardo, 2018). Este desti-
lado continúa en crecimiento y una de las consecuencias más evidentes es el 
monocultivo de agave espadín, conocido coloquialmente entre productores 
de diversos estados como el “agave de Oaxaca”, y se relaciona directamente 
con diversos apoyos gubernamentales que lo han fomentado en los estados 
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con o sin dom, lo que genera presión sobre otras especies endémicas y una 
incipiente identificación de las variedades nativas locales.

Podemos ubicar tres escalas en las que se enmarcan los conflictos de la 
producción, la comercialización y el consumo del mezcal: la regional, que 
incluye sobre todo a los productores; la nacional, que integra a productores, 
consumidores, actores políticos, instituciones gubernamentales y empre-
sas; y la escala internacional, que agrega un mercado global y organismos 
comerciales supranacionales.

El sentido de las Denominaciones de Origen y su contexto

En la última década, el mercado internacional ha sido determinante para el 
crecimiento de la demanda de productos novedosos artesanales; en esta es-
cala, los productores tienen menor incidencia política y económica y suelen 
ingresar únicamente como proveedores, debido a las dinámicas propias del 
comercio global.

Más que los Estados-nación, las corporaciones trasnacionales controlan 
la inclusión en el comercio global de las distintas cadenas de valor agrícolas 
y agroalimentarias: “gobiernan activamente el sistema alimentario con el es-
tablecimiento de ‘estándares’ de mercado en lugar de regímenes regulatorios 
gubernamentales más tradicionales” (Niederle et al., 2018: 160).

A decir de Bonanno (2013), la existencia de grandes complejos agroali-
mentarios no significa, necesariamente, que los gustos se vuelvan homogé-
neos. Esta tensión confronta no sólo el nivel de productividad y tecnología, 
sino que, asimétricamente, a economías nacionales completas. De igual ma-
nera, los productores se ven desafiados directa e indirectamente y deben 
competir a partir de las diferencias en escala, tamaño y calidad. Lo anterior 
ocurre en un amplio contexto económico que atraviesa todas las cadenas 
comerciales de carácter internacional, el modelo neoliberal y los circuitos 
globales de producción y consumo (Sanz, 2004): “La inclusión de regiones o 
países al mercado internacional no se da de manera paralela ni igualitaria, 
ya que cada circuito ingresa al comercio global por medio de filtros políticos 
y económicos previamente establecidos” (Bonanno, 2013: 191).
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Como contraparte, existen movimientos agroalimentarios alternativos 
(Renard, 2005) —por el comercio justo, slow-food, la agricultura orgánica, la 
agroecología— que han incidido en modificar regulaciones, aumentar la tra-
zabilidad de los productos, evidenciar el uso de pesticidas en los alimentos y 
han podido mejorar la posición de los productores para conservar mayor va-
lor agregado a lo largo de la cadena; por lo tanto, contribuyen al desarrollo 
local y a mejorar la calidad de vida en el medio rural (Niederle et al., 2018).

La existencia de do en las cadenas globales de valor trae consigo nuevas 
disputas económicas y políticas, que son, a su vez, discursivas y simbólicas, 
pues las categorías comienzan a adquirir otros significados y algunas pue-
den llegar a ser desplazadas. Un ejemplo es el terroir en la dot (Bowen, 2015). 
El término “auténtico” puede utilizarse más como una herramienta de pu-
blicidad que como un reclamo de singularidad (Bowen, 2015). Una do, por 
lo tanto, es un signo de calidad disputado por distintos actores; para el caso 
del mezcal, es el signo más importante.

Las do se consideran estrategias con capacidad de revitalizar a las comu-
nidades agrícolas y productoras de alimentos marginadas y con poco desa-
rrollo, pero también como una forma de monopolizar y excluir a productores 
auténticos en beneficio de uno o varios grupos de poder (Bonanno, 2019; Re-
nard y Domínguez, 2019; Pérez, 2018). No obstante, entre las ventajas, Bowen 
(2015) agrupa tres grandes categorías: primero, las do que confieren una ren-
ta de reputación, como el sobreprecio que los consumidores están dispuestos 
a pagar por esta garantía; la segunda se refiere a que los beneficios de esta 
protección no se quedan sólo en la granja y entre los productores, sino que 
se extienden más allá; la tercera apunta que la aplicación de la do trae con-
sigo beneficios ambientales y protección de la biodiversidad.

Es importante señalar que las denominaciones de origen “protegen nom-
bres de una región” y, por consiguiente, es contraproducente que estén suje-
tas a límites políticos-administrativos, lo que dificulta al consumidor tener 
referentes culturales y simbólicos acerca del lugar de procedencia, pues este 
sello de calidad no sólo incorpora el origen geográfico, sino que también in-
tegra la especialización en los productos de calidad y la tradición: “con su 
presencia, se busca facilitar al consumidor el reconocimiento del producto 
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y la percepción de una calidad y un grado de diferenciación superiores” (Ji-
ménez, 2002: 16).

De esta manera, las do hacen referencia a cualidades específicas derivadas 
del origen geográfico de los productos protegidos, e implican un trabajo parti-
cipativo para la conformación de métodos de producción y comercialización, 
regulación, controles de calidad y uso de la marca (Arreola y Pérez, 2018).

Los beneficios otorgados por una do a países en desarrollo, históricamen-
te relacionados con la exportación de materias primas, pueden representar 
un modelo alternativo que logre conectar la agricultura con nichos de mer-
cado que valoren la calidad específica que brindan (Niederle et al., 2018).

Las do en México y el caso del Mezcal

La relación entre el Estado y las políticas implantadas no se da en un ám-
bito de neutralidad o igualdad social, sino que ocurren dentro del contexto 
político estatal, ya sea democrático o autoritario. Esto puede afectar el fun-
cionamiento de las instituciones; es decir, las do y los organismos certifica-
dores no escapan a la dinámica política y económica que domina al resto de 
organismos, instituciones y relaciones entre el Estado mexicano y el régi-
men político, de forma tal que “los agentes y agencias en escena exponen la 
particularidad y potencia de sus intereses, frente a los intereses contrarios” 
(Medellín, 2004: 34). Por lo tanto, las negociaciones, acuerdos y normas se 
establecen excluyendo o incluyendo, según la capacidad de acción de los 
distintos actores, a quienes participan de acuerdo con el conjunto de redes 
que son capaces de movilizar a su favor; es decir, de acuerdo con su capital 
social (Rosales, 2010). Esto se refleja en la primacía de unos intereses sobre 
otros, donde los pequeños productores no siempre logran valorizar su capi-
tal social; por el contrario, pierden posicionamiento cuando los elementos 
productivos que tradicionalmente están bajo su control —como los vínculos 
del terruño con el producto, las formas y materiales de producción, las ma-
terias primas y el saber-hacer— son adecuadas a los intereses de otros acto-
res, como la industria.

Siguiendo a Pérez (2018), existen elementos que impiden el correcto fun-
cionamiento de las do: no existe relación entre éstas y las entidades relacio-
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nadas con la agricultura, sino con la industria; el impi se limita a la extensión 
de patentes y marcas, y, finalmente, no existen vínculos con instancias que 
permitan proyectos de continuidad.

Las disputas entre los actores de territorios con do y aquellos sin ella o que 
buscan que la ampliación de la protección incluya a su territorio han dado 
como resultado, más que la consolidación de un proyecto, el surgimiento de 
varias propuestas de renovación, surgidas desde productores, académicos, 
activistas, empresarios y políticos. La disputa también es en términos simbó-
licos por los significados de las categorías de calidad y autenticidad (Renard, 
2005). Esto proporciona elementos para que quienes están fuera de la do pug-
nen por su ingreso y también por los significados de otras categorías como 
calidad, artesanal y tradicional, pues “debido a la frágil institucionalización, 
la multiplicidad de actores e intereses en juego no permiten la construcción 
de un único referencial. Cada actor construye su propio referencial, buscan-
do salvaguardar sus propios intereses y beneficios” (Medellín, 2004: 43).

Dentro de la tendencia actual del mercado agroalimentario, que respon-
de a criterios de demanda más que de oferta (Sanz, 2004), las do adquieren 
mayor sentido al fomentar la permanencia de alimentos ligados a un terri-
torio concreto, a saberes, a tradiciones, y culturas que son constantemente 
cuestionadas por un mercado que tiende a deslocalizar y a fragmentar la ca-
dena agroalimentaria y a producir alimentos artificiales (Muchnik, 2012).

Por ello, las do provienen del reconocimiento de una relación singular 
entre elementos naturales, sociales, históricos y ambientales. Dicha combi-
nación otorga las características específicas a un alimento susceptible de ser 
protegido (Champredonde y González, 2016). Previo a conceder una do, ya 
deben existir los elementos que constituyan al producto como irrepetible, 
como los antes mencionados (Avelino, 2006).

Los destilados con Denominación de Origen en México

De las 18 denominaciones de origen reconocidas en México —las cuales pue-
den apreciarse a detalle en la tabla A, en el Anexo A de este libro, “Denomina-
ciones de Origen en México, hasta 2023”—, cuatro son bebidas destiladas de 
agave: tequila, cuya materia prima es el agave azul (Agave Tequilana Weber 
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Var. Azul [dof, 2012]); el mezcal elaborado a base de maguey o agave (cual-
quier especie del género Agave que no se ocupe para otra do [dof, 2018a]); 
bacanora (materia prima de Agave Angustifolia Haw [dof, 2000]); y raici-
lla, obtenido de magueyes o agaves silvestres o cultivados, biológicamente 
desarrollados en el territorio, con excepción del que se emplea para el tequi-
la (dof, 2019).

El mezcal ha abierto una nueva brecha para las bebidas que buscan se-
guir sus pasos (bacanora, raicilla, sotol, charanda), debido, principalmen-
te, a que son destilados con profunda tradición y la mayoría son elaborados 
por pequeñas producciones, las cuales están ganando nichos de mercado. 
Por estas razones, los eslabones de las cadenas productivas de la bacanora 
y la raicilla (destilados de agave) han tomado al mezcal, a su do y a su nom 
como una guía y han tratado de calcar sus regulaciones, viendo en el merca-
do del mezcal un objetivo alcanzable para sus respectivos mercados. Lo an-
terior puede conducir a que estos destilados induzcan los mismos estragos 
que el mezcal: pérdida de tradición, apropiación cultural indebida, modifi-
cación y deterioro ambiental.

Entre los destilados con do en México, encontramos dos cuya materia 
prima no es el agave: el sotol (destilado de la planta conocida como sereque 
[Dasylirion]) y la charanda (destilado de caña [Saccharum officinarum]).

Metodología

Esta investigación es un estudio de caso cualitativo con revisión de la biblio-
grafía existente. Entre septiembre de 2021 y marzo de 2023, se realizó tra-
bajo de campo en cinco municipios productores de mezcal en el Estado de  
México: Malinalco, Ocuilan, Tenancingo, Zacualpan y Zumpahuacán, los cua-
les forman parte de los quince municipios incluidos en la modificación de la 
dom en 2018. En las visitas, se realizaron veinticinco entrevistas a profun-
didad a productores, autoridades y académicos, y se presenciaron cinco fo-
ros de productores.

En los municipios donde se hizo trabajo de campo, se pudo documentar la 
existencia de vestigios históricos de la producción de mezcal, agaves nativos 
y una amplia tradición viva mezcalera. Incluso, pueden señalarse elementos 
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productivos irrepetibles en otras partes del país, lo que da cuenta de la evo-
lución productiva del mezcal a nivel regional, pero que conserva prácticas e 
instrumentos únicos o, por lo menos, distintivos. Estas diferencias producti-
vas han sido documentadas, con mayor amplitud, gracias a las sinergias que 
se dieron tras la declaratoria de protección de la dom.

La inclusión de estos territorios ha logrado que el propio estado mexi-
quense, universidades, estudiantes, investigadores, promotores, comercia-
lizadores y turismo comiencen a observar, investigar y promover, con mayor 
dinamismo, recursos y diversas estrategias de la producción de mezcal en 
esta entidad federativa. El resultado ha sido la generación de conocimientos 
nuevos sobre esta bebida y sobre los elementos más importantes del proceso 
productivo, como el tipo de agave, la forma de machacado y, particularmen-
te, el proceso de destilación. Han surgido también rutas turísticas, organiza-
ciones productivas de agave-mezcal, viveros de plantas nativas y propuestas 
o alternativas que buscan prevenir el profundo impacto ambiental que esta 
producción ha causado en otros estados debido al uso indiscriminado de las 
materias primas (agave, agua y leña).

A continuación, se hablará de los elementos del discurso social que se 
opone a la protección de los municipios mexiquenses: el agave nativo, la his-
toria de la producción en la región y la permanencia de la tradición de for-
ma ininterrumpida.

Estado de México. Un caso dentro  
de las extensiones de la dom

El 28 de noviembre de 1994, en el Diario Oficial de la Federación (dof), se 
publicó la declaración de protección a la dom, la cual incluía a los estados 
de Durango, San Luis Potosí, Guerrero, Zacatecas y Oaxaca. El 21 de noviem-
bre de 2001 se amplió la protección al municipio de San Felipe, Guanajuato. 
Posteriormente, el 3 de marzo de 2003, se incluyeron 11 municipios de Ta-
maulipas; luego, el 22 de noviembre de 2012, se amplió a 29 municipios de 
Michoacán. El 2 de octubre de 2015 también se reconoció a San Luis de la Paz, 
en Guanajuato; el 24 de diciembre de ese año, se integraron 115 municipios 
del estado de Puebla. El 8 de agosto de 2018 se extendió a algunos municipios 
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del Estado de México y de Aguascalientes. Hace poco, el 9 de agosto de 2018, 
la dom reconoció a Morelos como productor de mezcal; finalmente, el 12 de 
octubre de 2021, ampliaron la protección a cuatro municipios de Sinaloa.

La dom fue registrada el 9 de marzo de 1995 por la Organización Mundial 
de la Propiedad Intelectual, con sede en Ginebra, Suiza. Principalmente, por 
petición de los productores de mezcal y del gobierno de Oaxaca, representa-
do por la Secretaría de Desarrollo Industrial y Comercial, fue gestionada por 
el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.

Actualmente, los municipios incluidos en 2018 y 2021 están impugnados 
(correspondientes al Estado de México, Aguascalientes, Morelos y Sinaloa). 
La extensión de esta dom a lugares tan dispares geográficamente es posi-
ble debido a que el término mezcal, tal como la usa esta do, apela a un pro-
ceso productivo y no a una región o a un territorio delimitado que muestre 
un vínculo irrepetible entre el producto y las condiciones naturales de don-
de se obtiene.

Si bien, los destilados tradicionales de agave en México suelen conocer-
se con el término genérico de mezcal, tras el reconocimiento de la dom en 
1994 y la más reciente construcción de la categoría mezcal como bebida pre-
mium, se ha generado un bien exclusivo, cuyas ganancias constituyen un ca-
pital económico y político, distribuido de manera desproporcionada para 
quienes están dentro de los territorios protegidos.

En otro sentido, diversos actores —empresas, marcas, comercializadores 
o investigadores— señalan la dilución de la calidad que implicaría convertir 
al Mezcal en un nombre genérico para los destilados de agave, lo que permi-
tiría que productores de otros países puedan producir un destilado de agave 
con ese nombre, sin tener necesariamente una calidad garantizada, lo que 
se traduciría en una pérdida de la renta de la exclusividad que trae consigo 
el signo distintivo dom.

La exclusión que viven muchos productores se debe a que sus regiones  
o municipios no han sido reconocidos como por la dom (Domínguez, 2016) o  
porque, a pesar de haber sido reconocidos, estas extensiones han sido im-
pugnadas para evitar que la usen. La exclusión también es resultado de una 
mezcla de intereses políticos y económicos en los que se definen los límites 
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de la dom, el establecimiento de la nom, así como las formas de producción 
y explotación de la materia prima.

Mediante escritos presentados ante el impi el 30 de septiembre y 19 de oc-
tubre de 2016 y el 14 de marzo de 2017, el Estado de México, por conducto del 
entonces gobernador constitucional, Eruviel Ávila Villegas, solicitó la modi-
ficación de la Resolución, de tal forma que pudiera otorgar la protección pre-
vista a la Denominación de Origen Mezcal a la bebida alcohólica del mismo 
nombre producida en los municipios de Almoloya de Alquisiras, Amatepec, 
Coatepec Harinas, Ixtapan de la Sal, Luvianos, Malinalco, Ocuilan, Sultepec, 
Tejupilco, Tenancingo, Tlatlaya, Tonatico, Villa Guerrero, Zacualpan y Zum-
pahuacán (dof, 2018b).

Las causas que motivaron la solicitud del Estado de Mexico fueron:

En la solicitud se indica que en el Estado de México, al igual que otras entidades y 
territorios excluidos de la Denominación de Origen Mezcal, históricamente y en la 
actualidad, se ha producido esta bebida con un proceso de elaboración que se basa  
en técnicas artesanales y prácticas culturales que han sido transmitidas de gene-
ración en generación mediante comunicación oral, lo cual representa toda una 
tradición en muchas comunidades y una alternativa económica para gran canti-
dad de familias del medio rural (dof, 2018b).

Antes de ser reconocida la modificación, en octubre de 2017, empresas y 
Asociaciones Civiles de territorios protegidos previamente con la dom pre-
sentaron objeciones. En septiembre de 2018, luego de que se publicara la mo-
dificación en el Diario Oficial de la Federación, ésta fue impugnada.

Quienes se oponen a las extensiones de nuevos estados y municipios a la 
dom han argumentado distintas razones que justifican su postura. Estas ra-
zones son variadas y pueden dividirse en un discurso social y en estrategias 
legales. El discurso social señala que en los nuevos municipios no existe tra-
dición mezcalera; que en los nuevos municipios no existen agaves nativos 
que den cuenta de la materia prima con la que se podía producir mezcal a lo 
largo de la historia, o que no existen muestras o vestigios de que anterior-
mente se produjo esta bebida en esas zonas (Revista Digital Debate, 2020). 
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De lo anterior, se desprende que estos nuevos municipios no hacen mezcal, 
sino un destilado de agave que podría llevar otro nombre.

Por otra parte, el discurso legal o las demandas y litigios lograron sus-
pender la Autorización de Uso de la dom, que ya ha sido otorgada a estas en-
tidades, por lo que los productores de los territorios cuyo ingreso a la dom 
fue impugnado no pueden comercializar su bebida bajo el nombre comer-
cial de Mezcal.

¿Se produce mezcal en el sur del Estado de México?  
Agave, cultura y organización

Los agaves señalados en el Estudio Técnico Justificativo del Centro de Inves-
tigación y Asistencia en Tecnología y Diseño del Estado de Jalisco (ciatej), 
como requisito para la inclusión del Estado de México en la dom, retoma-
dos por el dof en la publicación de dicha extensión, son los siguientes: Aga-
ve angustiarum Trel, Agave angustifolia Lem, Agave applanata C. Koch ex Jacobi, 
Agave attenuata Salm, Agave filifera Salm-Dyck, Agave horrida Jacobi, Agave 
inaequidens Koch, Agave mapisaga Trel y Agave salmiana Otto ex Salm (dof, 
2018b). Es necesario recordar que la nom-070 no establece qué tipos de aga-
ves se deben utilizar como materia prima para hacer mezcal, sólo especifica 
que no deben ser utilizados para otra do en dichos territorios.

Sin embargo, los institutos estatales y algunas instituciones universita-
rias han generado conocimiento sobre este tema. Las prácticas nocivas de la 
industria del mezcal también se manifiestan en esta región en forma de sa-
queo de los agaves del Estado de México en beneficio de comercializadores 
que los venden a empresas ubicadas, a decir de los productores, principal-
mente en Jalisco.

Hace tiempo que los montes tenían mucho agave que le llamamos criollo, había 
muchísimo, los cerros llenos. Pero se fueron terminando, nadie sembró, porque 
sólo había que ir a cortar al cerro. Estos cultivares que tenemos, unos son de esos 
agaves criollos que guardamos semillas, otros son espadines de Oaxaca que nos 
dio el gobierno. Pero el de aquí es el criollo, así le nombran (entrevista 1 realiza-
da en Tenancingo, marzo de 2022).
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En el Estado de México, la producción de mezcal se ha transmitido de una ge-
neración a otra, esto puede ser observado actualmente en la coexistencia de 
al menos tres generaciones de productores de mezcal, resultado de la trans-
misión ininterrumpida del saber-hacer. Las generaciones pueden identifi-
carse por el grupo de edad al que pertenecen. Generación 1: edad promedio, 
70 años. Generación 2: edad promedio, 45 años. Generación 3: con una edad 
promedio de 20 años.

La transmisión del saber-hacer se da en la fábrica familiar, donde los jó-
venes empiezan a aprender la producción, primero con actividades simples, 
después realizan actividades más complejas. Algunas tareas sencillas son: 
acarreo y partida de leña; jimado de agave; partida de agaves para el horno; 
acomodo de piedras en el horno; tapada del horno con palma, petates, cos-
tales y tierra; molienda del agave con mazo de madera y llenado y vigilancia 
de tambos para la fermentación.

Por su parte, los mayores —padres y abuelos— realizan las actividades 
que requieren más saberes y mayor experiencia: selección de agaves madu-
ros, reproducción de agaves, prendida del horno y cuidado del cocimiento, 
vigilancia de la fermentación para tenerla en el punto exacto y destilación.

También existen jóvenes que están aprendiendo y son la primera genera-
ción en sus familias en realizar esta actividad. Estos jóvenes no cuentan con 
fábricas familiares, por lo que aprenden con vecinos de la población. Ahí em-
piezan con las actividades descritas según su edad y experiencia.

Aquí, hace mucho, se hacía mezcal. Había señores más grandes que contaban 
las historias de antes. Quién sabe cuándo empezó, pero en mi caso, ya tengo 80 
años y conocí al papá de mi abuelo, y él ya hacía mezcal acá junto al río. Mi papá 
se enseñó con él, y ahorita mi nieto también hace (entrevista 4 realizada en Zum-
pahuacán, marzo de 2022).

Los productores suelen aprender en las comunidades de las que son origina-
rios, y guardan la memoria de dónde y cuándo aprendieron, quién les ense-
ñó, y ubican a las personas mayores de sus pueblos que conocen la historia 
del mezcal.
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Los productores señalan los lugares en los que anteriormente había fábri-
cas, pero que ya han desaparecido. Comúnmente, éstas se encontraban junto 
a los ríos, en algunos casos no eran fábricas permanentes debido al periodo 
de persecución contra los mezcaleros. En ese entonces, era necesario llevar 
las herramientas de producción a lugares de acceso más difícil para perma-
necer en la clandestinidad.

Yo recuerdo a mi abuelo, el papá de mi papá, él ya hacía mezcal. Aquí hay varios 
lugares donde estaban las fábricas, eran para andarse quitando porque llegaban 
los del timbre a balear y romper las cosas. Tiraban mucho mezcal, pero se lleva-
ban el mejor para ellos y lo demás lo tiraban. Aquí en la barranca estaba una fá-
brica; por allá, junto a la peña, había otra. Y ellos todavía fermentaban en cueros 
de res, a lo mejor era más fácil de conseguir (entrevista 12 realizada en Malin-
alco, marzo de 2022).

Estos periodos de persecución impidieron la formalización, el apoyo y la or-
ganización entre los productores. Por esta razón, si bien los productores se 
conocían entre ellos, no se organizaban ni comercializaban la bebida más allá 
del ámbito local o regional. En este punto, es importante señalar la colindan-
cia del Estado de México con el estado de Guerrero: esta frontera estatal era 
traspasada continuamente de un lado a otro por productores, tanto para co-
mercializar como para esconderse durante las persecuciones.

En Pilcaya, Guerrero, están productores de hace mucho tiempo, son los mismos 
que los de acá (Zacualpan), son la misma familia que sabe hacer mezcal. Yo digo 
que cuando los perseguía el gobierno, se iban para allá, y cuando los perseguían 
allá, se venían a este lado de Zacualpan. Hasta la fecha, se sigue conviviendo. 
Los productores más grandes iban y venían. Yo los escuchaba hablar y contaban 
cómo habían aprendido (entrevista 9 realizada en Zacualpan, marzo de 2022).

El intercambio entre estos dos estados en los municipios colindantes es una 
clara muestra de lo arbitrario que resultan las divisiones político-adminis-
trativas, pues prácticamente no hay una división geográfica, natural o so-
cial, clara entre Guerrero y el Estado de México, salvo que el primero cuenta 
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con la dom desde 1994. Lo que sí existe es una relación histórica comercial, 
familiar, ambiental y de otros intercambios. Estas fronteras no significan la 
existencia de mezcal en un lado y la inexistencia en el otro.

Yo me enseñé a hacer mezcal con un señor que llegaba de Guerrero, cargaba sus 
magueyes en mulas y pasaba por aquí por el pueblo. Se quedaba unas semanas, 
en lo que sacaba mezcal, y luego se iba a venderlo. Yo le empecé a ayudar siendo 
niño: a cargar agua, cortar los magueyes para el horno, a esperar en la noche con 
la fermentación; también le íbamos a conseguir garrafas. Y así me fui enseñan-
do, él me iba diciendo y a la otra me daba más quehacer. Ya era un señor grande,  
supe que era de ahí luego luego [Guerrero]. Después ya no lo vi, y yo me fui a otro 
pueblo porque me casé y seguí haciendo mezcal, eso fue hace como 60 años (en-
trevista 22 realizada en Zumpahuacán, marzo de 2022).

Las acciones colectivas son parte de la construcción de sujetos políticos y 
económicos, lo que al mismo tiempo fortalece la identidad de los mezca-
leros, quienes se asumen como portadores de un saber, una tradición, y la 
posibilidad de construirse a futuro en comunidad y dentro de su territorio. 
Estas mismas acciones, que han resultado en la formación de organizacio-
nes productivas, son las bases para la posterior creación de pautas y, en al-
gún momento, normas propias; es decir, las instituciones que darán forma a 
su producción y mediante las cuales podrán legar la singularidad de su pro-
ducción a nuevas generaciones.

El mezcal en la región sur del Estado de México es una bebida asentada 
en la vida cotidiana y en la vida comunitaria. El mezcal está asociado a ma-
nifestaciones sociales, como las fiestas y celebraciones, en momentos de re-
gocijo, pero también en contextos funerarios y ofrendas; acompaña todas 
las fiestas y está arraigado como una bebida con profunda tradición en la 
región. Hechos como los anteriores no son establecidos en unas cuantas dé-
cadas, pues para que un elemento se arraigue firmemente en una cultura o 
un pueblo requiere de un tiempo considerable, que puede traducirse en dé-
cadas o siglos, pues no es sólo una bebida embriagante; es, sobre todo, una 
bebida tradicional.
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Cuando salimos al trabajo en la faena del pueblo, lo que sirven es mezcal. Para 
arreglar la carretera nos juntamos los de la comunidad y trabajamos, ahí lleva-
mos nuestro mezcal para tener la fuerza. Siempre en las fiestas también lo sirven, 
llevan mucho mezcal para dar. Así también, cuando están sacando en la fábrica, 
llega la gente a tomarse su copa y se les sirve, aunque no compren (entrevista 11 
realizada en Ocuilan, enero de 2023).

El mezcal es un digestivo conocido que se consume con los alimentos. Es la 
bebida que articula actividades culturales, económicas, laborales y sociales. 
Alrededor de ésta, se crean organizaciones sociales y productivas, se generan 
empleos en las fábricas, se comparten momentos de recreación y se atrae el 
turismo, lo que genera una derrama económica. Está presente en fiestas co-
tidianas, en ceremonias religiosas, fiestas familiares y comunitarias. Es parte 
de los alimentos y bebidas que se ofrecen en el trabajo comunitario (tequio 
o faena), se invita en las casas, se reparte en el trabajo de campo y se degus-
ta en compañía de amigos y familiares.

Tradicionalmente, el mezcal se coloca sin falta en las ofrendas del día de 
muertos en noviembre, junto con los platillos tradicionales y otros elementos 
ancestrales en los altares. En los municipios de Malinalco, Ocuilan, Tenancin-
go, Zacualpan y Zumpahuacán, el mezcal es importante en las fiestas patro-
nales, se bebe y se convida; se usa como medicina con mezclas herbales, y es 
parte de recetas tradicionales en la preparación de alimentos y otras bebidas.

El ejemplo del Estado de México puede ser observado como un caso par-
ticular en el que se muestran, de forma más o menos evidente, los conflictos 
que surgen por el diseño, aplicación y gestión de la dom, lo que se manifies-
ta en las disputas por las solicitudes para ingresar a los territorios protegi-
dos, la dimensión de las oposiciones y el papel de los productores auténticos, 
dentro y fuera de la denominación.

Cuando nos dijeron que la Denominación de Origen ya estaba, dijimos “¡Qué bue-
no!”, para vender; aunque nosotros de por sí vendemos nuestro mezcal. Pero de-
cían que se iba a poder vender mejor, luego dijeron que lo impugnaron empresas 
de otro lado, y aún no se arregla, ya van cuatro años de eso. Pero nosotros de por 
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sí seguimos haciendo mezcal y seguimos tomando mezcal (entrevista 10 realiza-
da en Malinalco, enero de 2023).

Los procesos de solicitud y justificación de la dom

La mayoría de las do en México han sido solicitadas, exclusiva o principal-
mente, por el poder ejecutivo estatal o por diferentes secretarías estatales. 
Por un lado, la participación de las instancias gubernamentales es necesaria, 
sin embargo, puede implicar cálculos de orden político; por otro lado, suelen 
darse sin un involucramiento pleno de los productores.

Además, cada solicitud debe contar con un estudio técnico justificativo 
que presente la evidencia necesaria para reconocer una do o, en su defecto, 
para extender una ya existente. Estos estudios justifican la inclusión de nue-
vos lugares, pues demuestran que los municipios que ingresarán debieron 
estar desde el inicio, ya que cuentan con las características necesarias; sin 
embargo, fueron excluidos.

Es necesario señalar que, si bien las extensiones son legalmente posibles, 
los territorios que ingresen a una do ya existente deben seguir un proceso le-
gal susceptible de ser impugnado. En el caso estudiado, las oposiciones a es-
tos procesos se basan en distintos principios, por ejemplo: incumplimiento 
de la nom, defensa del bien exclusivo y el valor agregado, inversiones para la 
construcción de la categoría por quienes han ostentado la dom previamen-
te, falta de tradición, etcétera.

En el caso de la extensión señalada en este trabajo, por un lado, encontra-
mos los argumentos de diversas empresas y, por el otro, los argumentos del 
Consejo Regulador del Mezcal (crm). En 2018, el Consejo elaboró tres pun-
tos que fueron permeando el discurso en torno a las diversas extensiones de 
la dom. Señalaban que, quienes quisieran pertenecer a la denominación de 
origen, debían comprobar la existencia de:

1.	 Maguey: nombre tradicional del Agave, materia prima histórica del 
mezcal; deben demostrar que lo poseen no sólo por siembra, sino prin-
cipalmente de manera silvestre y nativa.
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2.	 Ancestralidad en la producción: deben probar, mediante documentos 
históricos (vestigios o ruinas, patrimonio edificado histórico y elemen-
tos arquitectónicos monumentales), que desde tiempos remotos —o 
por lo menos unas décadas— producían mezcal artesanal o ancestral.

3.	 Persistencia cultural: deben verificar que en la actualidad existen pro-
ductores artesanales o ancestrales de mezcal, que son, a la vez, promo-
tores del reconocimiento de su derecho a pertenecer a la dom.

Mapa 1. Municipios con dom en el Estado de México
Fuente: elaborado por Leslie Vargas Pérez, con información del dof (2018b).

Los criterios anteriores, que resumen de forma adecuada los requisitos legí-
timos para que nuevos territorios puedan ser considerados auténticos pro-
ductores de mezcal, han sido eje de discusiones y se han sumado al discurso 
en diferentes foros, ya sean académicos, productivos o gubernamentales.
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Por otra parte, el discurso de oposición que surgió con la publicación en 
el dof de la ampliación —y que consta en el expediente del impi sobre la 
ampliación de la dom para el Estado de México—, se constituye de los si-
guientes elementos:

a) “Distintas empresas han llevado acciones económicas que han permi-
tido que el consumidor mexicano y extranjero vincule la dom con ciertas re-
giones del país. Las empresas productoras y comercializadoras de mezcal ya 
han adquirido de manera lícita un lugar en el mercado” (impi, 2023).1 Efec-
tivamente, los productores que impulsaron la dom y forman parte de ella, 
desde 1994, han construido la categoría Mezcal y la han consolidado a par-
tir del redescubrimiento de los productos artesanales a nivel internacional 
y de la valoración de productos agroalimentarios con un origen definido.

b) “La constante modificación de la dom ha puesto y pone en riesgo el alto  
valor y crédito mercantil que respecto al mezcal ha sido generada en el sec-
tor” (impi, 2023). Es recurrente la postura sobre la dilución de valor en la 
que se encuentra la dom debido a la extensión del territorio protegido, mis-
mo que va en contra del sentido original de las Denominaciones de Origen.

c) “Evitar que la dom se diluya y vuelva genérica” (impi, 2023). El nombre 
Mezcal es un vocablo de origen náhuatl; sin embargo, actualmente, buena 
parte de los productores tradicionales se encuentra impedido de usar el tér-
mino de forma comercial. Extenderlo o generalizarlo es, en opinión de quie-
nes lo ostentan, ir en detrimento de la categoría y del sobreprecio que genera.

d) “El valor se pierde no sólo en detrimento de los usuarios autorizados, 
sino además del Estado mexicano, titular de las do” (impi, 2023). El gobierno 
federal es el encargado de autorizar el uso de las denominaciones de origen 
a los productores que lo soliciten y que cumplan con los requisitos estableci-
dos por la ley. Este punto es importante debido a que, si bien la dom excluye a  
los pequeños productores auténticos, ha impedido que a los destilados de 
agave producidos en otros países se les dé el nombre de Mezcal, por lo que 

1   Expediente “Oposición a los Estados de Aguascalientes, Estado de Morelos, Estado de México, 
Mezcal: A.3.13”. Revisado en el archivo del impi en febrero del 2023.
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esta bebida, como el tequila, puede ser utilizada discursivamente como “una 
forma de nacionalismo” (Rodríguez, 2004: 177).

e) “La dom permite identificar un tipo de bebida alcohólica destilada de 
agave que se asocia a un origen o procedencia que, por su tradición e historia, 
le garantizan que está consumiendo un producto de calidad” (impi, 2023). 
Es preciso señalar los intentos por parte de la industria de apropiarse del tér-
mino agave, como se demostró en el proyecto de nom, “Proyecto de Norma 
Oficial Mexicana proy-nom-199-scfi-2015, Bebidas alcohólicas-Denomi-
nación, especificaciones fisicoquímicas, información comercial y métodos 
de prueba”, en la que se proponía que todos los destilados de agave no cer-
tificados fueran llamados Komil. Esta propuesta incluía la prohibición a las 
bebidas no certificadas de ostentar, en su información comercial, alguna re- 
ferencia a las variedades vegetales reconocidas en las Denominaciones de 
Origen (dof, 2016). El proyecto no se concretó, sin embargo, evidenció la in-
tención de restringir y apropiarse comercialmente de símbolos y significa-
dos tradicionales en beneficio de la industria.

f) “Al ampliar la dom se permite que más productores elaboren el ‘Mezcal’, 
por ende, habrá más producto en el mercado, y entonces resultará más difí-
cil para el consumidor determinar de manera objetiva el sitio de origen del 
producto” (impi, 2023). Esta problemática, si bien es actual, puede rastrear-
se desde el origen del distintivo, en 1994, pues, aunque en Oaxaca, Guerrero, 
San Luis Potosí, Durango y Zacatecas se produce mezcal tradicionalmente, 
no lo hacen en todo su territorio, y poco tienen de similitud entre ellos que 
pueda comunicarse con claridad al consumidor.

g) “En el estudio técnico se utiliza el término ‘mezcal’ como un sustantivo 
común para llamar a un destilado de agave” (impi, 2023). Es uno de los in-
convenientes que enfrenta la dom, pues tomó una palabra ya genérica para 
convertirla en un bien exclusivo; sin embargo, los productores tradicionales, 
sin importar si están dentro o fuera de la dom, continúan utilizando el tér-
mino, aunque no comercialmente.

h) “La extensión de la dom no fomenta el reconocimiento y la conserva-
ción de las do, sino que las debilita” (impi, 2023). Un territorio tan extenso 
que continúa creciendo, como el de la dom, efectivamente debilita el senti-
do de vincular un producto con un territorio definido.
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i) “Que el Estado de México falla al demostrar, a través de los estudios rea-
lizados, que dichas circunstancias del orden natural y humano son homogé-
neas con las áreas de protección de la dom” (impi, 2023). El estudio técnico 
justificativo presentado por el Estado de México, con el que solicita la inclu-
sión de 15 de sus municipios, es parte de la fuente de conflicto. La oposición 
a la extensión señala que la evidencia se centra sólo en cinco municipios, y 
que las características físicas, climáticas, ambientales y biológicas de éstos 
no coinciden con la “Región del Mezcal”, comprendida por los municipios 
de Solá de Vega, Miahuatlán, Yautepec, Tlacolula, Ocotlán, Ejutla y Zimat-
lán (dof, 1994). Situación difícilmente demostrable incluso al interior del 
estado de Oaxaca o de la mayor parte de los municipios de los estados agre-
gados en 1994.

j) “Que algunos análisis de sus ‘brebajes’ se realizan en comparación con 
bebidas provenientes de regiones sin dom” (impi, 2023). Se acusa que los 
análisis de las bebidas destiladas tradicionales no se compararon con el mez-
cal producido en los municipios con dom, sino con bebidas de municipios 
que no tienen este distintivo. Sin embargo, bastaría con que estas bebidas 
cumplan con la nom-070, independientemente de las diferencias que pue-
dan tener con mezcales de las regiones con denominación de origen.

k) “Puede generarse competencia desleal. Pues no existe una industria 
productora en la mayoría de los municipios interesados en la extensión de 
la dom, y se pretende construir y desarrollar una industria exitosa y atracti-
va para la inversión” (impi, 2023). Muchos municipios, dentro o fuera de los 
estados que ostentan la dom, no cuentan con “industrias productoras”, pero 
sí con productores, auténticos y tradicionales, que es la base para otorgar le-
gitimidad a un territorio acreedor a la denominación de origen.

La dom enfrenta dos elementos en conflicto: por una parte, productores 
auténticos dan sustento a las diferentes solicitudes de extensión o modifi-
cación de la dom, lo que tensa la garantía de exclusividad del signo distinti-
vo, pues el territorio es demasiado grande y el consumidor final difícilmente 
puede vincular el nombre Mezcal con una región particular debido a la gran 
variedad de territorios que la conforman. Por otra parte, se encuentran las 
crecientes producciones de Agave Spirits en Estados Unidos: destilados de 
agave que, paradójicamente y gracias a la do, no se pueden comercializar 
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como mezcal; sin embargo, pueden ocupar segmentos de mercado que hoy 
en día tienen los mezcales y, sobre todo, puede tener implicaciones ecológi-
cas y ambientales que perjudiquen la producción de destilados tradicionales.

Como podemos observar, las fallas de nacimiento de la dom —como el 
término mezcal para la denominación y los criterios político-administrati-
vos para delimitarla— definen la gestión de esta protección. La extensión a 
un territorio cada vez mayor no parece ser suficiente ni adecuada, pues se-
gún el esquema de ampliación o bien deja fuera a pequeños productores au-
ténticos o bien se agregan municipios que no tienen producción de mezcal.

Consideraciones finales

Si diversos estados cuentan con los factores naturales y humanos para com-
probar la existencia de producción de mezcal auténtico, y ya figuran en la pro- 
tección del distintivo, aunque la Autorización de Uso se encuentre impug-
nada, ¿cómo se justifica una dura oposición a su plena inclusión dentro de 
los territorios protegidos por la dom?

Para el caso del Estado de México, la solicitud de la ampliación de la dom 
a favor de 15 municipios, y la posterior publicación de ésta, ha sido cuestio-
nada por los opositores, quienes han señalado en diversos espacios públicos 
que no todos los municipios reconocidos por el impi cumplen con los requi-
sitos o, aún más, que no en todos los municipios hay producción de mezcal 
actual y, por lo tanto, la extensión de la dom diluye el sentido del signo dis-
tintivo y el beneficio que genera.

Se ha criticado que la inclusión de territorios sin producción de mezcal 
tenga la intención de abastecer la demanda de materia prima, es decir, ex-
tender la frontera productiva de agave y fomentar el turismo en el estado a 
través del prestigio que otorga la dom. Sin embargo, es posible contemplar di-
námicas de poder en las cuales los territorios que hacen mezcal, pero que no 
cuentan con la dom, son sujetos a las demandas de los territorios que sí cuen-
tan con ésta y que necesitan abastecer sus propios mercados, con lo que pue-
den darse prácticas comerciales desleales, como la reventa de destilados bajo 
la denominación de mezcal o la expoliación de la materia prima (el agave).
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La sistematización de este caso puede ayudar a conocer la dinámica en-
tablada en la dom, pues suele ser promovida como una forma de acceder a 
un mejor mercado, antes que como una protección de la tradición y el saber-
hacer. De esta manera, este distintivo se limita a funcionar como una pro-
tección hacia el exterior; es decir, evita que el término mezcal se utilice para 
los destilados de agave producidos fuera de México.

Otro elemento destacable es que, generalmente, son los estados a través 
de sus gobernadores o secretarías en turno quienes solicitan la do, incluso 
puede darse sin el apoyo pleno de los productores o sin que estén plenamente 
enterados de lo que implica una denominación de origen. Por lo tanto, cuan-
do ésta llega a las comunidades, no logra ser apropiada por el conjunto de 
productores, y es en este espacio de interacción donde pueden darse los re-
acomodos de poder que permitan concentrar los beneficios en grupos, em-
presas o ciertos productores.

La dom, al tener un territorio tan amplio, pierde el sentido de distinción 
y su vínculo identificable con un origen definido. En un espacio tan amplio, 
existe una gran variedad de tipos de agave, suelos, climas, levaduras, tipos de 
agua y leña, procesos, herramientas, materiales, saberes y tradiciones que, 
si bien tienen arraigo en las comunidades donde se hace el mezcal, es cada 
vez más difícil para el consumidor poder distinguir las cualidades de un te-
rritorio u otro. A lo anterior, se suman los efectos políticos que implica soli-
citar una do o, en su caso, oponerse a su extensión. De una u otra forma, la 
escala en la que se disputan las denominaciones de origen queda fuera del 
ámbito de los pequeños productores tradicionales que, sin embargo, se ven 
directamente afectados al quedar impedidos de utilizar el nombre tradicio-
nal de su bebida; a ser reconocidos, a pesar de su historia y tradición, como 
auténticos mezcaleros, y a la protección de su saber-hacer y sus procesos, 
muchas veces únicos.
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Los retos de las indicaciones geográficas 
y las denominaciones de origen
Reflexiones finales

Laura Elena Martínez Salvador

Reflexionar sobre el origen de los alimentos no es sólo una cuestión de con-
sumo, sino que, como vimos en este libro coordinado, implica una mirada 
retrospectiva de la cadena de valor y de los territorios en donde éstas se in-
sertan; precisamente, son las unicidades de estos espacios las que otorgan un 
distintivo a dicho origen. En mayor o menor medida, los capítulos que con-
forman esta obra analizan el impacto de las indicaciones geográficas (ig) y 
las denominaciones de origen (do) sobre los territorios y, en función de los 
contrastes y matices, estudian su papel en la visibilización de las prácticas 
agrícolas tradicionales, la valorización del patrimonio alimentario y sus po-
sibles —y a veces debatibles— derramas económicas. Sin embargo, tal como 
se ha podido destacar (especialmente en la segunda parte del libro, “Entre 
luces y opacidades: retos en las Denominaciones de Origen en México”, los 
efectos aparentemente benéficos de las ig y las do deben tomarse con cau-
tela, pues puede parecer que estos sellos son el fin último de la dinamización 
territorial, empero, como se ha visto, la concreción de estos sellos es tan sólo 
el inicio de otra serie de procesos.

En este sentido, no podemos dejar de lado que, a la luz de los casos presen-
tados, la gestión de las ig y do ha generado consecuencias menos favorables, 
ya que, en ocasiones, estos sellos también pueden funcionar como meca-
nismos de exclusión de actores territoriales. Alrededor de este argumento, 
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Frédéric Duhart y David Rodolfo Domínguez Arista reflexionan sobre la com-
plejidad de los límites geográficos y la delimitación de las zonas protegidas, 
ya que algunas condiciones naturales —de andamiaje relacional y sociocul-
tural de los territorios con tradiciones productivas— son obviadas duran-
te la circunscripción administrativa de las zonas protegidas y reconocidas.

Por otro lado, para reflexionar sobre las indicaciones de procedencia, ya 
sean las ig o las do, debemos considerar que estos signos posicionan a bie-
nes locales en la mirada del mercado —muchas veces— global, lo que per-
mite, por un lado, proteger el prestigio, los conocimientos, las técnicas, los 
instrumentos, los saberes y los tangibles e intangibles alrededor del queha-
cer agroalimentario; por otro lado, buscan poner estos productos del terri-
torio1 al servicio del mercado, de tal forma que, alrededor de estos sellos, se 
desprende una especie de paradoja contradictoria, como lo mencionaba To-
lentino y Renard. Lo anterior puede ser sumamente favorable o estrepitosa-
mente desastroso para las cadenas agroalimentarias, como algunos casos de 
este libro han podido revelar. Esto se debe a que, sin cadenas de valor sufi-
cientemente articuladas, marcos institucionales eficientes, políticas públi-
cas integrales y, sobre todo, estructuras de gobernanza fortalecidas, la salida 
de productos locales al mundo globalizado se vuelve sumamente compleja 
y, en muchos casos, vulnera a los sectores y actores que les dan esencia y ori-
gen a estos distintivos.

Ante este punto, es importante destacar el papel que juega la estructura 
de gobernanza en la gestión de las ig y do, la cual refiere a las articulacio-
nes públicas y privadas sobre las cuales se toman decisiones del manejo de 
los recursos territoriales e, incluso, como menciona Víctor del Arco Fernán-
dez: “las ig agroalimentarias constituyen una herramienta de gobernanza 
neoliberal que validan un orden agroalimentario determinado” en sí mis-
mas (p. 87 de este libro). En este sentido, a lo largo de los capítulos ha ha-
bido una especial mención a la actuación en estas iniciativas tanto de las 
instituciones públicas como del gobierno, pues estos actores se convierten 

1   También es importante reconocer que estos sellos aportan al consumidor información que 
impulsa la transparencia, la trazabilidad y la identificación del origen de estos productos.
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en garantes de dichas protecciones. Asimismo, forman parte de los llama-
dos tomadores de decisiones, quienes, en ocasiones, forman parte impor-
tante de los grupos que delinean los marcos normativos alrededor de las  
ig y do, y que, como los trabajos de este libro muestran desde su heteroge-
neidad, van desde los pliegos de condiciones hasta las normas oficiales.

Estas normativas se convierten en el instrumento técnico sobre el cual se 
definirán las condiciones productivas de las ig y las do; es decir, otorgan una 
base mínima de conceptos, términos, instrumentos, procesos y métodos de 
evaluación y certificación para garantizar la calidad de origen. Sin embargo, 
en países como México, estos marcos normativos terminan por convertirse en  
obstáculos para acceder a la protección, restringen la innovación y funcio-
nan como herramientas de exclusión de los actores locales por desconoci-
miento y ausencia de capacidades.

Por otra parte, las ig y do aún requieren probar su capacidad para abo-
nar a la sostenibilidad de los territorios. En ese sentido, Marcela Molina pro-
fundiza en los aportes de estos sellos a los objetivos de desarrollo sostenible 
(ods), los cuales no se encaminan necesariamente hacia la sustentabilidad. 
Si bien en la premisa original de estas indicaciones de procedencia subya-
ce la necesidad de mantener y preservar las condiciones ambientales, agro-
nómicas y edafoclimáticas específicas en los territorios para preservar una 
producción de bienes únicos, se cuestionan poco sus efectos en el impulso 
de una hiperproducción agroalimentaria, la producción de monocultivo o 
la agricultura intensiva. Por lo tanto, las indicaciones de procedencia deben 
converger con técnicas productivas más sostenibles, como la agroecología, 
los sistemas agroforestales o la implementación de sistemas de cultivo com-
plementarios, como la milpa.

El camino de las indicaciones geográficas y las denominaciones de ori-
gen para probar su eficiencia como instrumentos para el desarrollo territo-
rial, como arguye Pablo Pérez Akaki en su capítulo, aún es largo, complejo 
y está cubierto de tonalidades. Estas indicaciones de procedencia deben sa-
lir, de la mano de las comunidades, del intersticio en el que se encuentran y 
probar que, a pesar de las heterogeneidades, pueden ser herramientas que 
favorezcan la dinamización del territorio mediante la valorización de los re-
cursos locales.
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Este libro deja entrever, desde una mirada multisituada y multidiscipli-
naria —aunque bajo premisas teóricas y epistemológicas compartidas—, 
que los aportes de las ig y las do al desarrollo territorial pueden estar influi-
dos por una estructura de articulación cooperativa, donde existen vínculos 
funcionales, incluyentes y constantes entre actores públicos y privados que 
garanticen una participación representativa y activa de los actores locales. 
Asimismo, es necesario conformar un marco institucional y organizacional, 
así como capital relacional y social, que permita tomar decisiones de manera 
colectiva y transparente; donde se favorezca una distribución equitativa de 
los beneficios a lo largo de la cadena de valor agroalimentaria.

De igual forma, los trabajos presentados en este libro permiten abonar a 
la discusión sobre la genuinidad alrededor de las ig y las do, no sólo a par-
tir de la autenticidad que parecen proteger, sino también desde la necesidad 
de contar con un auténtico interés, por parte de los actores locales, por im-
pulsar estas iniciativas, toda vez que son ellos quienes salvaguardan la tra-
dición local.
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Anexo A. Denominaciones  
de Origen en México, hasta 2023

Pablo Pérez Akaki
Jessica Mariela Tolentino Martínez

Marie-Christine Renard
David Rodolfo Domínguez Arista

El presente apartado fue elaborado de forma colectiva, por las y los autores 
de los capítulos de este libro “Denominaciones de origen en México: pers-
pectivas y retos”; “Denominaciones de Origen, cadenas de comercialización 
y desarrollo territorial. El caso del café de México”; y “El mezcal en el Estado 
de México. Análisis de la ampliación de la Denominación de Origen”.

La tabla A nos muestra datos relevantes relacionados con las Denomina-
ciones de Origen (do) en México, hasta 2023, para proporcionar un panorama 
general sobre el avance de estos sellos y nutrir las reflexiones relacionadas 
con las do en el país en cada uno de los capítulos mencionados.
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Anexo B. Indicaciones Geográficas 
en México, hasta 2023

Pablo Pérez Akaki
Jessica Mariela Tolentino Martínez

Marie-Christine Renard

El Anexo B fue elaborado de forma colectiva por las y los autores de los capí-
tulos “Denominaciones de origen en México: perspectivas y retos” y “Deno-
minaciones de Origen, cadenas de comercialización y desarrollo territorial. 
El caso del café de México”, de este libro.

El objetivo es mostrar, por medio de la tabla B, datos relevantes relaciona-
dos con las Indicaciones Geográficas (ig) en México hasta 2023; lo anterior, 
con el fin de contar con un panorama general de los avances de estos sellos 
de origen y nutrir las reflexiones relacionadas con las ig en el país, en cada 
uno de los capítulos mencionados.
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